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Se presenta así en primer lugar, el trabajo for-
mulado por el Lic. Damián Carmona Gracia, que 
explica groso modo, cuáles son los mecanismos 
de control constitucional que contempla el nuevo 
marco constitucional Estatal; y posteriormente, se 
contempla el texto de un servidor –Raúl Montoya 
Zamora–, el cual muestra de una manera más pro-
funda los instrumentos de justicia constitucional lo-
cal, haciendo un comparativo con los previstos en 
la Constitución Federal, y planteando la posibilidad 
de un control difuso de la constitucionalidad local, 
cuya competencia correspondería a todos los opera-
dores jurídicos que realicen funciones materialmente 
jurisdiccionales.

Por otro lado, en esta edición también se presenta 
un informe con los datos más sobresalientes del pa-
sado proceso electoral 2012-2013, con la finalidad 
de cumplir con la ciudadanía, el deber fundamental 
de rendirle cuentas; ya que el Tribunal Electoral es 

y seguirá siendo, una institución que se debe a los 
Duranguenses.

Finalmente, este número también contiene las 
Tesis Relevantes y de Jurisprudencia, aprobadas por 
el Tribunal Electoral; en las que se aprecia los crite-
rios interpretativos más sobresalientes, derivados de 
los casos que fueron sometidos a su consideración 
durante el pasado proceso electoral.

Es nuestro deseo que el presente trabajo editorial 
perdure a través del tiempo y se convierta en un vín-
culo importante entre los ciudadanos y el quehacer 
institucional del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
del Estado de Durango, y que este se continúe con-
solidando como una institución fundamental en la 
consolidación de la democracia en nuestro Estado.

Raúl Montoya Zamora
Magistrado Presidente

Diciembre de 2013
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Primera etapa: su nacimiento

El Tribunal Electoral del Poder Judicial del Es-
tado de Durango se creó en 1994, a partir de las 
reformas a los artículos 25 y 37 de la Constitución 
Política del Estado de Durango, las cuales fueron pu-
blicadas en el Periódico Oficial el 20 de Octubre de 
ese mismo año.

Respecto del artículo 25, cabe señalar que se 
reformó su párrafo cuarto, adicionándose con los 
párrafos del quinto al décimo sexto. Estas modifi-
caciones dieron origen a un órgano jurisdiccional, 
autónomo e independiente, denominado Tribunal 
Estatal Electoral, estableciendo con ello, su funcio-
nalidad en pleno, y la publicidad de sus sesiones.

Como consecuencia de lo anterior, el 27 de no-
viembre siguiente, fue publicado en el periódico ofi-
cial, el decreto 406, que promulgó un nuevo Código 
Estatal Electoral, en el cual se estableció por prime-
ra vez un sistema de medios de impugnación como 
mecanismo para reclamar los actos realizados y las 
resoluciones emitidas por los organismos electorales 
durante el curso del proceso electoral en el estado.

El sistema de medios de impugnación, en ese en-
tonces se integró con los recursos de apelación y de 
revisión, los cuales se podían hacer valer en la etapa 
preparatoria de la elección, y los recursos de incon-
formidad y reconsideración para la etapa posterior, 
se otorgó competencia al Tribunal Estatal Electoral 
para resolver los recursos de apelación, de reconsi-
deración y el de inconformidad cuando se impugna-
ba el cómputo y otorgamiento de constancia de las 
elecciones para Gobernador y Ayuntamientos, y al 
Consejo Estatal Electoral la competencia para resol-
ver el cómputo y otorgamiento de constancia de las 
elecciones para diputados.

Cabe hacer mención que el artículo 55, párrafo 
I, fracción XXI, de la Constitución Estatal, establecía 
aún la facultad al Congreso del Estado de constituir-
se en Colegio Electoral para calificar las elecciones de 

Gobernador y de los miembros de los Ayuntamientos 
y hacer las declaratorias de quienes resultaban electos.

En esa primera etapa, el Tribunal Estatal Electoral 
se integró con cinco Magistrados Numerarios y cin-
co Supernumerarios, quienes fueron elegidos por el 
Congreso del Estado a propuesta del Ejecutivo.

Segunda etapa: sus primeros pasos

El 29 de mayo de 1997, fue publicado en el Perió-
dico Oficial el decreto 294, en el cual se reformaron 
diversas disposiciones constitucionales, incorporan-
do al Tribunal Estatal Electoral al Poder Judicial del 
Estado, denominándose como máxima autoridad 
jurisdiccional en materia electoral y órgano especiali-
zado del Poder Judicial del Estado.

Sin embargo, aún y cuando el Tribunal Estatal 
Electoral formaba parte del Poder Judicial, se queda-
ron intactos su autonomía plena y sus atribuciones, 
además esta reforma confirió la facultad al Tribunal 
de realizar la declaración de validez de la elección de 
Gobernador y declarar electo al ciudadano que hu-
biese obtenido el número mayor de votos, antes fa-
cultad del Congreso del Estado, otorgándole así mis-
mo, la competencia para resolver en forma definitiva 
y firme las impugnaciones que ser interpusieran en 
contra de la elección de Gobernador del Estado, de 
Diputados y de los miembros de los Ayuntamientos.

Como consecuencia de lo anterior, se creó un 
nuevo Sistema de Medios de Impugnación, integra-
do por: el Recurso de Revisión, Recurso de Recon-
sideración, Recurso de Apelación, Juicio de Incon-
formidad, Juicio para la Protección de los Derechos 
Político Electorales del Ciudadano y Juicio para 
Dirimir los Conflictos o Diferencias Laborales entre 
el Instituto Estatal Electoral y sus servidores, cuya 
competencia correspondía al Tribunal Electoral, a 
excepción del Recurso de Revisión competencia di-
recta del órgano jerárquicamente superior al órgano 
que hubiera dictado el acto o resolución impugnada.

Historia del
Tribunal Electoral 

Lic. Mirza Mayela Ramírez Ramírez
Secretaria Auxiliar de Estudio y Cuenta



4

Con relación a su integración, se estableció que el 
Tribunal Estatal Electoral funcionaría con una Sala 
Colegiada integrada con cinco Magistrados Electo-
rales y el Presidente del Tribunal sería elegido de en-
tre sus miembros para fungir durante un periodo de 
cuatro años.

Posterior a esta etapa, vinieron las reformas del 
año 2000, en donde cabe destacar dos aspectos tras-
cedentes, el primero respecto de la permanencia del 
Tribunal Estatal Electoral, ya que de ser un órgano 
permanente, pasa a ser temporal, lo que significó que 
solo funcionaría en los años en que se celebrasen pro-
cesos electorales locales, debiendo entrar en receso a 
la conclusión de los mismos, quedando únicamente 
en funciones su Presidente. El segundo aspecto se re-
fiere a la reforma del artículo 97 de la constitución, 
que redujo el número de sus integrantes, es decir, de 
cinco Magistrados, a tres.

Tercera etapa: su consolidación

Con las reformas constitucionales y legales de 
2007-2008 tanto de la Constitución Federal como 
del Código Federal de Instituciones y Procedimien-
tos Electorales, las cuales obligaron a los Congresos 
de los Estados a ajustar sus legislaciones, marcaron la 
pauta para que el constituyente iniciara los trabajos 
para realizar las reformas necesarias para la adecua-
ción de la legislación local.

Es por ello que mediante decreto 187 de fecha 
6 de noviembre de 2008 se reforma el artículo 25 
de la constitución local, estableciendo entre otros as-
pectos trascendentales, las causales de nulidad de la 
elección para Gobernador del Estado, de igual ma-
nera, con esta reforma se resta al Tribunal, la facultad 
para efectuar la declaración de validez de la elección 
de Gobernador y se la otorga al Instituto Electoral y 
de Participación Ciudadana del Estado de Durango, 
lo anterior, con la finalidad de que el Tribunal se en-
contrara en condiciones, de ser el caso, de declarar la 
nulidad de elección.

El domingo 16 de noviembre de 2008, diez días 
después a la citada reforma constitucional, se publi-
caron en el Periódico Oficial, los decretos 190 y 192 
que dieron origen a dos nuevas leyes: la Ley Electoral 
para el Estado de Durango, y la Ley de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral y de Participación 
Ciudadana para el Estado de Durango, abrogando 
con ello el Código Estatal Electoral.

El legislador local, en su exposición de motivos, 
señaló que el objetivo principal de esta reforma era 
para dotar a la ciudadanía y a los partidos políticos 
de una ley particular e innovadora que contuviera en 
un instrumento legal especifico los medios de im-
pugnación en materia electoral y de participación 
ciudadana, por lo tanto, los recursos y juicios debía 
separarse del texto de la ley sustantiva electoral, faci-
litando el acceso a los medios de defensa de manera 
sencilla, practica, ágil y expedita.

En la nueva ley sustantiva, se implementó un 
nuevo catálogo de medios de impugnación con tres 
recursos: el Juicio Electoral, el juicio para la Protec-
ción de los Derechos Político Electorales del Ciuda-
dano y el Juicio para dirimir los conflictos o diferen-
cias laborales entre el Instituto y sus Servidores. El 
Juicio Electoral subsumió los recursos de apelación y 
revisión, así como el juicio de inconformidad.

El 16 de junio de 2009, se publicó en el Periódico 
Oficial del Estado, el decreto No. 286 mediante el 
cual se reformaron diversas disposiciones constitu-
cionales, entre ellas, el artículo 97, en donde se es-
tableció la nueva denominación del Tribunal como 
Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado y se 
establecen nuevamente las bases para que el mismo 
funcione de manera permanente derivado de dos as-
pectos fundamentales, el primero relativo a la nece-
sidad de resolver las controversias que se presentan 
en años no electorales y el segundo respecto de la 
búsqueda de la especialización en el desempeño de 
la función jurisdiccional electoral, así mismo se in-
crementó a nueve años el tiempo que durarían los 
Magistrados Electorales en su encargo.

Un aspecto importante de esta reforma es el per-
feccionamiento del sistema de nulidades electorales, 
ya que en el párrafo tercero del artículo 97, se es-
tablece la base constitucional para que el Tribunal 
Electoral únicamente pueda declarar la nulidad de 
elección por las causales que expresamente establez-
can las leyes, con lo que se evitó la creación de causa-
les no previstas en la ley. Así mismo se dota al Tribu-
nal de facultades para ejercer medidas de apremio y 
pueda hacer cumplir sus resoluciones.

En el párrafo sexto del mismo artículo, se sen-
taron las bases para que el Tribunal Electoral pu-
diese resolver la no aplicación de leyes contrarias 
a la Constitución Política Local, con efectos no 
extensivos, sino que solo podrían aplicar al caso 
concreto.

H i s t o r i a  d e l  Tr i b u n a l  E l e c t o r a l 
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Finalmente, el jueves 29 de agosto de 2013, me-
diante decreto No. 540 se publicó la reforma integral 
de la Constitución Política del Estado Libre y Sobe-
rano de Durango, en la cual se estableció una sección 
tercera a partir del artículo 113, correspondiente al 
Tribunal Electoral, cabe resaltar que en este artícu-
lo se reduce el periodo del cargo de los Magistrados 
Electorales, de nueve a seis años.

El Tribunal Electoral del Poder Judicial del Esta-
do de Durango, ha evolucionado a lo largo de estos 
19 años, consolidándose como una institución con-
fiable y siempre en busca de la especialización en la 
materia, no podemos negar que el espíritu de todas 
estas reformas han obedecido al creciente llamado 
de la ciudadanía duranguense y de los Partidos Po-
líticos, en búsqueda de instituciones eficaces y sobre 
todo confiables.

Es por ello que, a 19 años de su nacimiento, el 
Tribunal Electoral, se ha transformado paulatina-

mente y se ha convertido en una institución sóli-
da, comprometida con su mandato constitucional 
garantizando que todos los actos y resoluciones se 
ajusten invariablemente al principio de legalidad, 
ejerciendo siempre la función estatal que tiene en-
comendada con respeto a los principios que la rigen: 
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 
objetividad.

En suma, el Tribunal Electoral ha buscado de 
forma permanente, contribuir al proceso democra-
tizador en nuestro Estado, proporcionando tanto a 
ciudadanos como a partidos políticos, credibilidad, 
confianza y equidad en las resoluciones que emite, 
procurando consolidarse como una institución van-
guardista en constante proceso de especialización, si 
bien aún nos queda mucho camino por andar, “La 
voluntad de caminar equivale a haber hecho una parte 
del camino” en palabras de Séneca.

H i s t o r i a  d e l  Tr i b u n a l  E l e c t o r a l 
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SUMARIO: I. Rafael Bracho. II. José de la Bárcena. 
III. Benigno Silva. IV. Domingo Arrieta León. V. Jorge 
Herrera Caldera.

I. GOBERNADOR RAFAEL BRACHO

Originario de Sombrerete, Zacatecas, reconoci-
do abogado, fue Fiscal de los Tribunales de la Nueva 
Vizcaya.

Perteneciente al régimen colonial, caracterizado 
por un estado burgués que empezaba a reconocer los 
derechos universales del hombre pero que aún no se 
encontraban reguladas dichas garantías individuales 
en algún cuerpo normativo.

Al gobernador Rafael Bracho, siendo Fiscal de los 
Tribunales de la Nueva Vizcaya le correspondió acu-
sar durante su proceso en Chihuahua, a Don Miguel 
Hidalgo y demás héroes de la independencia, pidien-
do se les aplicara la pena de muerte, quedando como 
evidente enemigo de los Insurgentes.

Primer gobernador civil preconstitucional de Du-
rango, quien al consumarse la Independencia ocupó 
provisionalmente la gubernatura, de 1824 a mayo de 
1826. De él deriva una numerosa familia reconocida 
en la sociedad de Durango.

Después de la Constitución de Apatzingán, pro-
mulgada el 22 de octubre de 1814, que contenía los 
gloriosos Sentimientos de la Nación de Morelos, que 
reconocen la soberanía del pueblo, respeto por los 
principios de libertad e igualdad, la instauración de 
un régimen republicano de gobierno, la presunción de 
inocencia, el derecho a ser escuchado en juicio, en-
tre otras más, el 4 de octubre de 1824 se proclama la 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexica-
nos, que establecía una forma de organización de go-
bierno federal representativo, con el catolicismo como 
religión oficial, el poder supremo de la federación se 
divide en legislativo, ejecutivo y judicial, el poder le-
gislativo es depositado en un Congreso constituido 
por dos cámaras, una de diputados y otra de senadores.

Conviene enfatizar que el Acta Constitutiva de la 
Federación, de 1824 era un estatuto provisional del 
nuevo gobierno independiente, en el cual la nación 
asumió oficialmente la soberanía y se constituyó por 
estados libres, soberanos e independientes.

Las constituciones locales de esa época fueron 
promulgadas siguiendo el molde de la Constitución 
Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824.

Durante la gestión de Rafael Bracho se promulgó 
la Primera Constitución Política del Estado de Du-
rango, el primero de septiembre de 1825, fue una de 
las constituciones locales más breves, consistía sólo 
de 140 artículos.

Con la Constitución Federal de 1824 se reconoce 
a Durango como un Estado Integrante de la Repú-
blica, la Constitución local de 1825 lo definió como 
un Estado libre, independiente y soberano.

Entre las características a resaltar de esta Consti-
tución local de 1825 sobresalen la consagración de 
los principios de libertad e igualdad, establecimiento 
de los derechos y obligaciones de los durangueños, 
el gobierno individual del Estado se conforma por 
tres poderes.

Destaca que es una de las constituciones locales 
que, acorde con la Constitución Federal de 1824 es-
tablece el bicamarismo, integrado por diputados y 
senadores.

II. GOBERNADOR JOSÉ DE LA BÁRCENA

José de la Bárcena fue gobernador interino del 
Estado de Durango de marzo de 1856 a junio de 
1857, año en que fue declarado ya como gobernador 
constitucional.

Enmarcada su gestión por un ambiente político 
nacional tenso, donde subsistía la lucha entre los li-
berales y numerosas partidas de rebeldes, contra una 
fracción moderada y conservadora que se oponía a 
las reformas propuestas contrarias a los intereses de 
la iglesia católica.

Gobernadores constitucionalistas de Durango
Visión histórica

Lic. Raquel Sifuentes Valtierra
Secretaria de Estudio y Cuenta



7

En el preámbulo a la promulgación de la Consti-
tución Federal de 1857, las reformas más debatidas 
entre los grupos liberales y conservadores consistían 
en la prohibición de adquisición de propiedades a 
las corporaciones eclesiásticas, la exclusión de los 
eclesiásticos en puestos públicos, la abolición de los 
fueros eclesiástico y militar (Ley Juárez), la enseñanza 
laica, y la libertad de cultos.

En este entorno social y político nacional, el 
gobernador José de la Bárcena pudo sortear inteli-
gentemente la situación en el Estado de Durango, 
con claras ideas republicanas y leal a sus principios 
liberales, reglamentó el cobro que hacían los sacer-
dotes por bautismos y matrimonios, eximiendo de 
estos pagos a los pobres. Se le reconocen actitudes 
filantrópicas durante su gestión, destaca que apropió 
al Estado el que antes fuera Palacio de Gobierno, hoy 
Museo Francisco Villa.

La promulgación el 5 de febrero de 1857 de la 
Constitución Federal de los Estados Unidos Mexi-
canos fue similar a la Carta Magna de 1824, era de 
corte liberal, establecía el federalismo, se reconoce 
la autonomía de los municipios, abolición de la es-
clavitud, enseñanza libre, libertad de expresión, no 
se reconocen títulos nobiliarios, definición de la na-
cionalidad mexicana, estipula las obligaciones de los 
mexicanos y de los ciudadanos.

Destaca la introducción de un capítulo dedica-
do a las garantías individuales y la inclusión de un 
procedimiento judicial para proteger esos derechos, 
conocido como amparo.

Siguiendo esta línea liberal marcada por la Cons-
titución Federal, el entonces gobernador José de la 
Bárcena, convocó a la legislatura local a expedir una 
nueva constitución local.

El 3 de noviembre de 1857 se expidió la Consti-
tución Política del Estado de Durango, siendo pro-
mulgada por el Gobernador José de la Bárcena el día 
10 del mismo mes, la cual contenía 85 artículos y 3 
transitorios, en su título primero establecía los dere-
chos del hombre y del ciudadano durangueño como 
base de toda institución social.

Es de subrayar que contrario a lo determinado 
por la Carta Magna recién promulgada, donde ya 
no se establecía la religión católica como oficial, el 
artículo 34 de la Constitución local señalaba que 
la religión en el Estado de Durango era la católica, 
apostólica y romana.

El gobernador José de la Bárcena reconoció el 

movimiento de Félix Zuloaga contra la Constitu-
ción, adhiriéndose al Plan de Tacubaya por decre-
to de 30 de diciembre de 1857, decisión que causo 
grandes afectaciones y desorden social en el Estado, 
el gobierno tuvo que declarar la ciudad de Durango 
en estado de sitio el 2 de enero de 1858.

La abierta ideología liberal de José de la Bárcena 
hizo que los conservadores tampoco lo aceptaran e 
intentaron un pronunciamiento para derrocarlo, que 
pudo ser sofocado a tiempo. Sin embargo, el mis-
mo Félix Zuloaga no tuvo confianza a su adhesión y 
nombró al José Antonio Heredia como gobernador 
sustituto en abril de 1858, removiendo a José de la 
Bárcena.

Por un tiempo José de la Bárcena dejó de figurar 
políticamente, hasta el año de 1874 cuando se en-
cargo nuevamente del Gobierno del Estado por un 
breve periodo en sustitución de Hernández Marín.

III. GOBERNADOR BENIGNO SILVA

Reconocido abogado, estuvo al frente del gobier-
no del Estado de julio de 1862 a junio de 1863 como 
gobernador interino sustituyendo a José María Pato-
ni quien se encontraba combatiendo a los franceses 
invasores.

En junio de 1863 resultado de un movimiento 
militar encabezado por el coronel Tomas Borrego, la 
Comisión Permanente del Congreso local del Estado 
depuso a Benigno Silva como gobernador, nombran-
do en su lugar a Juan José Subízar, quien fue desco-
nocido por el Presidente Benito Juárez, reasumiendo 
el poder José María Patoni.

En sesión solemne el Congreso constitucional del 
Estado libre y soberano de Durango, el 14 de mayo 
de 1863 da a conocer la Constitución Política Re-
formada del Estado de Durango, ordenando su pu-
blicación, circulación y comunicación para su exacta 
observancia el Gobernador Benigno Silva, el 25 de 
mayo del mismo año. Siendo publicada el Periódico 
Oficial del Estado de Durango el 12 de junio.

Promulgada en un momento histórico relevante 
para el país, marcado por la intervención francesa en 
tierras mexicanas, esta Constitución reformada del 
Estado de Durango sigue la línea liberal de la an-
terior constitución de 1857, enfatiza la separación 
del Estado y las sociedades religiosas, tolerancia por 
todos los cultos, sin marcar distinción ni preferencia 
sobre alguno en particular.

G o b e r n a d o r e s  c o n s t i t u c i o n a l i s t a s  d e  D u r a n g o .  Vi s i ó n  h i s t ó r i c a
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Destaca la inclusión de requisitos para que pue-
da ser reformada, condicionando que no han de ser 
atacados en manera alguna los principios consigna-
dos en ella.

IV. GOBERNADOR DOMINGO ARRIETA LEÓN

En el marco de la revolución mexicana, Domingo 
Arrieta León destaca por su lucha y lealtad.

En junio de 1914 Venustiano Carranza en su afán 
por adelantarse a Francisco Villa, ordenó la conquis-
ta de Zacatecas al General Pánfilo Natera García, Jefe 
de la Primera División del centro y a los hermanos 
Arrieta, entre ellos Domingo.

Ante el conflicto suscitado entre Francisco Villa 
y Venustiano Carranza, en septiembre de 1914, Do-
mingo Arrieta permaneció leal a Carranza y empren-
dió una activa campaña contra los villistas, al grado 
que logró desalojarlos del estado de Durango. Estu-
vo representado en la Convención de Aguascalientes 
por Clemente Osuna, votando a favor de Venustiano 
Carranza.

Grandes acontecimientos nacionales surgieron 
previos al periodo en que Domingo Arrieta estuvo 
al frente del gobierno del Estado, siendo uno de los 
más importantes la promulgación de la Constitu-
ción Política de México por el entonces Presidente 
de la República Don Venustiano Carranza, el 5 fe-
brero de 1917.

Todas las demandas sociales y exigencias políticas 
que dieron origen a la revolución mexicana de 1910 
se encuentran contenidas en esta Constitución Polí-
tica Federal, vigente hasta nuestros días.

Reconocida en su momento como una las consti-
tuciones más avanzadas del mundo, los derechos hu-
manos consagrados en la constitución anterior fue-
ron retomados ahora como garantías individuales, 
a la vanguardia en temas sociales, el derecho a una 
educación obligatoria y gratuita, la no reelección, y 
mucho más cambios para ajustarse a la nueva reali-
dad social del país.

Restituido el orden en el Estado, Domingo Arrie-
ta fue electo como el primer gobernador constitucio-
nal de Durango, cargo que desempeñó de agosto de 
1917 a mayo de 1920.

Teniendo como escenario este movimiento so-
cial, la lucha por la igualdad y el bienestar social, los 
avances que en cuestión de derechos estaban vien-
do cristalizados los revolucionarios al ver plasmados 

en un instrumento normativo sus gritos de justicia, 
el seis de octubre de 1917 Domingo Arrieta León 
promulga la Constitución Política del Estado de Du-
rango, expedida por el Congreso del Estado en su ca-
rácter de constituyente, convirtiéndose en el cuarto 
gobernador constitucionalista de Durango.

Con esto queda derogada la Constitución Polí-
tica de 1863, así como también quedan derogadas 
todas las demás leyes del Estado, en todo aquello que 
se oponga a la nueva Constitución del Estado y a la 
General de la República de ese mismo año.

Conviene destacar que el General Carlos Osuna 
fue un militar mexicano, nacido en el Estado de Ta-
maulipas, que participó en la revolución mexicana, 
afiliado al maderismo desde sus inicios y más tarde al 
constitucionalismo.

En 1916 y 1917 Carlos Osuna fue nombrado 
gobernador provisional y comandante militar del 
Estado de Durango, coincidiendo con su breve man-
dato la promulgación de la Constitución Federal de 
1917, ante lo cual presentó al Congreso constitu-
yente del Estado un proyecto de nueva Constitución 
para Durango, la cual fue aprobada hasta el 6 de 
octubre de ese año cuando Domingo Arrieta León 
se encontraba en funciones como nuevo gobernador 
del Estado, es por esta situación que se le atribuye su 
promulgación.

En concordancia a lo consagrado por la Carta 
Magna, la Constitución Política del Estado de Du-
rango de 1917 reconoce las garantías individuales y 
las prerrogativas del ciudadano durangueño, estable-
ce la forma de gobierno del Estado, los lineamientos 
del poder legislativo y ejecutivo, así como la adminis-
tración de justicia, entre otros, son los grandes temas 
que la componen.

Domingo Arrieta León durante su gobierno pro-
testó por el lento paso de la reforma agraria, destaca 
que en junio 1918 promulgó la Ley de tierras ocio-
sas del Estado y en Octubre 1919 elabora el proyec-
to de ley de trabajo del Estado libre y Soberano de 
Durango.

V. GOBERNADOR JORGE HERRERA CALDERA

Jorge Herrera Caldera, político mexicano, con-
tador público, miembro del Partido Revolucionario 
Institucional, fue Presidente Municipal de Durango, 
Diputado Federal y actual Gobernador del Estado de 
Durango, para el periodo 2010 – 2016.

G o b e r n a d o r e s  c o n s t i t u c i o n a l i s t a s  d e  D u r a n g o .  Vi s i ó n  h i s t ó r i c a
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En el marco de la celebración del 450 aniversario 
de la fundación de la Ciudad de Durango, resultado 
de un arduo trabajo de consultas en todos los ámbi-
tos sociales, académicos, con ciudadanos, especialis-
tas y sociedad duranguense, el actual Gobernador del 
Estado presenta la iniciativa de reforma y proyecto 
de una nueva Carta Magna a la Comisión Perma-
nente del Congreso del Estado.

Aprobada por la pasada legislatura del Congreso 
del Estado, en agosto de 2013, el Gobernador Jorge 
Herrera Caldera se convierte en el quinto gobernador 
constitucionalista de nuestro Estado, promulgando 
el 29 de agosto de 2013 la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Durango.

Se trata de una nueva Constitución, derivada de 
una reforma integral a la antes vigente, pues se mo-
difican la mayor parte de su articulado, producto de 
un estricto cumplimiento de todos los protocolos y 
procedimientos legislativos ordenados en la propia 
Constitución para el método de reforma.

Sobresale su sentido humanista y proteccionista, 
actualización del catálogo de derechos humanos e 
introduciendo los elementos necesarios e indispen-
sables para mejorar la condición de vida de los du-
ranguenses. Acorde a las exigencias modernas, esta 
nueva Constitución será el instrumento político y 
normativo que construya un mejor Durango.

G o b e r n a d o r e s  c o n s t i t u c i o n a l i s t a s  d e  D u r a n g o .  Vi s i ó n  h i s t ó r i c a
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Para realizar un análisis de la Reforma integral a 
la Constitución de nuestro Estado es importante ci-
tar el concepto de Constitución Política Estatal:

Es la norma suprema de un Estado, que es-
tablece los derechos y obligaciones de los indivi-
duos, la estructura de gobierno, así como el orden 
político, económico y social de la entidad en par-
ticular. Es la base para expedir las leyes secun-
darias que servirán para regular la activación 
de los ciudadanos y la organización y funciona-
miento de los poderes del Estado. 1

En el caso particular del Estado de Durango, a 
través de su historia ha tenido cuatro constituciones 
que han normado la vida interior de sus habitantes, 
siendo las siguientes:

Constitución de 1825.- Promulgada el 1 de sep-
tiembre de 1825, siendo Gobernador Rafael Bracho; 
contenía 140 artículos, y fue la número 11 en ser 
promulgada, además de una de las cinco más breves. 
La garantía del debido proceso que acercó al ciudada-
no al poder de la Ley, fue de los temas importantes.

Constitución de 1857.- Denominada “Constitu-
ción Política”, fue promulgada el 3 de noviembre de 
1857 por el Gobernador José de la Barcena y publi-
cada el 12 del mismo mes y año. Dentro de los temas 
destacados se puede mencionar que tuvo el carácter 
laico de la actividad estatal frente al hombre común, 
se impulsó la creación de instituciones federales que 
garantizaron la separación de lo divino a lo humano.

Constitución de 1863.- El 14 de mayo de 1963 
se expidió la “Constitución Reformada del Estado de 
Durango”, por el Titular del Ejecutivo el Lic. Benig-
no Silva, y promulgada el 25 de mayo de 1863. En 
esta constitución se forjan la adopción de un sistema 
incipiente de garantías amplias y distintivas de la car-
ta fundamental.
1 ENRIQUE LOPEZ SANAVIA, Glosario Electoral Actualizado, pag. 
94.- Ciudad Victoria, Tamaulipas, México 2007

Constitución de 1917.- Promulgada el 6 de oc-
tubre de 1917 por el Gobernador Domingo Arrieta; 
y destaca la mayor participación del pueblo en las 
decisiones fundamentales.

La Constitución Política para el Estado Libre 
y Soberano de Durango, antes de su reforma inte-
gral, en su artículo 130 establecía que para que la 
Constitución pudiera ser reformada o adicionada, 
en todo o en parte por el constituyente permanente 
debía observar, entre otras formalidades que: las ini-
ciativas recibidas serían difundidas para hacerlas del 
conocimiento de la ciudadanía, solicitar la opinión 
por escrito del Gobernador del Estado y del Tribunal 
Superior de Justicia, hecho lo anterior, formular y 
aprobar el dictamen respectivo para someterlo a la 
consideración del pleno del Congreso para su lec-
tura, discusión y votación; una vez aprobado con el 
voto de las dos terceras partes de los diputados inte-
grantes de la legislatura el dictamen que contenga las 
modificaciones constitucionales se remite a los ayun-
tamientos para que emitan su voto, que deberá re-
presentar la mayoría absoluta; una vez aprobadas las 
modificaciones constitucionales el decreto se envia-
ra al Gobernador del Estado para su promulgación 
y publicación en el Periódico Oficial del Gobierno 
Constitucional del Estado de Durango para que una 
vez hecho lo anterior entre en vigor.

LEY PARA LA REFORMA DEL
ESTADO DE DURANGO

A fin de establecer los mecanismos para el dise-
ño, planeación, consulta, análisis y construcción de 
la Reforma del Estado de Durango, que se tradujeran 
en proyectos de ley o decretos a partir de las iniciati-
vas que deriven del acuerdo político alcanzado, el día 
24 de febrero de 2012 el H. Congreso del Estado de 
Durango, aprobó la Ley para la Reforma del Estado 
de Durango, misma que fue publicada en el Periódi-

Análisis a la reforma integral de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Durango

Magistrado

M.D. Roberto Herrera Hernández
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co Oficial del Gobierno del Estado el 1 de marzo del 
mismo año.

Mediante dicha Ley se creó la Comisión para la 
Reforma del Estado de Durango, como un órgano 
de integración plural e interinstitucional, rector de la 
conducción del proceso de la Reforma del Estado de 
Durango. Esta Comisión se integró con miembros 
del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial; y presi-
dida por el Titular del Poder Ejecutivo del Estado, 
contando con un Secretario Técnico designado por el 
Presidente. Funcionando en sesiones y tomando sus 
decisiones por mayoría.

Para el cumplimiento de su objetivo la Comisión, 
podía invitar a sus sesiones a personal especializado 
en cada una materia, tanto del sector público como 
privado.

Las atribuciones de la Comisión, entre otras, son 
las siguientes:

-	 Establecer, la planeación general y las bases para 
el proceso de consulta, diálogos, negociación y 
construcción de consensos para la reforma del 
Estado.

-	 Fomentar los acuerdos necesarios que garanticen 
la mayor participación posible de la sociedad.

-	 Realización de foros de consulta ciudadano.
-	 Derivados de los consensos alcanzados, presentar 

al Congreso del Estado, las iniciativas de reformas 
constitucionales y legales o de nuevas leyes.

Consensos para la reforma:

La construcción de los consensos básicos para la 
Reforma del Estado constó de cuatro etapas:

-	 Consulta pública y presentación de propuestas.
-	 Negociación y construcción de consensos.
-	 Redacción de los proyectos legislativos.
-	 Validación de los proyectos y presentación de ini-

ciativas.

En relación al primer punto referente a la Con-
sulta Pública y Presentación de Propuestas, los temas 
desarrollados en los diversos foros de consulta ciuda-
dana fueron:

-	 Sistema Electoral y Participación ciudadana.
-	 Desarrollo Económico y Competitividad y Em-

pleo.

-	 Seguridad Pública, Sistema de Impartición y Pro-
curación de Justicia.

-	 Derechos Humanos.
-	 Reforma Municipal.
-	 Fortalecimiento y Modernización del Poder Pú-

blico.
-	 Finanzas Públicas.
-	 Trasparencia y rendición de cuentas.
-	 Democracia Directa.
-	 Equidad de Género.
-	 Sustentabilidad y Medio Ambiente.
-	 Control de constitucionalidad y de convencio-

nalidad.
-	 Pueblos, comunidades y personas indígenas.

Dichos foros se realizaron previa Convocatoria 
expedida por la Comisión para la Reforma del Esta-
do de Durango, en cumplimiento a los artículos 2, 
6, 11, 12, 13, 14 y Cuarto Transitorio de la Ley para 
la Reforma del Estado de Durango, dirigida a ciuda-
danos, partidos políticos, colegios de profesionistas, 
cámaras y organismos empresariales, comerciantes, 
industrias, universidades, instituciones educativas y 
de investigación públicas y privadas; asociaciones de 
padres de familia, sociedades de alumnos, sindicatos, 
organizaciones civiles, sociales y no gubernamenta-
les, ayuntamientos, comunidades, pueblos y personas 
indígenas, migrantes, medios de comunicación y al 
público en general; quienes presentaron propuestas, 
ponencias y opiniones en el periodo del 9 de mayo al 
31 de octubre de 2012, en el que se llevaron a cabo 
los foros respectivos en los municipios de Durango, 
Gómez Palacio, Santiago Papasquiaro, Guadalupe 
Victoria, Lerdo, Pueblo Nuevo, Mapimí, Canatlán, 
Vicente Guerrero, San Dimas, El Oro, Nuevo Ideal, 
Tamazula, Nazas, San Juan del Rio, Cuencamé, Pa-
nuco de coronado y Mezquital.

Reforma Integral a la Constitución Política
del Estado de Durango

De las once iniciativas presentadas ante la H. 
LXV Legislatura que contenían los proyectos de 
decreto de la Reforma Integral de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Durango, 
se tomó como base la enviada por el C. C.P. Jorge 
Herrera Caldera, Gobernador Constitucional del Es-
tado de Durango; el Dr. Apolonio Betancourt Ruiz, 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Poder 
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Judicial y el Diputado Profr. Adrian Valles Martínez, 
Presidente de la Comisión Permanente del Congreso 
del Estado.

Como consecuencia de lo anterior, se reformaron 
131 artículos y se adicionaron 52; por lo que en la 
actualidad la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Durango, contiene 183 artículos y 8 
transitorios, distribuidos en ocho títulos.

En tal sentido, me enfocaré a resaltar únicamente 
las inclusiones innovadoras y mas importantes que se 
plasmaron en nuestra Constitución; destacando de 
cada Titulo que la integra, lo siguiente:

TITULO PRIMERO
DE LOS DERECHOS HUMANOS

Este Título Primero contiene 39 artículos, divi-
didos en 2 capítulos, a los que se les ha denominado 
“De los Derechos Humanos y sus Garantías” y “De los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, respecti-
vamente. En este título se establece que toda persona 
gozará de los derechos establecidos en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
dicha constitución, en los instrumentos internacio-
nales ratificados por el Estado Mexicano y en las leyes 
secundarias; que serán de directa e inmediata aplica-
ción por y ante toda autoridad, de cualquier orden de 
gobierno, ya sea administrativa o judicial. Todos los 
derechos que establece la Constitución son universa-
les, inalienables, irrevocables, indivisibles e interde-
pendientes y su ejercicio implica deberes correlativos 
de respeto a los derechos de los demás; al respecto, se 
establece un catalogo de derechos humanos en diver-
sos artículos, como son los siguientes:

En el Estado de Durango se reconoce, protege y 
garantiza el derecho a la vida del ser humano des-
de el momento de la fecundación, derecho a la li-
bertad, seguridad personal; quedan abolidas la pena 
de muerte, la esclavitud o servidumbre y la trata de 
blancas en todas sus formas; se reconoce el derecho 
a la integridad física, psíquica y sexual, una vida li-
bre de violencia en los ámbitos político y privado; 
todas las personas son iguales ante la ley gozan de 
los mismos derechos; se reconoce el derecho a la per-
sonalidad jurídica, libertad de conciencia, religión, 
honor, imagen, buen nombre, intimidad personal y 
de familiar, libre expresión de ideas, pensamiento, 
opiniones mediante la palabra, escrito o cualquier 
medio, derecho de réplica, derecho de reunión paci-

fica, derecho de petición, libertad de tránsito, acceso 
a la justicia y a la tutela efectiva, a tomar decisiones 
libres, informadas y responsables sobre su seguridad, 
salud, vida reproductiva.

El proceso penal será acusatorio y oral, se regirá 
por los principios de publicidad, contradicción, con-
centración, continuidad, inmediación e igualdad, 
garantizando derechos a imputados y derechos de las 
víctimas.

Respecto a los derechos económicos, sociales y 
culturales, refiere que toda persona tiene derechos 
a la disposición del agua, protección de la salud, 
alimentación nutritiva, suficiente y de calidad; a 
recibir educación, siendo obligatoria la preescolar, 
primaria, secundaria y media superior, que la educa-
ción que imparta el Estado será laica y gratuita; se-
guridad social, a la propiedad individual y colectiva; 
vivienda digna; medio ambiente adecuado; disponer 
de bienes y servicios seguros y de calidad, informa-
ción libre de engaños o manipulación; cultura y a la 
participación de la vida cultural; libre producción y 
creación artística, científica y técnica, acceso a inter-
net y a las tecnologías de informática y comunica-
ción, a la clausura de conciencia y el secreto profe-
sional, entre otros.

Respecto a la atención a grupos en situación de 
vulnerabilidad, se establecen derechos, para que las 
mujeres embarazadas reciban un trato sin discrimi-
nación, el acceso gratuito a los servicios de salud 
materna durante el periodo de embarazo, parto y 
posparto y a que dispongan de tiempo de lactancia 
durante la jornada laboral.

Se amplían los derechos de los menores de edad, 
como son: tener un nombre, acceso a la educación, 
protección integral de salud, preservar su integridad, 
protección contra el trabajo y explotación, crecer en 
ambiente, de salud, paz dignidad, participar en la 
vida familiar creciendo bajo la responsabilidad de su 
padres, entre otros.

Las personas mayores de sesenta y cinco años o 
más, recibirán atención prioritaria y especializada, 
privilegiando su inclusión social y económica, prote-
giéndolas contra la violencia, maltrato o negligencia 
en su cuidado.

El Estado desarrollará políticas para la prevención 
y atención de los discapacitados, promoviendo la in-
tegración social y laboral, equiparando oportunida-
des para las personas con discapacidad, con el fin de 
alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad.
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Se garantiza a los jóvenes su libre participación en 
el desarrollo político, social, económico y cultural.

El Estado protegerá a los duranguenses que re-
sidan en otra entidad federativa o en otro país, para 
defensa de sus derechos.

TÍTULO SEGUNDO
DEL DESARROLLO ECONÓMICO

Se divide en 3 capítulos; en lo referente al de-
nominado “Del Desarrollo Económico y Susten-
table”, se establecen los objetivos de las políticas 
públicas que deberán establecerse para el desarrollo 
económico, social y humano que permitan mejorar 
las condiciones de vida de la sociedad, ya que el Es-
tado promoverá las condiciones para el desarrollo 
rural integral y la incorporación de los productores 
agropecuarios locales al desarrollo estatal y nacional 
con el propósito de generar empleos. En el desarrollo 
económico concurrirán los sectores público, social y 
privado para desarrollar alianzas estratégicas con gru-
pos empresariales y sectores productivos. El Estado 
impulsará la promoción del desarrollo económico 
sustentable a través del aprovechamiento de las fuen-
tes renovables de energía, para procurar incentivar, 
apoyar y proteger a las empresas y particulares.

Respecto del capítulo denominado “De la Edu-
cación Superior, la Ciencia y la Tecnología” señala 
que, al Estado le corresponde fijar una política de 
educación superior, ciencia y tecnología como parte 
de un nuevo modelo de desarrollo de la sociedad, 
apoyando de manera especial a las instituciones aca-
démicas, los centros de investigación y las organiza-
ciones sociales, con el fin de construir una sociedad 
más incluyente y con mayores niveles de bienestar 
colectivo.

El capítulo “De la Planeación del Desarrollo” 
establece que el Estado organizará un sistema esta-
tal de planeación del desarrollo, que cuente con un 
plan estratégico que contemple las demandas de la 
sociedad para su incorporación en el plan estraté-
gico, el cual contendrá objetivos con proyección a 
veinticuatro años. El plan estratégico será revisado 
cada seis años, contando con objetivos a corto y me-
diano plazo.

Se crea “El Instituto de Evaluación de Políticas 
Públicas del Estado de Durango”, que será el que 
de seguimiento y evalúe los objetivos, metas y conte-
nidos en los instrumentos de planeación.

Los proyectos de inversión pública destinados a 
programas estratégicos podrán tener carácter mul-
tianual y trascender periodos de la administración 
estatal y municipal.

Se contempla la creación de un sistema de infor-
mación estadística y geográfica que se coordine con 
el mismo ente a nivel federal y cuyos datos sean ofi-
ciales y de uso obligatorio.

TÍTULO TERCERO
DEL TERRITORIO Y LOS HABITANTES DEL ESTADO

En el desarrollo de 3 capítulos, es establece en el 
primero de ellos denominado “Del Territorio” que 
el Estado de Durango tiene como base de su división 
territorial y de su organización política y administrati-
va, al municipio libre, que el Estado de Durango está 
integrado por 39 municipios, mencionando cuáles son 
y que la ciudad de Victoria de Durango es la sede de 
los Poderes Estatales y Capital del Estado de Durango, 
mientras los poderes no se trasladen a otro lugar.

Respecto “De los habitantes” señala que serán 
duranguenses las personas nacidas en el Estado de 
Durango, los mexicanos con residencia mínima de 
cinco años en el Estado y los mexicanos hijo de padre 
o madre duranguense nacidos en otra entidad fede-
rativa o en otro país. Establece que son ciudadanos 
duranguenses las personas que hayan cumplido die-
ciocho años de edad; cuándo se pierde esta calidad 
de duranguense y cuándo se suspenden los derechos; 
menciona los derechos y obligaciones de los ciudada-
nos y ciudadanas duranguenses.

Toda persona que permanente o transitoriamente 
se encuentre en el territorio del Estado de Durango, 
debe cumplir sus leyes y disposiciones de las autori-
dades; los extranjeros que se encuentren en territorio 
del Estado tienen los mismos derechos y obligacio-
nes de los duranguenses.

En el capítulo “De las formas de participación 
ciudadana” menciona que para los efectos de demo-
cracia participativa que debe entenderse por plebisci-
to, referéndum, consulta popular e iniciativa popular.

TÍTULO CUARTO
DE LA SOBERANÍA Y FORMA DE GOBIERNO

Esta reforma integral contempla el principio de la 
división de poderes, de conformidad con el artículo 
116 de la Carta Magna, el cual señala en su primer 
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párrafo que el poder público de los Estados se dividi-
rá para su ejercicio en Ejecutivo, Legislativo y Judi-
cial y no podrán reunirse dos o más de estos poderes 
en una sola persona o corporación, ni depositarse el 
legislativo en un solo individuo.

Los aspectos más importantes en cada uno de los 
poderes son:

A)	Poder Legislativo: se integra por una cámara 
de diputados con 25 integrantes, siendo 15 de 
mayoría relativa y 10 de representación propor-
cional; en ningún caso un partido político podrá 
contar con un número de diputados por ambos 
principios que representen un porcentaje del to-
tal del Congreso del Estado que exceda de die-
ciséis puntos a su porcentaje de votación estatal 
emitida salvo que sus triunfos sean en distritos 
uninominales; se establece que las campañas elec-
torales no excedan en 60 días y las precampañas 
no duren más de las dos terceras partes de las 
mencionadas campañas. El Congreso del Estado 
laborará de manera permanente, el Poder Judi-
cial y los organismos constitucionales autónomos 
están facultados para presentar iniciativas en los 
asuntos propios de su competencia; en el caso de 
la suspensión y desaparición de ayuntamientos 
estos podrán ofrecer pruebas y rendir alegatos que 
a su interés convenga.

Respecto de la presentación y plaza del infor-
me que presente el Gobernador del Estado y una 
vez concluido el examen y de las comparecencias el 
Congreso del Estado remitirá al Poder Ejecutivo los 
posicionamientos y recomendaciones pertinentes.

B)	Poder Ejecutivo: una vez que regrese el Gober-
nador del Estado de una gira que realice al ex-
tranjero debe entregar al Congreso del Estado un 
informe de las gestiones realizadas y los resultados 
obtenidos.

Sobre el proceso legislativo ordinario se faculta al 
Congreso del Estado en la hipótesis, que al no reali-
zarlo el Gobernador a ordenar directamente la publi-
cación de las leyes o decretos aprobados, cuyas plazas 
y formalidades se hubieren cumplido.

C)	Poder Judicial: se le otorgan nuevas facultades, 
como la de proteger la supremacía de la Consti-

tución del Estado ya que se contempla la creación 
de una Sala de Control Constitucional.

Se establece entre otros motivos para que los ma-
gistrados del Tribunal Superior de Justicia terminen 
su encargo el hecho de cumplir 70 años de edad, si 
fueron ratificados o cumplir 15 años en ejercicio en 
el cargo si fueron ratificados.

Se eliminó el otorgamiento de una pensión com-
plementaria a los miembros del Tribunal Superior de 
Justicia.

Se crea el Tribunal Laboral Burocrático, que es la 
autoridad jurisdiccional, competente para conocer los 
conflictos que se susciten entre los trabajadores al ser-
vicio del Estado y de los Municipios, con motivo de 
las relaciones laborales de los trabajadores entre sí; así 
como de los trabajadores con los sindicatos en los que 
se encuentren afiliados y de conflictos entre sindicatos.

Para la ratificación o no de los magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia se debe de sujetar al 
procedimiento de evaluación del desempeño que 
implemente el poder legislativo, a partir de la infor-
mación y elementos que le brinda el propio poder 
judicial.

Se crea la figura de los magistrados en retiro, que 
son aquéllos que habiendo sido ratificados conclu-
yan su encargo.

TÍTULO QUINTO
DE LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES

AUTÓNOMOS

Este título de nueva creación trata lo referente a 
la regulación de los órganos constitucionales autó-
nomos que son creados inmediata y fundamental-
mente en la Constitución y que no se adscriben a 
los poderes del estado; en el Capítulo I denominado 
“Disposiciones generales” establece que los órganos 
constitucionales autónomos tendrán personalidad 
jurídica y patrimonio propios, autonomía técnica, 
operativa, presupuestaria y de gestión en el ejercicio 
de sus atribuciones. En el capítulo II, denominado 
“De la Comisión Estatal de Derechos Humanos” trata 
lo referente a su competencia; en el capítulo III de-
nominado “Del Instituto Duranguense de Acceso a la 
Información Pública y de Protección de datos persona-
les” anteriormente se le conocía como la Comisión 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
el cual es el órgano encargado de garantizar, promo-
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ver y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública y proteger los datos personales 
en poder de los sujetos obligados. En el capítulo IV 
“Del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Durango” establece que el Instituto ten-
drá a su cargo la organización de las elecciones, así 
como los procedimientos de plebiscito, referéndum 
y consulta popular, gozando de autonomía, en su 
funcionamiento e independencia en sus decisiones. 
El capítulo V, trata lo referente a la creación del “Del 
Instituto de Evaluación de Políticas Públicas del Estado 
de Durango”, organismo encargado de medir y eva-
luar el desempeño de las políticas públicas y de gene-
rar información para que los poderes y los gobiernos 
diseñen e implementen sus programas y acciones. En 
el capítulo VI denominado “De la Comisión Antico-
rrupción del Estado de Durango” organismo de nueva 
creación encargado de prevenir, investigar y sancio-
nar en la vía administrativa, los actos de corrupción 
cometidos por los servidores públicos del Estado y 
los municipios, así como por cualquier persona in-
volucrada o beneficiada por dichos actos.

TÍTULO SEXTO
DEL MUNICIPIO

Contiene 3 capítulos denominados, el primero 
“Del Gobierno Municipal”, el segundo “De las Facul-
tades y Obligaciones de los Municipios” y el tercero “De 
la colaboración entre Municipios y otras Entidades Pú-
blicas”, en éste último capítulo se crea la facultad que 
tienen los ayuntamientos de coordinarse y asociarse 
con municipios de otras entidades para la prestación 
de servicios públicos, asimismo se establece la pla-
neación y regulación del desarrollo que deben llevar 
a cabo en el ámbito de su competencia la federación, 
los estados y los municipios, en el caso de que dos o 
más centros urbanos situados en territorios munici-
pales, de dos o más entidades federativas formen una 
continuidad demográfica.

TÍTULO SÉPTIMO
DE LA HACIENDA PÚBLICA, LA RENDICIÓN DE 
CUENTAS Y LAS RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS

En el capítulo I denominado “Del manejo de los 
recursos” una innovación importante se refiere a uno 
de los derechos de los servidores públicos de recibir 

una remuneración adecuada e irrenunciable en el 
desempeño de su función, empleo, cargo o comisión 
que deberá ser proporcional a sus responsabilidades, 
la cual no podrá ser mayor a la establecida para el 
Gobernador del Estado.

Se establece la responsabilidad del Estado y de los 
municipios por los daños que, con motivo de su acti-
vidad administrativa irregular, causen en los bienes y 
derechos de los particulares, será objetiva y directa. Es-
tos particulares tendrán derecho a una indemnización 
conforme a los lineamientos establecidos en la ley.

Los servidores públicos que causen daños por su 
atención negligente o dolosa en el desempeño de sus 
funciones, están obligados a pagar daños y perjuicios.

En el capítulo II denominado “Del Sistema Esta-
tal de rendición de cuentas” se señala que la transpa-
rencia en el ejercicio de la función pública tiene por 
objeto el fortalecimiento del régimen democrático, 
combatir la corrupción y construir un Estado eficaz 
en el cumplimiento de sus fines esenciales median-
te la rendición de cuentas y el informe de gestión 
gubernamental y la cuenta pública. En este capítulo 
es importante mencionar que en la sección segunda 
“De la Cuenta Pública”, se establece que contendrá 
el estado analítico de ingresos, egresos, estados pro-
gramáticos, presupuestarios, financieros, económi-
cos y contables; balance general, el registro de opera-
ciones de la ley de ingresos y presupuesto de egresos; 
el estado de la deuda pública; el inventario de bienes 
muebles e inmuebles; entre otros.

TÍTULO OCTAVO
DE LA REFORMA Y LA INVIOLABILIDAD

DE LA CONSTITUCIÓN

En el capítulo I denominado “De la Reforma de 
la Constitución” establece que la Constitución podrá 
ser reformada o adicionada por el constituyente per-
manente de manera total o parcial, respetando los 
principios establecidos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y los instrumentos 
internacionales vigentes en el país.

De suma importancia es de destacar que para lle-
var a cabo una reforma a nuestra Constitución local, 
debe ser difundida, haciéndola del conocimiento de 
la ciudadanía, además de someterla a la opinión del 
Gobernador del Estado, del Tribunal Superior de 
Justicia y en su caso de los órganos constitucionales 
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autónomos, cuando las reforma verse sobre la mate-
ria de sus atribuciones.

Cuando el Congreso del Estado considere nece-
sario llevar a cabo una reforma en todo o proponer 
una nueva constitución; ésta deberá ser aprobada en 
referéndum.

En el capítulo II denominado “De la inviolabi-
lidad de la constitución” se establece que la Consti-
tución en ningún momento perderá su fuerza y vi-
gencia. En caso de que hubiere un trastorno público 
continuará su observancia inmediatamente que el 
pueblo recobre su libertad.

Si se estableciera un gobierno contrario a la Cons-
titución, una vez que se restablezca su observancia, 
toda las personas que la hayan infringido serán juz-
gadas, respetando en todo momento los principios 
establecidos en ella.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

De los ocho artículos contenidos en los transito-
rios, se resalta lo siguiente:

En virtud de que la reforma integral a la Cons-
titución se publicó en el Periódico Oficial del Go-
bierno del Estado el jueves 29 de agosto de 2013, 
empieza su vigencia a partir del viernes 30 de agosto 
del presente año; que a partir de esta fecha se tiene 
un término máximo de 3 años para expedir las leyes 
secundarias y realizar las reformas correspondientes.

El Gobernador del Estado, los Diputados, el 
Auditor Superior del Estado, los Magistrados, Con-
sejeros de la Judicatura, Jueces del Poder Judicial, 
Consejeros y Comisionados de los Órganos Consti-
tucionales Autónomos, los Presidentes Municipales, 
Síndicos y Regidores que ocupen los cargos al 30 de 
agosto del 2013 continuarán en sus puestos hasta 
que concluya el periodo para el que fueron electos 
y designados, salvo causa legal para la privación del 
cargo.

La expedición de la ley que regle la organización 
y funcionamiento del Instituto de Evaluación de Po-
líticas Públicas del Estado de Durango, así como el 
nombramiento de sus integrantes, se deben realizarse 
en un plazo máximo de noventa días, contados a par-
tir del 1° de septiembre del 2013.

El Congreso del Estado expedirá la ley que regu-
le la organización y funcionamiento de la Comisión 
Anticorrupción dentro de los 130 días posteriores a 
la fecha de entrada en vigor de la ley federal corres-
pondiente.

Con esta reforma integral se sientan las bases para 
que el Estado mediante las políticas públicas adecua-
das, sea garante de los derechos humanos, sociales 
y políticos en su sociedad, que la lleven a un mayor 
desarrollo de su economía y calidad de vida; el reto es 
el cumplimiento de dicho ordenamiento y el apego a 
los plazos establecidos para la adecuación de las leyes 
secundarias para su aplicación. 
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El veintinueve de agosto de dos mil trece, se creó 
un sistema integral de mecanismos de la norma su-
prema en el Estado de Durango. De su contexto, se 
advierte que el propósito por parte del Poder Legisla-
tivo fue dar respuesta a la necesidad de profundizar, 
esencialmente, en el estudio sistemático de los dere-
chos humanos.

El proceso del actualizado texto constitucional 
estuvo íntimamente vinculado con la sociedad du-
ranguense y, por tanto, investido con la intención 
de que ciertos valores sociales relevantes se realiza-
ran dentro de un reformado contenido normativo, 
es decir, que todos los individuos rijan sus conductas 
por lo establecido en las normas jurídicas, para ello, 
se habrá de pasar por un movimiento transicional, 
que significa iniciar un proceso de cultura jurídica 
en toda la sociedad.

Por un lado, la vigente Constitución, hace pun-
tualizaciones en torno al actual ambiente jurídico, 
básicamente, en lo referente de los derechos huma-
nos; por otro lado, se combate a nivel constitucional 
el problema fundamental relativo a la corrupción 
que aqueja a nuestra sociedad, creando nuevas insti-
tuciones que su función primordial será velar por el 
buen funcionamiento de las políticas públicas.

Es claro que la reforma es discutible, pero con 
independencia de algunas actitudes y planteamien-
tos por parte de algunos individuos, hacia la actual 
Constitución; es de mayor importancia entender 
que se está frente a una ideología que garantiza y 
protege la legitimidad del Estado, ya que existe la 
posibilidad de que se respeten los derechos consi-
derados propios de las personas, se ayude a los más 
necesitados, así como una mayor promoción de la 
participación ciudadana, combate a la corrupción, 
entre otras cosas; justamente por ello la reforma re-
sulta relevante.

El actual orden jurídico da respuesta a anhelos 
históricos, permite hacer frente a problemas funda-
mentalmente normativos propios de la época actual, 

ante la presencia de valores sociales compartidos, en-
tre el ciudadano y el Estado.

A partir de la actual Constitución Política, se pre-
tende dar un sentido socializado, a través del cual se 
lleve a cabo la ciudadanización del orden jurídico, 
cuya finalidad radica en que la creación normativa 
realizada por el Poder legislativo trascienda a actos 
concretos de aplicación, a decir de algunos ilustres 
doctrinarios, se arribe a un Estado Constitucional.

Solo cabe esperar que la sociedad en general 
asuma la parte que le corresponde, para que al acto 
legislativo se legitime, a efecto, de que produzca 
certidumbre normativa; es difícil suponer que, con 
una sola reforma constitucional se pueda establecer 
una nueva cultura jurídica en nuestro entorno, por 
tanto, la vía ideal de transitar hacia la democracia es 
la participación de todos los entes que componen la 
sociedad del estado de Durango.

Ante esta nueva etapa y a fin de comprender los 
alcances de la reforma constitucional, los duran-
guenses tendremos que transitar de la mejor manera 
posible ante el nuevo orden normativo, siendo más 
críticos y participativos. A decir del ministro José Ra-
món Cossío Díaz, el cambio es el eje medular de las 
acciones o las reflexiones.

De la consideración de la Constitución, se colige 
por un lado, como ley suprema y, por otro, como 
orden normativo por medio del cual se regulan las 
atribuciones y competencias del Estado y se garanti-
za la libertad de los individuos concebida como un 
logro definitivo del Poder legislativo, al dar respuesta 
a una buena parte de la doctrina iusnaturalista.

Desde esa perspectiva, la evolución de la actua-
lizada Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de Durango se vislumbra con mucho vigor, 
muestra de ello, es la incorporación efectiva, de los 
derechos humanos atendiendo a los estándares de la 
Constitución federal, en armonía con los postulados 
normativos contenidos en todas las declaraciones y 
tratados internacionales en esa materia, sin los cuales 

Comentario a la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Durango (Vigente)
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no puede existir una protección eficiente y verdadera 
de los derechos de las personas en el ámbito local.

La actual Constitución proclama que todos los 
derechos son universales, inalienables, irrenuncia-
bles, indivisibles e interdependientes; su ejercicio es 
un deber correlativo respecto a los derechos de los 
demás; consecuentemente, los derechos humanos se 
convierte en una obligación estadual para con los in-
dividuos y, en ciertos casos, también pueden ser res-
pecto con grupos de personas. Los derechos huma-
nos son inherentes al ser humano, por lo tanto, son 
universales e inalienables de todos los seres huma-
nos. Los seres humanos no pueden ser privados de la 
esencia de sus derechos (inalienabilidad), solamente 
el ejercicio de alguno de estos derechos pueden ser 
limitado en ciertas circunstancias. El hecho de que 
los derechos humanos se originen en la naturaleza 
única de los seres humanos significa que ellos deben 
ser objeto de efectiva protección jurídica.

En ese contexto, el basamento de la actualizada 
Constitución, es la protección a la dignidad y la li-
bertad de la persona, cuyo anhelo desde décadas re-
cientes han impactado en casi todos los sistemas jurí-
dicos a nivel nacional y mundial. Con la adopción de 
un Título primero el Estado de Durango reconoce, 
protege y garantiza el derecho a la vida de todo ser 
humano; a la libertad ya la seguridad personal, pro-
híbe categóricamente la esclavitud; reconoce y garan-
tiza a toda persona el derecho a la integridad física, 
psíquica y sexual y a una vida libre de violencia, tan-
to en el ámbito público como el privado. Asimismo, 
establece que todas las personas son iguales ante la 
ley y gozaran de los mismos derechos, prohíbe todo 
tipo de discriminación por origen étnico, lugar de 
nacimiento, género, edad, identidad cultural, condi-
ción social o de salud, religión, opiniones, preferen-
cias políticas o sexuales, estado civil, estado de gra-
videz o cualquier otro que atente contra la dignidad 
humana y tengan por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas.

Otra importante disposición, se refiere a recono-
cer que el hombre y la mujer son iguales ante la ley y 
gozan de los mismos derechos; reconoce el derecho a 
la personalidad jurídica, a la libertad de conciencia y 
religión, al honor, a la propia imagen, al buen nom-
bre, a la intimidad personal y familiar.

Mención aparte merece el capítulo segundo del 
Título primero de la Constitución, enmarcado por 
los derechos económicos, sociales y culturales, en di-

cho capítulo se establecen una serie de obligaciones a 
cargo del Estado, como son: a que toda persona tiene 
derecho a la protección de la salud; el Estado garan-
tizará a toda persona el derecho a la alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad; todas las personas 
tienen el derecho a recibir educación; el derecho de 
todos los habitantes del Estado acceder a la sociedad 
de la información y el conocimiento; entre otros.

A partir de lo anterior, es claro que el Estado es 
sujeto de obligaciones y que a partir de tales debe-
res, es dable afirmar que las autoridades de todos los 
niveles de gobierno, tienen obligación positiva de 
tomar todas las medidas pertinentes para tutelar y 
hacer efectivo alguno de los derechos mencionados 
anteriormente, incluyendo el buen uso de recursos 
disponibles para satisfacer estos derechos por los me-
dios más adecuados.

La referida obligación por parte del Estado, no 
solo debe circunscribirse especialmente a recursos 
económicos o técnicos disponibles, sino que, para 
lograr progresivamente un significativo avance de los 
derechos reconocidos y dotar de plena efectividad a 
los mismos, se deben adoptar medidas legislativas 
para que se logren los objetivos plasmados en el texto 
constitucional.

En lo que se refiere a la atención a grupos en si-
tuación de vulnerabilidad, la reciente reforma cons-
titucional tiene un propósito de carácter humanita-
rio, brindar protección a mujeres embarazadas que 
sufran algún tipo de discriminación; se respeten los 
derechos de los adultos mayores y de los menores de 
edad; sobre todo darle una protección especial a gru-
pos minoritarios.

Actualmente, esta generalmente aceptado que el 
progreso económico depende en mucho de un buen 
gobierno; de una efectiva protección de los derechos 
humanos; de instituciones estatales eficientes y efi-
caces; de la transparencia y responsabilidad en la 
gestión de los asuntos públicos y una sociedad de-
mocratizada.

Con la adopción de un apartado especial al de-
sarrollo económico, el documento constitucional 
vincula los objetivos de las políticas públicas para el 
desarrollo económico, social y humano, encamina-
dos a mejorar las condiciones de vida de la población 
en general. Instaurando la reforma, un nuevo órgano 
constitucional autónomo denominado Instituto de 
Evaluación de Políticas Públicas del Estado de Du-
rango, que tendrá como función específica medir y 

C o m e n ta r i o  a  l a  C o n s t i t u c i ó n  Po l í t i c a  d e l  E s ta d o  L i b r e  y  S o b e r a n o  d e  D u r a n g o



19

evaluar el desempeño de las políticas públicas, así 
como generar información para que los poderes y los 
gobiernos realicen un mejor diseño e implementa-
ción de sus programas y acciones.

La creación de un Tribunal Laboral Burocrático 
competente para conocer de los conflictos que se sus-
citen entre los trabajadores al servicio del Estado y de 
los municipios, con motivo de las relaciones labora-
les; de los trabajadores entre sí; de éstos con los sindi-
catos en los que se encuentren afiliados y de aquellos 
que se susciten ente los sindicatos. La propia natu-
raleza del concepto de Tribunal Laboral Burocrático 
consiste en brindar certeza y seguridad jurídica a que 
tiene derecho todo trabajador burocrático.

Para proteger y mantener el orden constitucional, 
en la Constitución se instauró una Sala de Control 
Constitucional que tendrá por objeto dirimir de 
manera definitiva e inatacable los conflictos consti-
tucionales que surjan dentro del ámbito estatal, sin 
perjuicio de lo previsto por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en ese contexto, 
lo que se pretende introducir a la comunidad duran-
guense con el llamado control de constitucionalidad, 
es un procedimiento para mantener el principio de 
supremacía constitucional.

Desde mi punto de vista, la importancia de la 
aparición de éste órgano constitucional, es más que 
manifiesta. El replanteamiento de los cambios socia-
les en nuestro entorno conlleva a reevaluar el orden 
jurídico existente, como resultado, el derecho se ha-
brá de ajustar conforme a nuestra actual cultura.

Otro órgano constitucional autónomo muy rele-
vante, es el de la Comisión Anticorrupción del Es-
tado de Durango, que será la encargada de prevenir, 
investigar y sancionar en vía administrativa, los actos 
de corrupción cometidos por los servidores públicos 
del Estado y los municipios, así como por cualquier 
persona física o moral involucrada o que se beneficie 
de dichos actos.

Conclusiones

La Constitución, es el orden jurídico fundamen-
tal de cada sociedad humana, la cual no está limita-
da a mantener el orden social, abarca también otros 
aspectos como la propiedad, la educación, el arte la 
ciencia, la economía, etc. Sabemos que las normas 
contenidas en la Constitución por ser creación hu-

mana no son completas ni perfectas, por tanto, no 
contiene la ordenación total de todas las cuestiones 
que deban ser minuciosamente reguladas, bajo esa 
perspectiva, esta acotada.

En coincidencia con lo anterior, las diversas si-
tuaciones cambiantes, provocan que la Constitución 
sufra frecuentes reformas sistemáticas o integrales. 
Entender la actual Constitución, implica compren-
der su objetivo, sólo así con su reflexión nos permi-
te comprender que ésta, da respuesta estable a una 
problemática jurídica de antaño, llamada a regular el 
entorno social contemporáneo.

Para dotarle de plena eficacia a esta reforma, el 
legislador modificó el texto constitucional para dar 
respuestas ante nuevas situaciones, la consecuencia, 
alcanzar mejores condiciones sociales, económicas y 
políticas.

A partir de este actual modelo reformador, se pre-
tende ejercer una función consultiva, de estudio, de 
interpretación y de producción de la sustantividad 
del constitucionalismo, el propósito, dar certidum-
bre al derecho.

Las expectativas de la reforma constitucional son 
grandes, sin embargo, las condiciones de su funcio-
namiento dependerán de las modificaciones a las le-
yes secundarias, como en todo cambio, existe actores 
que están a favor de las modificaciones a la Cons-
titución, por otro lado, se encuentran aquellos que 
consideran que en el proceso reformador no fueron 
acogidas sus opiniones o demandas, por tanto, la di-
námica de las conductas sociales y políticas habrá de 
provocar alteraciones materializadas en el campo del 
derecho.

Finalmente, la única manera de dar respuesta a 
las inquietudes hacia la reciente reforma a la Consti-
tución es a través del modo que se lleve a cabo la apli-
cación de las normas jurídicas, en efecto, ante nuevas 
situaciones la actual Constitución incrementa la cer-
tidumbre normativa, planteando una serie de nuevas 
interpretaciones de normas que anteriormente eran 
de carácter general y que ahora se aplican a personas 
concretas, lo que incrementa la importancia de las 
normas individuales.

Es incuestionable que la actualizada Constitu-
ción surge para adecuar la realidad social, política 
y económica en permanente devenir, para dar res-
puesta jurídica a los requerimientos y cambios que la 
realidad impone.
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SUMARIO: I. Introducción. II. La evolución cons-
titucional en el ámbito de los derechos humanos. III. 
La evolución constitucional en el ámbito del derecho 
electoral.

I. INTRODUCCIÓN

El pasado 29 de agosto de 2013, mediante el de-
creto No. 540, fue publicada la reforma integral a la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango, en la cual, fueron reformados 131 ar-
tículos y adicionados 52, por lo que su contenido 
actual es de 183 artículos divididos en ocho títulos, 
de la siguiente manera: Título Primero: “De los De-
rechos Humanos”; Título Segundo: “Del Desarrollo 
Económico”; Título Tercero: “Del Territorio y los 
habitantes del Estado”; Titulo Cuarto: “De la So-
beranía y Forma de Gobierno”; Titulo Quinto: “De 
los Organismos Constitucionales Autónomos”; Ti-
tulo Sexto: “Del Municipio”; Titulo Séptimo: “De 
la Hacienda Pública, la rendición de cuentas y las 
responsabilidades de los servidores públicos”; y el 
Título Octavo: “De la Reforma y la Inviolabilidad 
de la Constitución.

Cabe señalar que a noventa y seis años de haberse 
publicado la emblemática constitución de 1917, han 
sido alrededor de 83 las reformas a nuestra consti-
tución, lo cual se traduce a su vez, en la evolución y 
trascendencia de la sociedad duranguense.

La constitución de 1917 contenía 123 artículos, 
con las máximas que han subsistido desde entonces 
en cuanto a derechos humanos, como por ejemplo, 
la libertad de expresión, de imprenta, la educación 
laica, el derecho de petición, el derecho de asocia-
ción, la libertad de tránsito, la garantía de audiencia, 
entre otros. Todos estos derechos de los ciudadanos 
duranguenses han evolucionado sin duda, desde en-
tonces y hasta nuestros días, ya que, ahora podemos 
observar que en nuestra constitución actual se han 
perfeccionado muchas de esas prerrogativas, basta 

con mencionar la reforma Pro Persona y el respeto 
a los derechos humanos inherente, incluso en cuan-
to a salud universal, se contempla el acceso gratuito 
a todas las mujeres a los servicios de salud materna 
durante el embarazo, parto y posparto, la pensión 
universal a mayores de 65 años y el derecho de los 
ciudadanos al acceso al internet y a las tecnologías de 
la información.

Ahora bien, la evolución no se ha limitado única-
mente a los derechos humanos, si no que ha trascen-
dido los ámbitos social y económico, permitiendo en 
éste último, la realización de una ruta de planeación 
que impactará en el desarrollo de nuestro estado, con 
la creación de un organismo denominado “Instituto 
de Evaluación de Políticas Publicas del Estado de Du-
rango”, dicho organismo será el responsable de pro-
gramar y evaluar las políticas públicas que permitan 
el crecimiento de la economía de los duranguenses, 
se impulsará también la ciencia y la tecnología, en 
donde considero se encuentra el sustento de la trans-
formación de Durango.

En cuanto al derecho de acceso a la justicia por 
parte de los ciudadanos duranguenses, es importante 
resaltar que nuestra constitución, antes de esta úl-
tima reforma integral, ya preveía de forma general 
la implementación de los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos, no obstante, en la actua-
lidad ya se establece de manera formal en la sección 
décima, del título cuarto, la operación del “Centro 
Estatal de Justicia Alternativa” como la instancia de 
mecanismos de solución de controversias, la cual ac-
tuará de forma gratuita y a petición de parte, pudien-
do elevar a sentencia los convenios a los que lleguen, 
en su caso, los involucrados.

Considero fundamental la inclusión a nivel cons-
titucional de este Centro, quien será un organismo 
complementario del sistema judicial, que garantizará 
a los ciudadanos el acceso a la justicia y al derecho, 
abriendo una gama de posibilidades de solución de 
conflictos a través de una forma pacífica y sencilla, 
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por lo que ahora estará en cancha de las autoridades 
el difundir entre la ciudadanía las bondades de estos 
mecanismos que posibilitarán el tránsito de nuestra 
sociedad hacia una cultura de la paz.

II. LA EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL EN EL
ÁMBITO DE LOS DERECHOS HUMANOS

Al hablar de la evolución histórica de nuestra 
constitución, sin duda, resulta necesario referirnos a 
un tema primordial, que es la evolución de los de-
rechos humanos, habida cuenta que es en esta parte 
donde todos los habitantes de un estado nos identi-
ficamos con plenitud, el anhelo de esta evolución se 
originó hace varios años.

Fue a partir de la reforma constitucional federal, 
publicada el 10 de junio del año 2011, cuando se 
presentó para los juzgadores, un desafío enorme; un 
cambio necesario en la manera de pensar ya que el 
constituyente permanente delegó, a partir de ese mo-
mento la tarea de vislumbrar las nuevas fronteras de 
protección de los Derechos Humanos.

Este régimen constitucional de los Derechos Hu-
manos se da en dos parámetros importantes, uno in-
terno y otro internacional. La Constitución Federal 
y los tratados internacionales sobre Derechos Huma-
nos se encuentran en un mismo rango jerárquico, de 
tal modo que la aplicación en esta nueva teleología 
prefiere la norma que proteja con más amplitud los 
derechos fundamentales.

Del artículo primero de la carta magna, se desta-
can tres aspectos importantes: el primero, relativo al 
reconocimiento de los derechos humanos conteni-
dos en la constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte; el segundo se 
refiere a la interpretación “pro homine”, que obliga a 
todos los juzgadores en nuestro país a interpretar las 
normas relativas a los derechos humanos de confor-
midad con la Constitución y con los tratados interna-
cionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia, y el tercer aspecto 
es el que obliga también a todas las autoridades, en 
el ámbito de sus competencias, a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad.

La citada reforma federal, insidió en el ámbito 
local, y es en este 2013 que se incorpora en la cons-
titución de Durango el reconocimiento integral de 

los derechos humanos, ya que el artículo primero, 
no solo reconoce que la dignidad y la libertad de las 
personas, son precisamente la base de los derechos 
humanos, si no que obliga a todas las autoridades a 
respetar, garantizar y proteger estos derechos, seña-
lando que su ejercicio implica deberes correlativos de 
respeto a los derechos de los demás.

En este mismo orden de ideas, el artículo segun-
do de nuestra constitución local establece que la in-
terpretación de las normas relativas a los derechos 
humanos, se realizará conforme a la constitución 
federal, los tratados internacionales en la materia y 
la propia constitución local, favoreciendo en todo mo-
mento la protección más amplia posible a las personas.

Cabe destacar también que este mismo artículo 
en su párrafo cuarto, establece la obligación de las 
autoridades de reparar las violaciones a los derechos 
de las personas, derivados directamente de la falta o 
deficiencia en la prestación de algún servicio público, 
así como por las acciones u omisiones de los funcio-
narios en el desempeño de sus cargos.

Estos criterios, nos llevan a concluir que los de-
rechos humanos recibirán la protección más amplia 
por parte de las autoridades, tanto administrativas, 
como judiciales, sin embargo, debemos recalcar que 
ahora corresponde a las autoridades de todos los ám-
bitos, llámese judicial o administrativo, realizar las 
acciones suficientes para instrumentar estos dere-
chos, como primer paso se deberá de dar a conocer 
entre la ciudadanía el contenido de esta constitución, 
mediante foros y tareas de divulgación, y de igual 
forma, considero yo que la ciudadanía cada vez más 
interesada en el quehacer de las instituciones y de 
las autoridades se interesará en conocer cuáles son 
sus derechos y obligaciones estipulados en nuestra 
constitución.

El tránsito hacia la cultura de los derechos hu-
manos, no fue sencillo, su reconocimiento a nivel 
constitucional, estuvo sujeto a varias interrogantes 
desde un inicio, todas relativas al rango en el que se 
encontraban los tratados internacionales frente a los 
derechos consagrados en la constitución federal, sin 
embargo recientemente la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 
293/2011, determinó que los derechos humanos de 
fuente internacional, a partir de la reforma al artículo 
1° constitucional, tienen la misma eficacia normativa 
que los previstos en la constitución federal, recono-
ciendo para ambos el mismo nivel jerárquico.
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Finalmente resulta importante señalar que la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación fortaleció 
también el espíritu de la reforma en cuestión al es-
tablecer que toda la jurisprudencia de la Corte In-
teramericana, incluyendo los casos de litigios en los 
que México no fue parte es obligatoria para los jueces 
mexicanos, siempre y cuando sea más favorable a la 
persona, ampliando el catalogo constitucional de de-
rechos humanos.

III. LA EVOLUCIÓN CONSTITUCIONAL EN EL
ÁMBITO DEL DERECHO ELECTORAL

La evolución histórica de un pueblo, puede ser 
entendida a partir de la consolidación de su sistema 
político, con la convergencia de instituciones demo-
cráticas que representen las aspiraciones de sus habi-
tantes a través de elecciones transparentes y confia-
bles, es por ello que en materia electoral, la evolución 
constitucional se ha dado, desde mi particular punto 
de vista en dos etapas consideradas antes y después 
de las reformas de 1994.

A lo largo de nuestra historia han sido diversas las 
instituciones encargadas de organizar las elecciones, 
en un primer momento fueron las autoridades mu-
nicipales y luego las estatales a través de un organis-
mo creado en la Ley Electoral de Durango de 1955, 
no podemos dejar de mencionar que la constitución 
de 1917 en su artículo 64, fracción XX, establecía 
como facultad de la Legislatura, el convocar a elec-
ciones para los ayuntamientos, erigiéndose en cole-
gio electoral.

Sin embargo, esto no era suficiente y los ciudada-
nos mediante reclamos legítimos exigían el respecto 
al sufragio efectivo y la transparencia en las eleccio-
nes. Es por ello, que tanto el Instituto Estatal Elec-
toral como el Tribunal Estatal Electoral se crearon en 
1994, resultado de una serie de consensos y como 
producto de una trascendental reforma electoral que 
se originó a solicitud del poder Ejecutivo del Estado 
en marzo de 1994.

Fue en octubre del mismo año que mediante de-
creto N° 372, publicado en el Periódico Oficial del 
Estado el 20 de octubre de 1994, se reformaron di-
versos artículos de la Constitución Política del Es-
tado de Durango, estableciéndose por primera vez, 
que la organización de las elecciones es una función 
estatal que se ejercería a través de un organismo pú-
blico autónomo que se denomina Instituto Estatal 

Electoral de Durango, dotado de personalidad jurí-
dica y patrimonio propios, cuya integración concu-
rrirán los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado, 
así como un representante de los Ayuntamientos de 
la Entidad, Partidos Políticos y ciudadanos.

Así mismo, se estableció como máxima autoridad 
jurisdiccional electoral y órgano autónomo el Tri-
bunal Estatal Electoral quien funcionaría en pleno 
y sus resoluciones serían públicas, además previó la 
creación de un catálogo de medios de impugnación 
del cual conocerían tanto el Instituto como Tribu-
nal, dando definitividad a las distintas etapas de los 
procesos electorales garantizando que los actos y re-
soluciones se sujetaran invariablemente al principio 
de legalidad.

En julio de 1995, se llevaron a cabo las primeras 
elecciones organizadas por el Instituto Estatal Elec-
toral renovándose los cargos de diputados locales y 
de Ayuntamientos, elecciones organizadas por los 
órganos de reciente creación y con nuevas reglas es-
tablecidas en la materia.

El sistema electoral en nuestro estado, siguió evo-
lucionado de manera natural, a la par de las reformas 
que se originaban a nivel federal, y fue en 1997 con 
la reforma constitucional que impacta nuevamente 
el sistema electoral, con diversas innovaciones rela-
tivas a la participación ciudadana en la vida demo-
crática, se establece que el Instituto Estatal Electoral 
será independiente en su funcionamiento y en sus 
decisiones.

En febrero de 2006, mediante decreto No. 214, 
se reformaron y adicionaron diversos preceptos de la 
constitución local, que incidieron directamente en 
la duración de las precampañas y de las campañas 
electorales, disminuyendo la duración de las mismas 
con el objetivo de contribuir a reducir la saturación 
política del electorado, lo cual favorecería una parti-
cipación más activa de los ciudadanos en los procesos 
electorales.

Se modificó también la integración del congreso de 
la unión aumentando de 25 a 30 el número de dipu-
tados de los cuales, 17 legisladores serían electos por el 
principio de mayoría relativa y 13 de representación 
proporcional, además se reconoció la importancia de 
los migrantes del Estado creándose la figura del dipu-
tado migrante. También se incorporaron las figuras de 
referéndum, plebiscito e iniciativa popular.

En el año de 2009, las reformas destacadas en 
materia electoral fueron la modificación realizada a 
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la fracción IV del artículo 31, donde se estableció 
que el número máximo de curules que un partido 
político podía obtener en una elección sería de die-
cisiete diputados electos tanto por el principio de 
mayoría relativa como por el principio de represen-
tación proporcional.

Se realizó una nueva denominación del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial del Estado y se especifica 
el nombre del Consejo Estatal del Instituto Estatal 
Electoral y de Participación Ciudadana. Se perfec-
cionó el sistema de nulidades al establecerse que la 
sala del Tribunal Electoral solo podría declarar la 
nulidad de una elección por causales expresamente 
establecidas.

Finalmente otro aspecto trascendental fue el rela-
tivo a la facultad que se otorgó al Tribunal Electoral 
de resolver la no aplicación de leyes contrarias a la 
Constitución Política Local, con efectos no extensi-
vos, sino que solo podrían aplicar al caso concreto.

El año 2012, fue sin duda un año importante en 
el ambiente político electoral, se llevó a cabo la elec-
ción federal en julio y en diciembre de ese mismo 
año dio inicio el proceso local en nuestra entidad, 
por lo que, si había propuestas de modificación a las 
reglas debían establecerse antes del arranque del pro-
ceso comicial.

En razón de lo anterior, el lunes 27 de agosto de 
2012 se publicó en el Periódico Oficial del Estado los 
decretos que contenían diversas reformas y adiciones 
tanto a la constitución local como a la Ley Electoral. 
Se incorporó la figura de candidaturas independien-
tes en el estado, cabe señalar que Durango fue uno 
de los primeros estados en realizar la adecuación a su 
legislación, atendiendo al mandato federal, también 

se amplió el periodo de sesiones del Congreso del 
Estado y se incorporaron las consultas populares en 
la legislación.

Es de resaltar que aún estamos a la espera de la 
ley reglamentaria en materia de candidaturas ciuda-
danas, ya que en el artículo segundo transitorio se 
estipuló que la regulación referida deberá ser aplica-
da al proceso electoral correspondiente al año 2016.

Finalmente me referiré a la última reforma, emi-
tida en el pasado mes de agosto, la cual, en materia 
electoral insidió en dos aspectos, uno relativo a la 
composición del congreso del estado, ya que en esta 
ocasión el legislador consideró pertinente reducir el 
número de diputaciones de 30 a 25, regresando al 
modelo existente antes de las reformas del 2009.

El segundo aspecto tiene que ver con la eliminación 
de los periodos de sesiones del congreso, establecién-
dose su labor de forma permanente, lo cual atendió las 
válidas críticas de la sociedad duranguense.

Como podemos observar, la dinámica de nuestra 
sociedad siempre ha estado en constante movimien-
to, los poderes gubernamentales, jurisdiccionales y 
los propios ciudadanos siempre hemos estado en la 
búsqueda constante de mejores condiciones para las 
presentes y las futuras generaciones. Esta constitu-
ción representa los deseos de los ciudadanos y será 
labor de nuestras autoridades mantenerse a la altura 
de dichas aspiraciones y el cumplimiento de todos y 
cada uno de los derechos aquí establecidos, y con-
cluyo con la frase de un ilustre filosofo que dice: “so-
lamente aquel que construye el futuro tiene derecho a 
juzgar el pasado”, seamos parte de los que construyan 
y mejoren el futuro de nuestra sociedad.
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1.-INTRODUCCION

Después de diversos pronunciamientos, a través de 
varias décadas, por que los ciudadanos accedieran a los 
cargos de elección popular de una manera indepen-
diente, en el Estado de Durango ya es una realidad.

El objeto del presente trabajo consiste en realizar 
un análisis descriptivo sobre las candidaturas inde-
pendientes a lo largo de la historia en nuestro país.

2.-ANTECEDENTES DE LAS
CANDIDATURAS INDEPENDIENTES

Las candidaturas independientes en nuestra legis-
lación mexicana estuvieron previstas en la Ley Elec-
toral en 1911, en donde se establecía el derecho de 
postular candidatos a un cargo de elección popular 
siempre y cuando no pertenecieran a algún partido 
político.

Lo mismo sucedió con la Ley Electoral para la 
Formación del Congreso Constituyente de 1916, sin 
embargo no se contemplaba la naturaleza jurídica, 
derechos, obligaciones etc., de las candidaturas in-
dependientes

Fue en la Ley para las Elecciones de los Poderes 
Federales de 1918, donde se reguló las candidaturas 
independientes al establecer en los artículos 107 y 
108, lo siguiente:

Artículo 107. Los candidatos no dependientes 
de partidos políticos tendrán los mismos derechos 
conferidos a los candidatos de éstos, siempre que 
estén apoyados por cincuenta ciudadanos del Dis-
trito, que hayan firmado su adhesión voluntaria en 
acta formal; que tengan un programa político al que 
deben dar publicidad y se sujeten a los requisitos 
prevenidos en las fracciones VII Y VIII del artículo 
anterior.

Para que un candidato independiente a Senador 
o Presidente de la República sea registrado, bastará 
que se llenen las condiciones anteriores; pero solo se 

exigirá que esté apoyado por cincuenta ciudadanos 
de cualquier Distrito Electoral del Estado.

Artículo 108. Los candidatos tendrán derecho a 
vigilar los actos electorales correspondientes a su elec-
ción, acreditando haber registrado su candidatura.1

La anterior regulación tuvo vigencia hasta 1946 
cuando se eliminaron las candidaturas independientes.

3.- CANDIDATURAS INDEPENDIENTES EN LA 
CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS.

Producto de una reforma constitucional, el 9 de 
agosto de 2012, en el Diario Oficial de la Federación, 
se publicaron diversas reformas y adiciones, a la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en-
tre las que destacan a las candidaturas independientes.

Así los artículos 35 y 116 rezan:

Artículo 35: Son derechos del ciudadano:
(…)
II . Poder ser votado en todos los cargos de elec-

ción popular, teniendo las calidades que establezca la 
ley. El derecho de solicitar el registro de candida-
tos corresponde a los partidos políticos así como a 
los ciudadanos que soliciten su registro de manera 
independiente.

Artículo 116.
(…)
Los Poderes de los Estados se organizarán con-

forme a la Constitución de cada uno de ellos, con 
sujeción a las siguientes normas:

(…)
IV. La Constituciones y leyes de los Estados en 

materia electoral garantizaran que:
…

1 GARCIA OROZCO, Antonio, Legislación Electoral Mexicana 
1812-1979. Ediciones de la Gaceta de la Comisión Federal Electoral, 
2 edición. México 1978. p 299

M.M.E María Hortensia Alvarado Cisneros

Candidaturas Independientes

Magistrada
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e) Los partidos políticos sólo se constituyan por 
ciudadanos sin intervención de organizaciones gre-
miales, o con objeto social diferente y sin que haya 
afiliación corporativa. Así mismo tengan reconocido 
el derecho exclusivo para solicitar el registro de 
candidatos a cargos de elección popular, con ex-
cepción de lo dispuesto en el artículo 2, apartado A 
fracciones III y V, de esta Constitución; (…)

Como se puede apreciar, a la luz de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(2012) aunque el artículo 35, si tenía previsto el ac-
ceso de los ciudadanos a cargos de elección popular a 
través de las candidaturas independientes.

Sin embargo, esto no era posible en virtud de que 
el legislador omitió reformar el artículo 116 de la ci-
tada Constitución, que reconocía como derecho ex-
clusivo de los partidos políticos, el solicitar el registro 
de candidatos a cargos de elección popular.

4.- CANDIDATURAS INDEPENDIENTES EN
LAS EN EL ESTADO DE DURANGO

En el estado de Durango, se legisló sobre las can-
didaturas independientes por primera vez en el año 
de 2012 y después en El año 2013, al realizarse di-
versas reformas y adiciones a diversos artículos de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango.

4.1.- CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO (2012)

Por medio del Decreto No. 314, publicado en el 
Periódico Oficial del Estado de Durango, No. 3 Ext. 
De fecha 27 de agosto de 2012, se publicaron diver-
sas reformas y adiciones a la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Durango, entre ellas 
las relativas a los artículos 17 y 25.

Artículo 17

Son prerrogativas del ciudadano duranguense:
(…)
II. Ser votado para cargos de elección popular 

y nombrado para empleos o comisiones públicos, 
cumpliendo los requisitos que establezca la Ley.

El derecho de solicitar el registro de candidatos 

ante la autoridad electoral, corresponde a los par-
tidos políticos, así como a los ciudadanos que lo 
hagan de manera independiente y que cumplan con 
los requisitos, condiciones y términos que determine 
la Ley de la materia.

Artículo 25
(…)
Los partidos políticos tienen el derecho para so-

licitar el registro de candidatos a cargos de elección 
popular, con excepción a lo dispuesto en el artículo 
2, apartado A, fracciones III y VII de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 
regulación legal de las candidaturas ciudadanas 
consideradas por esta Constitución.

(…)

Tratándose del registro de candidaturas ciuda-
danas, se estará a lo previsto en la Ley de la materia. 
(...)

En el artículo segundo transitorio se previo que 
las candidaturas ciudadanas deberán ser reguladas en 
las leyes de naturaleza electoral vigentes en el Estado 
de Durango y serán aplicables en el proceso electoral 
correspondiente al año 2016.

4.2.- CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO
LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO (2013)

Es en la quinta Constitución en la historia del Es-
tado de Durango –las anteriores Constituciones son 
las de 1825, 1857, 1863 y 1917- en la que se hará 
posible que las o los ciudadanos, accedan a cargos de 
elección popular através de las candidaturas ciudada-
nas, ya que en el Periódico Oficial del Gobierno del 
Estado de Durango número 69, de fecha jueves 29 
de agosto de 2013, se legisla sobre las candidaturas 
independientes, así el artículo 56, reza:

Artículo 56
Son derechos de los ciudadanos y ciudadanas du-

ranguenses los que para todo mexicano consigna la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, además de los siguientes:

I. Solicitar su registro de candidatura de manera 
independiente ante la autoridad electoral, cumplien-
do con los requisitos, condiciones y términos que 
determine la ley (…).

C a n d i d a t u r a s  I n d e p e n d i e n t e s
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En el segundo artículo transitorio se concede un 
plazo de tres años, contados a partir de la entrada 
en vigor de la mencionada constitución, debiendo 
el Congreso del Estado expedir las leyes secundaria y 
realizar las reformas que correspondan para ajustarlas 
al contenido de la Constitución.

5.- A MANERA DE CONCLUSIÓN (PROPUESTAS)

Entre los rubros que se deberán incluir en la ley 
respectiva son:

●	 Prerrogativas, derechos y obligaciones de las ciu-
dadanas y ciudadanos que se postulen a un cargo 
de elección popular de manera independiente.

●	 Requisitos de las candidaturas independientes a 
cargos de elección popular.

●	 Requisitos de elegibilidad.
●	 Financiamiento y régimen de fiscalización.
●	 Reglas para el acceso a radio, televisión y medios 

de comunicación impresos

●	 Régimen sancionador.
●	 Reglas y requisitos para el proceso de selección 

de candidatos independientes (en sus diferentes 
etapas: registro de aspirantes, obtención de res-
paldo, declaratoria de quienes tendrán derecho a 
ser registrados como candidatos independientes.

●	 Reglas para las campañas electorales.
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Facultad de Derecho y Ciencias Políticas – UJED/ 
Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado de 
Durango

Resumen: Derivado de la reforma constitucio-
nal publicada en el Periódico Oficial del Gobierno 
del Estado de Durango el veintinueve de agosto de 
dos mil trece, se ha incluido de manera novedosa 
como apartado integrante de la parte dogmática 
de la Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de Durango, una serie de disposiciones ju-
rídicas dedicadas a ciertos aspectos específicos de 
la seguridad social, desde una perspectiva de tipo 
universal. 

Se pretende materializar una protección genera-
lizada contra el desempleo, así como una jubilación 
universal para los adultos mayores duranguenses. 
Dichas prestaciones sociales ya se han incluido en la 
Constitución duranguense a rango de garantía del 
derecho fundamental a la seguridad social, pues se 
pretende satisfacer el goce de este derecho humano 
por todos los individuos durangueses, mediante la 
aplicación “inmediata” de la autoridad local.

Ello conlleva de manera obligada, su futura in-
corporación a la normativa secundaria, de forma 
paralela al sistema de seguridad social que ya opera 
mediante el Instituto Mexicano del Seguro Social y 
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado (sin dejar de lado la opera-
ción que en el ámbito correspondiente, desempeñan 
los organismos descentralizados del orden estatal de 
gobierno, en tratándose de las prestaciones corres-
pondientes a los trabajadores del Estado en cada una 
de las entidades federativas, que en el caso de Du-
rango, le corresponde a la Dirección de Pensiones), 
como organismos encargados de llevar a cabo la se-
guridad social en todo el territorio mexicano, lo que 
hace también suponer una futura y ya muy próxima 
coordinación del orden estatal de gobierno con las 
instancias referidas.

Con esta nueva inclusión en el ordenamiento 
constitucional local, se busca beneficiar sobre todo 
a los sectores de la sociedad duranguense más vulne-
rables; en específico, tratándose de los adultos mayo-
res, y toda persona que se encuentre afectada por el 
desempleo en la entidad federativa.

La pretensión de este artículo consiste en analizar 
los diferentes tópicos que tienen relación directa con 
el futuro desarrollo del proceso de materialización de 
estas novedosas prestaciones sociales reconocidas en 
el orden constitucional duranguense; así como deter-
minar la viabilidad de éstas, en función de los diver-
sos mecanismos con que cuenta actualmente el apa-
rato gubernamental local para garantizar el derecho 
fundamental a la seguridad social, a través de una 
cobertura mucho más amplia, la cual impactará total 
y definitivamente en el marco normativo secundario 
en el Estado de Durango.

Palabras clave: Constitución duranguense, dere-
cho fundamental, seguridad social, prestaciones so-
ciales, empleo, desempleo, protección al desempleo, 
jubilación universal, adultos mayores.

Abstract: Derived from the constitutional reform 
published in the Official Gazette of the Government 
of Durango State on August 29/2013 has been in-
cluded in a new way as a part of the dogmatic section 
of the Constitution of the Free and Sovereign State 
of Durango, a few of legal provisions about specific 
aspects of social security, from a universal vision.

The purpose is to realize a generalized protection 
against unemployment and a universal retirement 
for aged people in Durango. These benefits have 
been included in the Constitution of Durango as a 
guarantee to rank the fundamental right to social se-
curity, as these mechanisms involve the enjoyment 
of this human right for all individuals of Durango, 
under the protection and enforcement “ immediate” 
authority, which results in a forced way their joining 
secondary legislation, in parallel to the social security 
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La seguridad social en la nueva constitución duranguense: 
una cobertura novedosa y universal en materia de 

jubilación y protección contra el desempleo
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system already operated by the Mexican Institute of 
Social Security and the Institute of Security and So-
cial Services for State Employees (checking the point 
that includes the function operated by no - central-
ized organisms, about giving social benefits, in the 
local government order, to the state employees in 
every State, that, in Durango the organism must be 
the Direction of Pensions) as organisms responsible 
for carrying out social security throughout Mexico, 
making also pose a further and very close coordina-
tion and state level of government with the afore-
mentioned instances. With this new inclusion in the 
local constitutional seeks to benefit especially the 
sectors of society most vulnerable in Durango, spe-
cifically in the case of the elderly, and anyone who is 
affected by unemployment in the state.

The aim of this article is to analyze the different 
items that may occur in the process of realization of 
these new benefits recognized in Durango constitu-
tional order, as well as determine the feasibility of 
these, in function of the various mechanisms cur-
rently to the local government unit to ensure the 
fundamental right to social security, through a much 
wider coverage, which totally and permanently im-
pact the secondary legislation in Durango State.

Key words: Constitution of Durango State, hu-
man right, social security, social benefits, employ-
ment, unemployment, unemployment protection, 
universal retirement, aged people.

1. ANTECEDENTES

En Durango, previo a la publicación de la nueva 
Constitución local adicionada y reformada ¿cuál es 
el antecedente regulatorio más próximo en materia 
de seguridad social, tratándose en específico de la ju-
bilación y el seguro de desempleo? Luego, ¿cuál es el 
alcance de esas figuras como prestaciones sociales en 
el sistema mexicano de seguridad social? 

Los anteriores cuestionamientos constituyen a 
la vez un preámbulo necesario para la redacción del 
presente artículo.

Es ya bien sabido, al menos para las personas que 
nos hemos dado a la tarea de dar un vistazo al nuevo 
contenido de la Constitución Duranguense, que el 
Capítulo II, del Título Primero de dicho cuerpo nor-
mativo se ocupa de manera innovadora de incluir las 
figuras de jubilación universal y protección contra el 
desempleo, aspectos de la vida social bien conocidos 

en cuanto a que, en primer término, la institución 
de la jubilación opera desde la perspectiva compe-
tencial del Instituto Mexicano del Seguro Social, así 
como del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado; de tal manera, que 
dicha prestación social ha requerido forzosamente 
que el ciudadano mexicano, y duranguense en el 
caso concreto, se haya encontrado incluido en los 
regímenes de seguridad social contemplados en la 
legislación secundaria respectiva (en función de los 
apartados A y B del artículo 123 de la Carta Mag-
na, respectivamente), y que suponen el haber sido, 
en un prolongado tiempo de su vida, incorporado 
a un trabajo formal, cuyo patrón hubiese realizado 
una previa inscripción a dichos regímenes, que como 
una prestación futura y acorde a los requisitos legales 
establecidos, “asegurará” la vida del ciudadano “jubi-
lado”, lo cual trae implícito que dicho aseguramiento 
abarcará la vida en edad avanzada de dicha persona.

Por lo que toca a la figura del “desempleado” como 
una nueva categoría de sujeto o individuo “vulnera-
ble”, en Durango la misma no se reconocía como tal, 
ni siquiera en el orden constitucional supremo. En 
atención a ello, la “protección al desempleo” consti-
tuye una nueva incorporación al orden constitucio-
nal local sin precedente alguno, lo que implica aún 
más la dificultad para el aparato gubernamental du-
ranguense, la inclusión de esta institución protectora 
como un nuevo reto, el cual se pretende no quedar 
mero “dogma” normativo, sino que el fin inmediato 
del Estado Duranguense sería entonces, el llevar a la 
realidad jurídica el innovador concepto.

2. METODOLOGÍA

La metodología del presente trabajo, va dirigida 
a sentar un conocimiento elemental sobre las diver-
sas variables contenidas en el mismo. De tal manera 
que, un marco referencial previo, ayude a discernir 
claramente al lector entre las prestaciones de tipo so-
cial cuya cobertura más amplia se comienza a regular 
en el Estado de Durango, así como a construir a par-
tir de éste, un criterio más certero sobre los mecanis-
mos con que el aparato gubernamental cuenta para 
llevar a cabo los postulados sobre seguridad social ya 
acogidos a rango constitucional local.

Posteriormente, se expondrá de forma propositi-
va, cuál es la viabilidad de esta innovación constitu-
cional en el Estado de Durango. De esta manera, se 
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estará en posibilidades de finalizar el contenido de 
este artículo con una conclusión general.

3. MARCO REFERENCIAL: DESARROLLO DE
LOS TÓPICOS CENTRALES

3.1. Alcances del sistema actual de seguridad 
social (cobertura local)

Actualmente, tal y como se apuntó anteriormen-
te en el resumen de este artículo, la seguridad so-
cial como prerrogativa ciudadana, amparada en el 
sistema federal del gobierno mexicano, aún no se 
ha consolidado desde una perspectiva universal. Sin 
embargo, dicha consolidación se encuentra actual-
mente en vía de desarrollo, sobretodo si tomamos 
en cuenta que Durango, como entidad federativa y 
en el ámbito espacial de su norma básica, es decir, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango, contempla ya este toque “universalista” so-
bre determinadas prestaciones que cubre la seguridad 
social, la cual en el caso duranguense, recientemente 
ha sido elevada a rango de derecho fundamental.

Sin embargo, dicha inclusión en la parte dogmá-
tica de la Constitución Duranguense, hoy por hoy, 
no ha pasado a más. Ello, porque aún no se definen 
los lineamientos y mecanismos operativos que lleven 
a la realidad jurídica duranguense tales prerrogativas. 

Es por eso, que actualmente podemos todavía de-
cir que el alcance de la seguridad social, por lo que 
toca a las prestaciones de jubilación, por un lado; y 
la asistencia de carácter “temporal y extensivo” a los 
trabajadores que causan baja del régimen de seguri-
dad social correspondiente, y en atención a la con-
servación de derechos adquiridos (nótese que no se 
hace referencia a “desempleados”, pues este concepto 
es más amplio), en el territorio mexicano (con la re-
ferencia específica para el Estado de Durango) no va 
más allá de la propia institucionalización y operación 
de los órganos denominados Instituto Mexicano del 
Seguro Social, y el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, cuya regu-
lación se contempla de manera muy concreta en los 
ordenamientos jurídicos de carácter secundario apli-
cables, y que derivan precisamente de los postulados 
contenidos en los artículos 5 y 123, apartados A y B, 
de la Carta Magna.

Como nota aclaratoria, y por lo que respecta al 
tema de las jubilaciones, en el segundo de los su-

puestos, hay que tomar en cuenta la operación de 
los órganos descentralizados que se encargan en las 
entidades federativas de garantizar las prestaciones a 
los jubilados que en su momento se desempeñaron 
como trabajadores del Estado, en el orden estatal de 
gobierno, y que en el caso de Durango, esta figura 
corresponde precisamente a la Dirección de Pensio-
nes del Estado de Durango, como entidad integrante 
de la administración pública estatal descentralizada, 
la cual se desempeña bajo los lineamientos del orde-
namiento jurídico correspondiente.

Bajo esta tesitura, queda totalmente claro que el 
alcance actual de la seguridad social se circunscribe a 
garantizar los derechos inherentes a aquellas perso-
nas que hubiesen sido inscritas (por sus respectivos 
patrones, ya sea el Estado o los particulares) en los 
regímenes anteriormente descritos. Por lo tanto, los 
trabajadores comprendidos en el “empleo informal”, 
trabajadores por su propia cuenta (en la mayoría de 
los casos) y los desempleados, por citar algunos ejem-
plos, se encuentran fuera del radio de alcance de la 
seguridad social; consecuentemente, no cuentan con 
la oportunidad de que se les brinde una prestación 
futura de jubilación, así como tampoco algún apoyo 
que permita afrontar, al menos de manera temporal, 
el estado restrictivo en el ámbito económico, social y 
cultural que provoca el desempleo. 

En mérito de lo anterior, resulta atinado remitirse 
al extracto doctrinal que se transcribe a continuación 
(Ponce de León Armenta, 1988: 808-809):

“El sistema jurídico de la seguridad social en Mé-
xico está en proceso de consolidación […] Los prin-
cipios de solidaridad social y subsidiariedad son los 
que más plena aplicación tienen en el actual esque-
ma jurídico de seguridad social, y teniendo en cuenta 
su rápida evolución consideramos muy próxima la 
aplicación de los principios de universalidad e inte-
gridad, que presuponen la protección y el bienestar 
de toda la población contra todas las contingencias 
sociales […] El principio de universalidad no se 
aplica con plenitud ya que aún hay sectores sin 
protección social; por lo que se refiere al princi-
pio de integridad, es problemático que pueda 
implantarse en forma inmediata, puesto que la 
protección de todos los hombres y contra todas 
las contingencias sociales es una aspiración difícil, 
aunque no imposible de alcanzar”.1

1 El resaltado en negritas, es de la suscrita autora del presente artículo.
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3.2. Jubilación como prestación social actual
en el Estado de Durango

Este tópico, en el Estado de Durango, se circuns-
cribe a personas previamente inscritas en los regíme-
nes de seguridad ya antes descritos, y se brinda como 
prestación social cuando se configura alguna de las 
hipótesis normativas contempladas en el marco ju-
rídico aplicable (supuestos contenidos en la Ley del 
Seguro Social, Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y en su 
caso, la Ley de Pensiones del Estado de Durango), a 
saber: cumplimiento de años de servicio, y la edad 
avanzada o vejez. 

Cabe mencionar, en este apartado, el intento del 
Gobierno Federal del sexenio 2000-2006, por imple-
mentar un novedoso y paralelo sistema de seguridad 
social, cuya cobertura (al menos esa era la propuesta 
original, desde el periodo 2001-2003, en que se im-
plementó el programa piloto del Seguro Popular) se 
extendería a garantizar las prestaciones sociales (in-
cluyendo una especie de jubilación “universalista” 
y proteccionista del sector social más vulnerable no 
contemplado en alguno de los regímenes de segu-
ridad social), a través de un mecanismo de opera-
ción basado en la apertura de cuentas individuales 
administradas por las AFORES (Administradoras de 
Fondos para el Retiro), precisamente con el objetivo 
de reforzar y ampliar el radio de acción de los dere-

chos sociales de los mexicanos. Sin embargo, el pro-
grama que actualmente cubre esta institución social 
en todo el territorio mexicano, no va más allá de la 
prestación social consistente en atención médica y 
proporcionamiento del medicamento prescrito para 
cada tratamiento. 

En ese sentido, no encontramos pues, una cober-
tura que comprenda una jubilación “generalizada” en 
la entidad federativa que nos ocupa, figura novedosa 
ahora recién incorporada en la Constitución Duran-
guense reformada a finales de agosto del año dos mil 
trece, y cuya operación se encuentra pendiente.

3.3 Empleo y desempleo: datos estadísticos
en el Estado de Durango

De acuerdo al reporte de información laboral rea-
lizado por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social 
el mes de septiembre de dos mil trece, el número to-
tal de ciudadanos duranguenses, dentro del rango de 
la población económicamente activa en el territorio 
de la entidad federativa es de 37, 078 personas; este 
dato corresponde al 5.08% de la población duran-
guense apta para trabajar; a su vez, corresponde al 
2.15% del total de la población (es decir, la suma-
toria de la población económicamente activa e inac-
tiva). Dichos datos reflejan la estadística de empleo 
y desempleo, respecto del segundo trimestre del año 
dos mil trece.

INFORMACIÓN LABORAL DURANGO SEGUNDO TRIMESTRE DE 2013

TOTAL DE LA 
POBLACIÓN

POBLACIÓN EN 
EDAD DE TRABAJAR

POBLACIÓN 
ECONÓMICAMENTE 

ACTIVA

POBLACIÓN 
ECONÓMICAMENTE 

INACTIVA
DESOCUPADOS OCUPADOS

1,726, 142 1,257,015 729,768 527,247 37,078 692,690

Ahora bien, de los datos estadísticos anteriormente insertos, cabe destacar, para efectos de analizar el impacto 
que tendrá la reciente reforma constitucional local una vez que se instituyan los mecanismos de operación, la 
siguiente información:

POBLACIÓN EMPLEADA EN DURANGO

ASALARIADOS POR CUENTA PROPIA EMPLEADORES SIN PAGO Y OTROS

462,933 159,353 28,935 41,469
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4. CONCLUSIÓN GENERAL

De las anteriores estadísticas, así como del análisis 
integral del contenido de los demás tópicos centrales 
que le dan cuerpo a este trabajo, se obtiene, que el im-
pacto positivo que traerá consigo la implementación 
de la protección al desempleo, y la cobertura universa-
lista de la jubilación, prestaciones que ya se sustentan 
en la parte dogmática de la Constitución local, inci-
dirán directamente sobre el número total de personas 
tanto ocupadas, como desocupadas en el Estado de 
Durango.

Lo anterior, dado que en primer término, se brin-
dará por primera vez protección al ‘desempleo’, que-
dando únicamente pendiente para las autoridades del 
poder público en la entidad federativa, establecer en 
qué, específicamente, consistirá el apoyo aludido, así 
como los mecanismos para su operación; es decir, si 
éste será directamente una prestación de tipo econó-
mica, como ocurre en diversos lugares de Norteamé-
rica y Europa, e inclusive, en algunos de los países de 
Latinoamérica en donde un modelo de seguro de des-
empleo opera con resultados muy favorables; cuáles 
van a ser las condiciones, y bajo qué lineamientos se 
otorgará el apoyo, que sin duda, primeramente tendrá 
que ser objeto de regulación por parte del órgano legis-
lativo estatal, a fin de que se conforme jurídicamente 
el organismo que operará dicha prestación.

De igual manera, la inclusión novedosa en el texto 
constitucional duranguense en el tema de la jubilación 
universal, de llevarse ésta a cabalidad, beneficiaría en 
gran medida a las sub categorías que integran el ramo 
de personas ocupadas, y que corresponden a los que 
trabajan por cuenta propia, empleadores (sobretodo, 
aquellos patrones dueños de pequeños negocios que, 
independientemente de que tengan inscritos trabaja-
dores al régimen de seguridad correspondiente, ellos 
no son sujetos de seguridad social alguna, encontrán-
dose desprotegidos, consecuentemente, en su vejez o 
edad avanzada, por lo que toca al derecho a una jubila-
ción), y aquellas personas que no reciben un pago por 
sus servicios, como por ejemplo, los trabajadores del 
hogar que no reciben remuneración alguna, caso par-
ticular que contempla la actual Constitución local re-
formada, en el apartado correspondiente a los sectores 
más vulnerables de la sociedad del Estado de Durango.

En ese sentido, las diversas autoridades tendrán 
que analizar en el más corto plazo posible, la modali-
dad más conveniente que permita llevar estos sistemas 

de apoyo al desempleo y jubilación generalizada a la 
realidad jurídica duranguense, de tal manera que se 
conforme el organismo adecuado para operar dicha 
innovación, y determinar la fuente del financiamiento 
que permita la viabilidad de estas prestaciones, las que 
muy probablemente tendrán que realizarse de manera 
independiente, pero paralela a los sistemas de seguri-
dad social que, por ejemplo en el caso de la jubilación, 
a esta última, ya la venían contemplando.

El aspecto propositivo de este artículo consiste en 
que, las medidas de operación podrían llevarse a cabo 
a través de la creación, ya sea mediante ley o decreto, 
de un organismo descentralizado encargado de otorgar 
esta mayor cobertura que se plasma en el actual orden 
jurídico constitucional estatal; o bien, la creación de 
una institución desconcentrada de alguna de las de-
pendencias de la administración pública estatal cen-
tralizada ya existentes, cuyas atribuciones sean afines 
a la perspectiva del desarrollo social (como pudiera ser 
la misma Secretaría de Desarrollo Social en la entidad 
federativa, por ejemplo).

Finalmente, se considera que la fuente de finan-
ciamiento tendría que surgir necesariamente de un 
estudio de fondo de los legisladores y el sector de la 
administración pública, que permita realizar una rees-
tructuración integral del Presupuesto de Egresos para 
el Estado de Durango, para el ejercicio fiscal de que se 
trate, y los subsecuentes.
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ARTÍCULO 148 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO

El artículo 148 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano del Estado de Durango, vi-
gente, cuyas reformas y adiciones fueron publicadas 
en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Durango el día 29 de agosto del presente año, fue 
adicionado al exigir, a diferencia del texto anterior, 
como requisito para ser electos presidentes, síndicos 
o regidores de un Ayuntamiento, la residencia efecti-
va de tres años, a los ciudadanos duranguenses origi-
narios del municipio.

El interés de reflexionar un poco sobre este tema, 
nace a partir de los criterios que sobre ello han emi-
tido tanto la Sala Superior del Tribunal Electoral de 
Poder Judicial de la Federación, como las Salas Re-
gionales y los Tribunales Locales.

Los llamados requisitos de elegibilidad, surgen 
históricamente por la importancia que desde la anti-
güedad se ha dado a las particularidades que deben 
tener los ciudadanos que competirán como candi-
datos a un puesto de elección popular y que de ser 
elegidos tendrán la responsabilidad de tomar deci-
siones.

En las civilizaciones griega y romana, prevaleció 
la idea de que el guía de los pueblos debía ser el Fi-
lósofo, ya que éste era el más sabio y justo; Aristóte-
les señalaba que todo político debía tener capacidad 
para la responsabilidad capacidad para la responsabi-
lidad del cargo, virtud y justicia;

En la época medieval, los gobernantes fueron 
considerados representantes de Dios en la tierra; con 
el surgimiento del liberalismo, basados en la idea del 
bien común, se privilegió el honor de los gobernan-
tes y se rechazó la falta de moderación que había pre-
valecido.

Juan Jacobo Rousseau se pronunció sobre la hi-
pótesis que las asambleas de representantes debían 
reunirse periódicamente y que el pueblo como único 

soberano, valorando la actuación de los gobernantes, 
decidiría si éstos estaban en condiciones de conti-
nuar o no al frente sus cargos. 

La democracia ha evolucionado, sin embargo, 
sigue vigente el objetivo fundamental de establecer 
procedimientos legales que permitan seleccionar a 
los candidatos con el perfil óptimo para que nos re-
presenten.

Ahora bien, el artículo 108 del texto anterior, 
exigía para ser electos Presidentes, Síndicos o Regi-
dores de un ayuntamiento:

I.-Ser ciudadano duranguense, en pleno ejer-
cicio de sus derechos y nativo del municipio, 
o ciudadano duranguense con residencia 
efectiva dentro del territorio del municipio 
que no sea menor de seis años inmediata-
mente anteriores al día de la elección.
II.-Ser mayor de 21 años de edad;
III.-Ser de reconocida probidad y no haber 
sido condenado a más de un año de prisión, 
excepto el caso de delito por culpa. Tratándo-
se de delitos patrimoniales o de aquellos cuya 
comisión lastime seriamente la buena fama en 
el concepto de la opinión pública, el respon-
sable quedará inhabilitado para el cargo inde-
pendientemente de la pena impuesta; y
IV. No ser Secretario o subsecretario del 
Despacho del Poder Ejecutivo del Estado, 
Diputado en ejercicio ante el Congreso del 
Estado, Magistrado del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado, del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial del Estado , del Tribunal 
de Justicia Fiscal y Administrativa del Po-
der Judicial del Estado o del Tribunal para 
Menores Infractores del Poder Judicial del 
Estado, miembro del Consejo de la Judica-
tura del Poder Judicial, funcionario munici-
pal, servidor público de mando superior de 
la Federación, ni militar en servicio activo, 

La residencia efectiva como
requisito de elegibilidad

Lic. Bárbara Carolina Solís Rodríguez
Secretario de Estudio y Cuenta
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salvo que se hubieran separado de su cargo 
noventa días antes de la elección.

Sobre el particular me permito citar la sentencia 
dictada por el Tribunal Electoral del Poder Judicial 
del Estado en el expediente TE-JE-014/2013 en 
cuyo considerando de fondo se razonó:

La constitución local en la fracción prime-
ra del artículo 108, establece dos hipótesis cuyo 
planteamiento no es conjuntivo como lo inter-
preta el actor; en el primer supuesto dispone que 
para ser electos Presidentes, Síndicos o Regidores 
de un Ayuntamiento, se requiere ser ciudadano 
duranguense, en pleno ejercicio de sus derechos 
y nativo del Municipio, y en el segundo, a fal-
ta de la oriundez que exige como requisito para 
ser electo Presidente, Síndico o Regidores de un 
ayuntamiento plantea una alternativa: ser ciu-
dadano duranguense con residencia efectiva 
dentro del territorio del Municipio que no sea 
menor de seis años inmediatamente anteriores al 
día de la elección.

Ambas hipótesis, se encuentran separadas por 
la conjunción “o” que de acuerdo con el diccio-
nario de la Real Academia de la Lengua Espa-
ñola, es “la Conjunción coordinante que tiene 
valor disyuntivo cuando expresa alternativa en-
tre dos opciones”.

Es claro que el Legislador, quiso distinguir 
entre los ciudadanos nacidos en el municipio, 
para lo cual utilizó el vocablo “nativo” que sig-
nifica: 1. adj. Que nace naturalmente.2. adj. 
Perteneciente o relativo al país o lugar en que 
alguien ha nacido. Suelo nativo. Aires nativos.3. 
adj. Nacido en el lugar de que se trata. U. t. c. 
s. (Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua Española) y los ciudadanos durangue-
ses en general, a quienes impuso la carga de tener 
una residencia efectiva dentro del territorio del 
municipio no menor de seis años inmediatamen-
te anteriores al día de la elección”…

El señalado Órgano Jurisdiccional ha con-
siderado que la residencia es un hecho objetivo 
cuya configuración no depende de la existencia de 
la constancia de residencia y estimó que la exi-
gencia de la residencia como garantía de que el 
candidato conoce la problemática, necesidades y 
prioridades de la comunidad a la que pretende 

gobernar, había sido exigida de manera extrema 
porque se consideraba la única forma posible de 
conseguir ese objetivo por el poco desarrollo de los 
medios de comunicación y de transporte; sin em-
bargo, en virtud del gran avance de dichos medios 
se ha facilitado enormemente el conocimiento de 
la situación determinada de un lugar, a tal grado 
que en ocasiones es posible tener datos precisos y 
confiables de acontecimientos de un municipio o 
una región en forma casi simultánea a su realiza-
ción aún estando lejos del lugar”...

En diverso precedente, la Sala Superior con-
cluyó que es muy difícil que exista una prueba 
contundente para demostrar la residencia y ve-
cindad de una persona, además de que por regla 
general en las legislaciones no se regula la manera 
de preeconstituir una prueba para la demostra-
ción de las mismas con relación a los candidatos 
de elección popular.

De lo anterior se evidencia, que la residencia 
como requisito de elegibilidad ha evolucionado 
a partir de la tesis de jurisprudencia cuyo texto 
refiere el actor.

A mayor abundamiento y atendiendo al 
Principio de Convencionalidad, se tiene, que el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos establece: 

Artículo 25. 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna 

de la distinciones mencionadas en el artículo 2, 
y sin restricciones indebidas, de los siguientes de-
rechos y oportunidades:
a)	 Participar en la dirección de los asuntos pú-

blicos, directamente o por medio de represen-
tantes libremente elegidos; 

b)	 Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, 
auténticas, realizadas por sufragio universal 
e igual y por voto secreto que garantice la li-
bre expresión de la voluntad de los electores; 

c)	 Tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país.

Artículo 26. 
Todas las personas son iguales ante la ley y 

tienen derecho sin discriminación a igual pro-
tección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá 
toda discriminación y garantizará a todas las 
personas protección igual y efectiva contra cual-
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quier discriminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nacional o social, po-
sición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social.

Los artículos 23 y 24 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos establecen:

Artículo 23. Derechos Políticos 
1.	 Todos los ciudadanos deben gozar de los 

siguientes derechos y oportunidades: 
a)	 de participar en la dirección de los asun-

tos públicos, directamente o por medio 
de representantes libremente elegidos; 

b)	 de votar y ser elegidos en elecciones 
periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto se-
creto que garantice la libre expresión de 
la voluntad de los electores, y 

c)	 de tener acceso, en condiciones genera-
les de igualdad, a las funciones públicas 
de su país. 

2.	 La ley puede reglamentar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades a que se refiere 
el inciso anterior, exclusivamente por ra-
zones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, 
en proceso penal. 

Artículo 24. Igualdad ante la Ley 
Todas las personas son iguales ante la ley. En 

consecuencia, tienen derecho, sin discrimina-
ción, a igual protección de la ley. 

El Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, órgano encargado de la su-
pervisión del cumplimiento del Pacto Interna-
cional, ha opinado que cualquiera que sean las 
condiciones que se impongan al ejercicio de los 
derechos político-electorales “deberán basarse en 
criterios objetivos y razonables”, toda vez que “el 
ejercicio de estos derechos por los ciudada-
nos no puede suspenderse ni negarse, salvo 
por los motivos previstos en la legislación y 
que sean razonables y objetivos.”

De la misma forma, la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, órgano encargado de 
la aplicación e interpretación de la Convención 
Americana, ha estimado que:

“La previsión y aplicación de requisitos para 
ejercitar los derechos políticos no constituyen, per 
se, una restricción indebida a los derechos políti-
cos. Esos derechos no son absolutos y pueden estar 
sujetos a limitaciones. Su reglamentación debe 
observar los principios de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad en una sociedad democrática. 
La observancia del principio de legalidad exige 
que el Estado defina de manera precisa, me-
diante una ley, los requisitos para que los 
ciudadanos puedan participar en la con-
tienda electoral, y que estipule claramente el 
procedimiento electoral que antecede a las elec-
ciones. De acuerdo al artículo 23.2 de la Con-
vención se puede reglamentar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades a las que se refiere el 
inciso 1 de dicho artículo, exclusivamente por las 
razones establecidas en ese inciso. La restricción 
debe encontrarse prevista en una ley, no ser 
discriminatoria, basarse en criterios razonables, 
atender a un propósito útil y oportuno que la 
torne necesaria para satisfacer un interés públi-
co imperativo, y ser proporcional a ese objetivo. 
Cuando hay varias opciones para alcanzar ese 
fin, debe escogerse la que restrinja menos el dere-
cho protegido y guarde mayor proporcionalidad 
con el propósito que se persigue.”

En nuestro estado, la constitución, como ya 
se dijo, hace una distinción y exige al ciudada-
no duranguense, no nativo del municipio al que 
corresponde el ayuntamiento, la demostración de 
la residencia, no así al originario del municipio, 
de imponerle esa carga, se estarían violentando 
sus derechos políticos, con una restricción no pre-
vista por la ley”…

En la referida sentencia, se concluyó “que no le 
asiste la razón al promovente en cuanto a que los candi-
datos a Presidentes, Síndico y Regidores del Municipio 
de Topia, Durango, propuestos por el Partido de la Re-
volución Democrática no cumplieron con el requisito de 
residencia efectiva al ser registrados ante la autoridad 
responsable, por lo que se determina que el Acuerdo nú-
mero treinta y tres dictado en la sesión extraordinaria 
número diecinueve llevada a cabo el día cinco de mayo 
de dos mil trece, por el que se aprobó el registro supleto-
rio de los candidatos referidos, fue emitido de conformi-
dad con las disposiciones legales aplicables, motivo por 
el cual es procedente su confirmación por lo que corres-
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ponde a los actos que fueron materia del presente medio 
de impugnación.”

Ahora bien, en relación con el señalado requisito 
de elegibilidad, el legislador quiso imponer una res-
tricción a los nacidos en el municipio de que se trate 
la elección, pues en el nuevo texto establece:

Artículo 148.-
Para ser electos presidentes, síndicos o re-

gidores de un Ayuntamiento, se requiere:
I.	 Ser ciudadano duranguense, en pleno ejer-

cicio de sus derechos, originario del Mu-
nicipio y con residencia efectiva de tres 
años, o ciudadano duranguense con resi-
dencia efectiva que no sea menor de cinco 
años inmediatamente anteriores al día de 
la elección.

II.	Ser mayor de veintiún años de edad al día 
de la elección.

III.	En el caso de ser Secretario o Subsecre-
tario, Diputado en ejercicio, Magistrado, 
Consejero de la Judicatura, Comisionado 
o Consejero de un órgano constitucio-
nal autónomo, funcionario municipal de 
mando superior, servidor público de man-
do superior de la Federación, o militar en 
servicio activo, deberá separarse del cargo 
noventa días antes de la elección.

IV.	No ser Ministro de algún culto religioso.
V.	 No haya sido condenado por la comisión 

de delito doloso.

Es claro que dicho requisito tiende a asegurar que 
los ciudadanos que pretendan ocupar los referidos 
cargos, tengan un mayor conocimiento y compro-
miso con su entorno geográfico y social, los que son 
necesarios para el mejor desempeño de las funciones 
propias de su encargo y que la población sea repre-
sentada por personas que hayan nacido en ella o se 
encuentren de tal manera vinculados a la misma por 
la residencia que puedan tener un cabal conocimien-
to de las necesidades reales, de las ideas y de los senti-
mientos de los vecinos de la localidad de que se trate 
para que sea una representación auténtica.

Sin embargo como se razonó en la sentencia cita-
da, los medios de comunicación, permiten en la ac-
tualidad estar informado de la situación y novedades 
en el contexto social, en el caso, del municipio.

Por otra parte y como en un momento lo razonó 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, es difícil que exista una prueba 
contundente para demostrar la residencia y en nues-
tra Legislación como en la mayoría de los Estados no 
se regula la manera de preconstituir una prueba para 
la demostración de la residencia y la vecindad.

Existen diversas jurisprudencias orientadoras del 
tema, sin embargo sería deseable que la Legislación 
local previera expresamente la forma y requisitos 
para acreditar la residencia efectiva de la que habla el 
artículo 148 de la Constitución.
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Nuestro Estado de Durango, al igual que el resto 
de las entidades federativas de la República Mexica-
na, cuenta con una Constitución, que es la cúspide 
de su orden jurídico local.

Respecto de la existencia del máximo ordena-
miento, existe consenso entre los tratadistas en el 
sentido de que no es suficiente que se expida un texto 
que contenga los principios, valores y normas que se 
consideren esenciales para la comunidad política en 
un momento determinado, si no que es indispensa-
ble, si no se quiere que el documento se transforme 
en un simple texto nominal, que éste tenga aplica-
ción en realidad, y si dicha aplicación no es efectiva, 
así sea de manera limitada, deben establecerse los 
mecanismos necesarios para que esta situación pue-
da corregirse y se restablezca el orden constitucional 
desconocido o violado1. 

En ese contexto, la necesidad de proteger a la 
Constitución se funda en la realidad, en el sentido de 
que la vida social regulada por el derecho; los cons-
tantes cambios sociopolíticos demandan que la Cons-
titución exponga cierto grado de vigencia y efectivi-
dad. La evolución del Estado depende del irrestricto 
respeto a la Constitución, que debería ser espontáneo 
y natural, pero a veces las autoridades públicas, cuyos 
titulares juran observar y guardar la norma suprema, 
la desconocen, con lo cual desequilibran a los poderes 
públicos y violan los derechos humanos-fundamenta-
les. Así, es indispensable que existan medios procesa-
les de protección constitucional2.

En nuestra entidad hasta antes de que se publi-
cara el decreto número 5403 que contiene la nueva 

1 FIX ZAMUDIO, Héctor y VALENCIA CARMONA, Salvador, 
“Derecho Constitucional Mexicano y Comparado”, Ed. Porrúa, 3ª. 
Ed., México 2003, p. 173 

2 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Serie 
Grandes Temas del Constitucionalismo Mexicano, La Defensa de la 
Constitución, 1ª. Ed., octubre 2015, p. 15

3 Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Duran-
go, número 69, el 29 de agosto de 2013

Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango, se carecía de mecanismos que conten-
gan sanciones y restituyan las violaciones al marco 
constitucional.

En el dictamen por el que se aprobó el indica-
do decreto, la sexagésima quinta legislatura de H. 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Durango, 
consideró integrar nuevas instancias al Poder Judicial 
además de otorgarles nuevas y trascendentes atribu-
ciones, como las de salvaguardar la supremacía de la 
Constitución del Estado. Por ello propusieron reali-
zar una modificación a la iniciativa de los tres pode-
res del Estado en materia de control constitucional 
local, lo anterior a fin de garantizar de manera clara 
las funciones e integración del órgano encargado del 
control de constitucionalidad local.

CONCEPTO: En la doctrina constitucional, son 
múltiples y diversas las definiciones respecto de la de-
fensa de la constitución, sin embargo, coinciden con 
las características que se le atribuyen.

El Dr. Héctor Fix Zamudio, afirma que la defensa 
de la Constitución está integrada por todos aquellos 
instrumentos jurídicos y procesales que se han esta-
blecido tanto para conservar la normativa constitu-
cional como para prevenir su violación, reprimir su 
desconocimiento y, lo que es más importante, lograr 
el desarrollo y la evolución de las propias disposicio-
nes constitucionales4. 

Por su parte, el jurista César Carlos Garza García, 
en su concepto la defensa de la constitución es toda 
vía que permite salvaguardar a la ley fundamental de 
los actos arbitrarios de algún órgano de gobierno, 
mediante un acto jurídico que restaura el estado de 
derecho de manera coercitiva5. 

4 Ibidem, FIX ZAMUDIO, Héctor y VALENCIA CARMONA, Sal-
vador, “Derecho Constitucional Mexicano y Comparado”, Ed. Porrúa, 
3ª. Ed., México 2003, p. 178 

5 GARZA GARCÍA, César Carlos, “La Defensa de la Constitución”, 
Ed. Lazcano Garza Editores, México, 1997, 1ª. Ed., p. 13

Lic. Damián Carmona Gracia

Defensa de la Constitución
del Estado de Durango

Secretario General de Acuerdos
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Lo enunciado en las definiciones citadas, coinci-
den en que la defensa de la constitución se promueve 
por una serie de instrumentos jurídicos que permi-
ten salvaguardar el orden y la seguridad jurídica, que 
nacen y fluyen del máximo ordenamiento hacia todo 
el sistema jurídico, y que esa garantía de seguridad 
jurídica puede mantenerse aun con el uso de la fuer-
za, en contra de todo acto que deviene atentatorio 
del orden legal.

A efecto de sistematizar el concepto de defensa de 
la constitución, el destacado jurisca Fix Zamudio, lo 
escinde en dos categorías fundamentales, que en la 
práctica se encuentran estrechamente relacionadas, y 
que denomina a la primera protección de la constitu-
ción; y a la segunda justicia constitucional6.

En lo relativo a la “protección de la constitución”, 
se integra con todos aquellos documentos políticos, 
económicos, sociales y de técnica jurídica, que han 
sido canalizados por medios de normas de carácter 
fundamental e incorporados a los documentos cons-
titucionales con el propósito de limitar el poder y 
lograr que sus titulares se sometan a los lineamientos 
establecidos en la propia carta fundamental, tanto 
por lo que respecta a sus atribuciones como también 
el respeto a los derechos humanos de los gobernados.

Por lo que hace a la segunda categoría “justicia 
constitucional”, tiene por objeto el estudio de las 
garantías constitucionales, pero entendidas no en 
el concepto tradicional que las identifica con los 
derechos de la persona humana consagrados cons-
titucionalmente, sino como los medios jurídicos de 
naturaleza preponderantemente procesal, que están 
dirigidos a la reintegración del orden constitucional 
cuando ha sido desconocido o violado por los órga-
nos del poder, a pesar de los instrumentos contem-
plados en la protección de la constitución, que no 
son suficientes para lograr el respeto y cumplimiento 
de las máximas normas.

Resumiendo lo antes indicado, podemos men-
cionar que ninguna autoridad de cualquier orden de 
gobierno, puede mermar las disposiciones constitu-
cionales para regular sus actuaciones, sino por el con-
trario deben estar acordes con lo preceptuado para 
que resulten válidas.

Pese a esa determinación constitucional, en la 
práctica no ha sido suficiente dar plena eficacia a la 

6 Ibidem, FIX ZAMUDIO, Héctor y VALENCIA CARMONA, Sal-
vador, “Derecho Constitucional Mexicano y Comparado”, Ed. Porrúa, 
3ª. Ed., México 2003, p. 179 

supremacía constitucional, por lo que se instauraron 
los sistemas de control o instrumento de defensa.

Al respecto, la doctrina ha sostenido que entre 
el control de la constitucionalidad y la supremacía 
constitucional existe una estrecha vinculación, ya 
que la supremacía constitucional consiste en que 
ninguna autoridad, ley federal o local pueden con-
travenir la ley fundamental, y el control constitu-
cional hace efectivos dichos principios al otorgar los 
mecanismos necesarios para garantizar el respeto de 
nuestro máximo ordenamiento.

Por lo que hace a las características de las defensas 
de la constitución, se sabe que en México existen vías 
jurisdiccionales y parajurisdiccionales7; por las prime-
ras se entienden los instrumentos jurídico procesales 
destinados a restaurar el orden constitucional, por 
ejemplo: el juicio de amparo, controversia constitu-
cional, acción de constitucionalidad, etc.; por lo que 
hace a las segundas, son aquellos procedimientos o 
actuaciones de autoridad no jurisdiccionales, enca-
minados a velar por el orden constitucional, ejemplo 
de ello es el auto control constitucional, el control 
inductivo de la constitucionalidad. 

GARANTÍAS CONSTITUCIONALES: Es 
menester precisar que el presente tiene como objeto 
mencionar de manera concreta las garantías constitu-
cionales establecidas en la Constitución Política del 
Estado de Durango para su defensa, sin adentrarse 
al estudio de las categorías esenciales en que pueden 
clasificarse los órganos de garantía constitucional, es 
decir, de carácter político, judicial y neutro, aunque 
en cada una de ellas puedan hacerse posteriores sub-
divisiones.

Sobre el particular tenemos que la constitución 
del Estado de Durango, establece que el Control de 
Constitucionalidad es un procedimiento para mante-
ner el principio de supremacía Constitucional; tiene 
por objeto dirimir de manera definitiva e inatacable 
los conflictos constitucionales que surjan dentro del 
ámbito estatal, sin perjuicio de lo previsto en la Cons-
titución Política de los Estado Unidos Mexicanos8.

Al efecto, se establece que el Tribunal Superior de 
Justicia, tiene dentro de sus facultades y obligaciones 
garantizar la Supremacía y Control de la Constitu-

7 Ibidem, GARZA GARCÍA, César Carlos, “La Defensa de la Constitu-
ción”, Ed. Lazcano Garza Editores, México, 1997, 1ª. Ed., p. 15 y 19. 

8 Artículo 118, párrafo 2.
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ción, mediante su interpretación y anular las leyes 
o decretos contrarios a ella; para el ejercicio de la 
indicada facultad, contará con una Sala de Control 
Constitucional integrada por tres Magistrados9. 

La Sala de Control Constitucional, ejercerá ade-
más una función Consultiva para los órganos del Es-
tado, a fin de interpretar las normas contenidas en la 
propia Constitución. 

Como se señaló párrafos atrás, en México existen 
diversos instrumentos de defensa de la Constitución, 
que son de carácter procesal y su conocimiento le 
compete al Poder Judicial Federal, al igual que en el 
Estado de Durango.

Ahora bien, en el ámbito local la propia constitu-
ción señala como instrumentos de tutela las siguien-
tes garantías10: 

I. Controversias Constitucionales Locales: Es 
el juicio que permite resolver los conflictos de ca-
rácter competencial que surjan entre diferentes ins-
tancias y niveles de gobierno, con excepción en la 
materia electoral, sin perjuicio de las controversias 
constitucionales que le compete resolver exclusiva-
mente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y que se susciten entre: a) El Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo; b) El Poder Ejecutivo y uno o más 
municipios del Estado; c) El Poder Legislativo y uno 
o más municipios del Estado; d) Dos o más munici-
pios del Estado, siempre que no se trate de cuestiones 
relativas a sus límites territoriales; y e) Uno o más 
órganos constitucionales autónomos11 y los Pode-
res Ejecutivo o Legislativo; o entre aquellos y otro u 
otros órganos del gobierno estatal o municipal.

II. Las acciones de inconstitucionalidad: Re-
presentan una vía de impugnación directa de vali-
dez jurídica de las normas de reciente generación, su 
efecto final, de prosperar la solicitud planteada por el 
demandante, es la de abrogar una ley; a través de esta 
vía puede plantearse la posible contradicción entre 
una norma de carácter general, estatal o municipal, 
9 Artículo 112, fracción VI, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Durango

10 Artículo 119.

11 La Comisión Estatal de Derechos Humanos, el Instituto Duran-
guense de Acceso a la Información Pública y de Protección de Datos 
Personales, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, el Insti-
tuto de Evaluación de Políticas Públicas y la Comisión Anticorrupción. 
Artículo 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango.

y la Constitución, que podrán ser ejercidas dentro 
de los sesenta días naturales siguientes al de la publi-
cación por: a) El Ejecutivo del Estado; b) El treinta 
y tres por ciento de los integrantes del Congreso del 
Estado; c) El treinta y tres por ciento de los Regido-
res del Municipio en contra de las disposiciones de 
carácter general aprobadas por el Ayuntamiento; d) 
Los titulares de los órganos constitucionales autóno-
mos, con relación a la materia de su competencia; y 
e) Los Partidos Políticos Nacionales y Estatales de-
bidamente acreditados y registrados ante el Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana del Estado 
de Durango.

III. Acciones por omisión legislativa: La omi-
sión legislativa podría entenderse como la inactivi-
dad del legislador en el desarrollo de su funciones 
relativas a la expedición de leyes, ante lo cual, surge 
la necesidad de que los asuntos al interior de las co-
misiones legislativas no se queden en el tintero, de 
ser así se violenta la norma y se pone en entredicho 
la supremacía de la constitución, produciendo un va-
cío legal que se traduce en un ataque a la seguridad 
jurídica.

Atento a lo dispuesto en el ordenamiento su-
perior del Estado de Durango, se puede activar la 
acción por omisión legislativa cuando se considere 
que el Congreso del Estado o algún Ayuntamiento 
no haya aprobado alguna norma de carácter gene-
ral que expresamente esté mandatado emitir y que 
dicha omisión afecte el debido cumplimiento de 
esta Constitución, que interpongan: a) El Goberna-
dor del Estado; b) El treinta y tres por ciento de los 
miembros del Congreso del Estado; c) El treinta y 
tres por ciento de los integrantes de los ayuntamien-
tos; d) El cero punto cinco por ciento de los ciudada-
nos inscritos en el padrón electoral; y e) Los titulares 
de los órganos constitucionales autónomos, en sus 
respectivas materias.

EFECTOS DE LAS SENTENCIAS: Las senten-
cias dictadas por la Sala de Control Constitucional, 
que declaren la inconstitucional de una norma ge-
neral, aprobadas por unanimidad de votos, tendrán 
efectos generales en todo el Estado, a partir de la 
fecha de su publicación en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado.
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Las resoluciones que fueren aprobadas por dos 
votos, únicamente tendrán efectos particulares.

Las resoluciones que decreten la existencia de 
omisión legislativa, surtirá sus efectos a partir de su 
publicación; en dicha resolución se determinará el 
plazo en el cual el Congreso del Estado o el Ayun-
tamiento enmienden la omisión correspondiente, 
el que no podrá exceder de ciento ochenta días. El 
incumplimiento de esta sentencia, será motivo de 
responsabilidad.

Por cuanto hace a la ley reglamentaria, es de men-
cionarse que ésta establecerá los requisitos, plazos y el 
procedimiento que deberán sujetarse las partes para 

dirimir la controversia que presenten para conseguir 
la tutela de nuestra Constitución, misma que deberá 
expedirse según lo establece el artículo segundo tran-
sitorio del decreto por el que se aprobó la Constitu-
ción vigente, en un término de tres años contados a 
partir de la entrada en vigor.

Para concluir, es de mencionarse que la imple-
mentación de los instrumentos para la defensa de 
nuestra constitución local, esencialmente tendrá 
como fin limitar el abuso de los órganos de gobierno, 
y así lograr que los preceptos contenidos en el máxi-
mo ordenamiento adquieran vigencia y efectividad.
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RESUMEN
El presente trabajo da cuenta de los mecanismos 

procesales previstos por la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Durango, para lograr su 
protección y salvaguarda.

Para conseguir nuestro objetivo, se fija el mar-
co teórico de lo que se entiende por “defensa de la 
Constitución”, para posteriormente mostrar cuáles 
son los mecanismos procesales que la Constitución 
Duranguense establece para asegurar su regularidad.

Palabras clave: Defensa de la Constitución, 
Garantías constitucionales, Justicia Constitucional, 
Nueva Constitución.

CONSTITUTIONAL JUSTICE IN THE FREE STATE 
CONSTITUTION AND SOVEREIGN OF DURANGO

ABSTRACT
This work shows the procedural mechanisms provid-

ed by the Constitution of the Free and Sovereign State 
of Durango, for their protection and safety.

To achieve our goal, we set the theoretical framework 
of what is meant by “defending the Constitution”, later 
to show what are the procedural mechanisms established 
Duranguense Constitution to ensure its regularity.

Keywords: Defense of the Constitution, Constitu-
tional Guarantees, Constitutional Justice, New Consti-
tution.

Introducción
El 29 de Agosto del presente año, el Titular del 

Poder Ejecutivo del Estado de Durango, C.P. Jorge 
Herrera Caldera, promulgó el decreto número 540, 
que contiene la reforma integral a la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Durango.

Reforma que se realizó después de una amplia 
consulta social (más de un año de foros, conferen-
cias, debates), donde los ciudadanos duranguenses 
realizaron sus propuestas con la finalidad de que fue-
ran incorporadas al texto constitucional.

Con dicha reforma, el Estado de Durango prác-
ticamente tiene una nueva Constitución Política, al 
haberse reformado íntegramente los 131 artículos 
que conformaban la norma fundamental anterior, 
con la adición de 52 artículos más; distribuidos en 
ocho títulos y 28 capítulos, a través de los cuáles se 
regulan las decisiones políticas fundamentales de los 
Duranguenses.

De entre los aspectos más sobresalientes de la 
mencionada reforma, se encuentran un catalogo am-
plio y ordenado de derechos humanos, que se con-
vierten en una pieza fundamental para garantizar el 
respeto a la dignidad humana.

En la reforma se reconocen los derechos identi-
ficados en la doctrina como de primera generación 
(Libertad, civiles y políticos: vida; libertad y segu-
ridad personal; integridad física, psíquica y sexual; 
igualdad; no discriminación; equidad plena entre el 
hombre y la mujer; personalidad jurídica; libertad de 
conciencia y religión; honor; propia imagen; buen 
nombre; intimidad personal y familiar; inviolabili-
dad en las comunicaciones; libertad de expresión; re-
plica; reunión; petición; libertad de tránsito; derecho 
de audiencia; acceso a la justicia y protección judicial; 
irretroactividad de las leyes en perjuicio; prohibición 
de ser aprisionado por deudas de carácter civil; pro-
hibición de ser torturado y sometido a penas y tratos 
crueles e inhumanos; derechos del procedimiento 
penal; justicia de menores; protección jurídica de la 
familia; contraer matrimonio; inalienabilidad del pa-
trimonio familiar; información; protección de datos 
personales); segunda generación (derechos sociales: 
educación; salud; trabajo; agua; alimentación nutri-
tiva, suficiente y de calidad; cultura física y depor-
te; seguridad social; vivienda; atención a grupos en 
situación de vulnerabilidad), y tercera generación, 
(derechos de los pueblos o solidaridad social: dere-
cho a la paz, al desarrollo y a un medio ambiente 
limpio); así como otros derechos que pueden consi-
derarse como de cuarta generación, como  el de acce-
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so a internet, y a las tecnologías de la información y 
comunicación, acorde con la tendencia internacional 
en derechos humanos. 

Derechos que son de directa e inmediata aplica-
ción por y ante toda autoridad, de cualquier orden 
de gobierno, ya sea administrativa o judicial, por lo 
que no podrá alegarse falta de normatividad para 
justificar su vulneración o desconocimiento, ni para 
negar su reconocimiento.

En la Constitución, se reconoce el carácter uni-
versal, inalienable, indivisible, irrenunciable, inter-
dependiente y progresivo de los derechos. Asimismo 
se establece que la interpretación de estos derechos, 
se hará en conformidad con la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados in-
ternacionales en materia de derechos humanos, la 
particular del Estado, bajo el principio pro persona, 
lo que significa, que la interpretación que se realice 
en materia de derechos humanos, se deberá favorecer 
en todo tiempo a las personas, con la protección más 
amplia. Atendiendo además, a los criterios emitidos 
por los organismos y órganos jurisdiccionales de pro-
tección de los derechos humanos reconocidos por el 
Estado Mexicano.

Especial mención merecen los derechos de los 
grupos en situación de vulnerabilidad, en los que se 
reconocen, los previstos para que las mujeres emba-
razadas, reciban un trato sin discriminación por su 
embarazo en los ámbitos educativo, económico, so-
cial y laboral; el acceso de manera gratuita a los servi-
cios de salud materna durante el periodo de embara-
zo, parto y posparto y a que dispongan de tiempo de 
lactancia durante la jornada laboral. 

Al respecto, cabe señalar que a la fecha sólo gozan 
de ellos, las mujeres que laboran en los ámbitos pú-
blico y privado, y en esta nueva Constitución se con-
cede el beneficio a todas las  mujeres embarazadas. 

Igualmente, se reconocen los derechos para los 
adultos mayores, otorgándoles atención prioritaria y 
experta, privilegiando su inclusión social y económi-
ca, así como su protección contra la violencia, mal-
trato o negligencia en su cuidado.

También se garantiza a los jóvenes su libre parti-
cipación en el desarrollo político, social, económico 
y cultural; se establece la protección a los duranguen-
ses que residan en otra entidad federativa o en otro 
país, para la defensa de sus derechos, y se reconocen 
los derechos de que gozan los pueblos, comunidades 
indígenas y etnias originarias del territorio estatal en 

términos de lo dispuesto por el artículo 2 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Cómo se ve, nuestra Constitución Política Estatal 
establece un amplio catalogo de derechos humanos; 
sin embargo, es necesario preguntarse, qué mecanis-
mos establece para su garantía; es decir; qué instru-
mentos previó el constituyente duranguense para ase-
gurar el respeto a los mencionados derechos humanos.

Para evidenciar ello, es necesario responder a la 
pregunta ¿Qué se entiende por defensa de la Cons-
titución? ¿La reforma integral a la Constitución de 
Durango establece mecanismos de defensa constitu-
cional, de tal suerte que se garantice la protección a 
los derechos humanos?

En lo sucesivo se dará respuesta a las anteriores 
interrogantes.

1. Defensa de la Constitución

La Constitución es considerada  la norma supre-
ma de un Estado, porque crea los poderes públicos 
de un Estado, delimita sus funciones -positiva y ne-
gativamente-, reconoce los derechos fundamentales 
de las personas, e incorpora los valores esenciales de 
la comunidad a la que rige.1

En ese sentido, toda constitución debe contener 
los instrumentos de defensa constitucional, para ase-
gurar su mantenimiento. 

Pero, a qué nos referimos cuando decimos “de-
fensa de la constitución”. 

Por “defensa de la constitución”, se puede enten-
der “el conjunto de instrumentos procesales desti-
nados a salvaguardar el contenido, los alcances y la 
evolución de la Ley Fundamental”2.

Dicho concepto se puede escindir en dos cate-
gorías:”1) la protección de la Constitución y b) las 
garantías constitucionales3.

La expresión “protección de la Constitución”, se 
integra por todos aquellos instrumentos políticos, 
económicos y sociales y de técnica jurídica, que han 
sido canalizados por medio de normas de carácter 
fundamental e incorporados a los documentos cons-
titucionales con el propósito de limitar el poder […] 

1 Montoya Zamora Raúl. El Nuevo Paradigma del Control Constitucional 
en Materia Electoral. México: Flores editor y distribuidor, 2012. p. 69.

2 La Defensa de la Constitución, Serie Grandes Temas del Constitucio-
nalismo Mexicano. México: SCJN, 2005. p. 16.

3 Fix Zamudio,Héctor, Introducción al Derecho Procesal Constitucional. 
México: Fundap, 2002, pp. 72-73.
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para lograr la marcha armónica equilibrada y normal 
de los poderes públicos y, en general, de todo órgano 
de autoridad.4

Los mencionados instrumentos, se ubican en la 
parte orgánica de la Constitución. Un ejemplo de 
este tipo de instrumentos de protección constitucio-
nal, es la división de poderes, mediante la cual, se 
establecen los límites en relación a las facultades de 
cada órgano de autoridad.

En la segunda vertiente -garantías constituciona-
les- , también denominada “justicia constitucional”, 
tiene por objeto el estudio de las garantías consti-
tucionales, entendidas no como los derechos funda-
mentales de las personas, sino como los medios de 
naturaleza procesal, cuya finalidad es el respeto del 
orden constitucional cuando éste ha sido violado por 
los órganos de poder, aún cuando están los instru-
mentos protectores señalados líneas arriba, y que no 
han sido suficientes para lograr el cumplimiento de 
las disposiciones fundamentales.5

Casi en un sentido idéntico, por “justicia cons-
titucional” se entiende, un conjunto de mecanis-
mos constitucionales, de naturaleza eminentemente 
procesal, que se sustentan fundamentalmente en el 
principio de supremacía constitucional, y tienen por 
finalidad hacer cumplir dicho principio. 

Algunos ejemplos de garantías constitucionales 
en el sistema jurídico mexicano, lo son el juicio de 
amparo, las acciones de inconstitucionalidad, las 
controversias constitucionales, entre otros, que tie-
nen como finalidad restaurar el orden constitucional 
cuando ha sido vulnerado por los órganos del estado.

Vistas así las cosas, en el siguiente apartado se 
analizarán algunas disposiciones normativas de la 
Constitución de Durango, con el objeto de analizar  
algunos mecanismos procesales tendentes a garanti-
zar el principio de supremacía constitucional.

2. La Justicia Constitucional en la Constitución en 
la Constitución Política del Estado de Durango

La Constitución Política del Estado Libre y Sobe-
rano de Durango, incorpora en su texto, tanto me-
canismos de protección constitucional, como de jus-
ticia constitucional, cuyo objetivo es hacer viable la 

4 Fix Zamudio, Héctor, y Valencia Carmona, Salvador, Derecho Consti-
tucional Mexicano y Comparado, 5ª ed. México: Porrúa, 2007. p. 186.

5 Ibídem., p. 186.

defensa de la Constitución Local, y por consiguiente, 
garantizar el principio de supremacía constitucional, 
dentro del ámbito estatal.

Recordamos que la expresión “protección consti-
tucional”, comprende el conjunto de instrumentos 
políticos, económicos y sociales y de técnica jurídica, 
incorporados en el documento constitucional, con el 
fin de limitar el poder político, y así lograr la buena 
marcha de los poderes públicos y, en general, de todo 
órgano de autoridad.

El primer instrumento de protección constitucio-
nal, lo encontramos en el artículo 61, de la Consti-
tución Política Local, que establece la división del 
poder público para su ejercicio en legislativo, ejecu-
tivo y judicial.

La división de poderes, tiende a asegurar la liber-
tad de las personas, precisamente a través del estable-
cimiento de un sistema de pesos y contrapesos, de tal 
suerte que se garantice que el poder no se ejerza de 
una manera arbitraria. 

Se trae a colación lo dicho por Montesquieu, 
en el sentido de que la concentración del poder ya 
sea una sola persona, pocas o muchas, constituía la 
definición misma de la tiranía; por ello propuso un 
sistema de división de poderes, a través del cual se 
garantizaba la libertad de los ciudadanos, puesta en 
peligro por un poder ilimitado. 

La división de poderes, formó parte del concepto 
originario de Constitución -el de Constitución Libe-
ral-, según el cual, ésta tiende a limitar al poder po-
lítico, garantizando así la libertad de los ciudadanos, 
a través de técnicas adecuadas de división del poder. 

Este concepto originario liberal de Constitución, 
fue puesto de manifiesto por el artículo 16 de la De-
claración de los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano de 1789, que estableció lo siguiente: “Una 
sociedad en la que no esté asegurada la garantía de 
los derechos ni reconocida la división de poderes, no 
tiene Constitución”.

Desde esa perspectiva, no todo Estado está pro-
visto de Constitución, o mejor dicho, no todo Es-
tado se puede calificar como Constitucional. En ese 
sentido, un Estado puede adjetivársele como “Cons-
titucional”, o provisto de Constitución, si satisface 
las siguientes condiciones: a) Que esté asegurada la 
garantía de los derechos, y b) Que reconozca la di-
visión de poderes (Legislativo, Ejecutivo y Judicial). 

Nuestra Constitución Local, además de consagrar 
en su artículo 61 el principio de división de poderes, 
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establece cuáles son las atribuciones de cada uno de 
estos poderes, evitando la concentración e injeren-
cia arbitraria entre los poderes ejecutivo, legislativo y 
judicial; diseñando más bien, un sistema de pesos y 
contrapesos, de tal suerte que las decisiones de uno 
de estos poderes puedan ser controladas por otro, tal 
y como sucede cuando el Congreso del Estado auto-
riza al ejecutivo a celebrar contratos sobre proyectos 
de inversión o servicios, o cuando el congreso aprue-
ba la cuenta pública de los otros poderes y órganos 
constitucionales autónomos, o cuando designa a los 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia a pro-
puesta del titular del Ejecutivo. 

En tal virtud, a través de una adecuada técnica 
de división del poder político, se asegura que los po-
deres legislativo, ejecutivo y judicial, no interfieran 
arbitrariamente en la libertad y propiedades de los 
ciudadanos duranguenses, ya que estos poderes sólo 
tienen permitido hacer lo que la Constitución y las 
leyes les facultan.

Otros instrumentos de protección constitucio-
nal reconocidos por la Constitución de Durango, 
son los siguientes: a) instrumentos sociales, que se 
verifica con la participación de partidos políticos y 
grupos de la sociedad; b) instrumentos económicos, 
que consiste en la regulación de los recursos econó-
micos y financieros, a través de la ley de ingresos y 
presupuesto de egresos, así como su respectiva fis-
calización, y c) instrumentos de técnica jurídica, el 
cual tiene fundamento en el principio de supremacía 
constitucional y en el procedimiento dificultado de 
reforma a la Constitución, que puede incluir un re-
feréndum cuando se proponga una reforma integral 
o una nueva Constitución.

El otro sistema de defensa de la Constitución, 
es denominado garantías constitucionales o justicia 
constitucional, y comprenden los medios jurídicos 
eminentemente procesales, que se encuentran enca-
minados a reparar el orden constitucional, cuando 
éste ha sido desconocido o violado por los propios 
órganos de poder, y los instrumentos protectores an-
tes señalados, no han sido suficientes para lograr el 
respeto y cumplimiento de las disposiciones consti-
tucionales.

Como se ve, las denominadas “garantías constitu-
cionales”, también conocidas como medios de con-
trol constitucional, tienen un carácter reparador del 
orden constitucional, a diferencia de los instrumen-
tos de protección a la norma fundamental.

Ahora nos referiremos a los mecanismos procesa-
les de justicia constitucional, previstos en la Consti-
tución Política del Estado.

En primer lugar, cabe señalar que conforme lo 
dispone el artículo 118, párrafo 2, de la Constitu-
ción Política del Estado de Durango, el “control de 
la constitucionalidad” se define como un procedi-
miento que tiene como objeto mantener el princi-
pio de supremacía constitucional, por medio de la 
resolución definitiva e inatacable de los conflictos 
constitucionales que surjan en el ámbito estatal, sin 
perjuicio de lo previsto por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Para el ejercicio de la facultad de control consti-
tucional, el Tribunal Superior de Justicia cuenta con 
una Sala Constitucional, integrada por tres magistra-
dos (art. 118, p 1, CPED).

La Sala de Control Constitucional cuenta con 
dos principales atribuciones: la contenciosa propia-
mente dicha, que tiene por objeto resolver los con-
flictos constitucionales, y la consultiva, por medio de 
la cual, los órganos del Estado consultan a la Sala 
sobre la interpretación de las normas contenidas en 
la Constitución (art. 118, p 3, CPED).

Los mecanismos de control constitucional com-
petencia de esa Sala Constitucional son los siguientes:

a)	 Controversias constitucionales locales;
b)	 Acciones de Inconstitucionalidad local, y
c)	 Acciones por omisión legislativa.

2.1 Controversias constitucionales locales

El mecanismo denominado “Controversias cons-
titucionales locales”, cumple con una función se-
mejante a sus homologas a nivel federal, ya que a 
través de ellas, se resuelven los conflictos de carácter 
competencial que surjan entre diferentes instancias 
y niveles de gobierno, con excepción de la materia 
electoral, y sin perjuicio de las controversias cons-
titucionales que le compete resolver a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (art. 119, p 1, frac. 
I, CPED).

Estas controversias se pueden presentar entre las 
siguientes instancias y niveles de gobierno:

a)	 El Poder Ejecutivo y el Legislativo;
b)	 El Poder Ejecutivo y uno o más municipios del 

Estado;
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c)	 El Poder Legislativo y uno o más municipios del 
Estado;

d)	 Dos o más municipios del Estado, siempre que 
no se trate de cuestiones relativas a sus límites te-
rritoriales;

e)	 Uno o más órganos constitucionales autónomos y 
los poderes Ejecutivo o Legislativo; o entre aqué-
llos y otro u otros órganos del gobierno estatal o 
municipal.

A diferencia de lo que sucede con las controver-
sias constitucionales reguladas por la Carta Federal, 
en nuestra constitución se plantea un supuesto de 
controversia entre órganos constitucionales autóno-
mos con los poderes Ejecutivo y Legislativo, o entre 
aquéllos y otro u otros órganos del gobierno estatal 
o municipal.

Asimismo, se destaca que las controversias so-
bre las cuestiones de competencia, se da dentro del 
marco establecido en la Constitución Estatal, y no 
en la Constitución Federal, ya que de lo contrario, 
resultaría procedente la controversia constitucional 
federal.

Finalmente, se deja a la legislación secundaria el 
establecimiento de los requisitos, plazos y el proce-
dimiento al que deberán sujetarse las partes para la 
resolución de este medio de control constitucional. 

2.2 Acción de inconstitucionalidad local

La Acción de inconstitucionalidad local, es un 
medio abstracto de control constitucional, que tie-
ne por objeto plantear la posible contradicción entre 
una norma de carácter general, estatal o municipal, 
y la Constitución Local (art. 119, p 1, frac. II de la 
CPED).

Como se advierte, el control constitucional que 
se ejerce a través de esta vía, es de manera abstrac-
ta, es decir, sin que presuponga un acto concreto de 
aplicación de la norma general.

De entre los sujetos legitimados para promover 
esta acción, se encuentran:

a) El Poder Ejecutivo;
b) El treinta y tres por ciento de los integrantes del 

Congreso del Estado;
c) El treinta y tres por ciento de los regidores del mu-

nicipio, en contra de las disposiciones de carácter 
general aprobadas por el Ayuntamiento;

d) Los titulares de los órganos constitucionales au-
tónomos, con relación a la materia de su compe-
tencia, y

e) En materia electoral, por los partidos políticos 
nacionales y estatales debidamente acreditados y 
registrados ante el Instituto Electoral y de Partici-
pación Ciudadana del Estado de Durango.

El plazo para promover la Acción de inconstitu-
cionalidad, es dentro de los sesenta días naturales si-
guientes al de la publicación de la norma.

En lo que respecta a los efectos de las sentencias 
que se dicten en dicho medio de control constitu-
cional, de la lectura cuidadosa al artículo 120 de la 
Constitución Local, se aprecia que regirán para el 
futuro, dado que no se dice nada sobre los posibles 
efectos retroactivos de las sentencias que declaren la 
inconstitucionalidad de un precepto. Sin embargo, 
considero que en la legislación secundaria correspon-
diente, se puede disponer algo al respecto.

Siguiendo con los efectos de las sentencias, es-
tas podrán declarar la inconstitucionalidad de un 
precepto, con efectos generales en todo el Estado, 
siempre y cuando sean aprobadas por unanimidad 
de votos de los magistrados que integran la Sala de 
Control Constitucional; en caso de que las sentencias 
fueran aprobadas por dos votos, sólo surtirán efectos 
particulares. Esto significa que lo decidido por la Sala 
Constitucional sobre la inconstitucionalidad de un 
precepto, sólo tendrá efectos en el caso que se esté 
resolviendo, y puede servir como criterio orientador 
para los operadores jurídicos en casos concretos.  La 
sentencia que declare la inconstitucionalidad de una 
norma general, tendrá efectos a partir de su publica-
ción en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado 
(art. 120 CPED).

En un comparativo con la acción de inconstitu-
cionalidad prevista por la Constitución Federal, se 
hace notar que la acción local, reconoce como su-
jetos legitimados para interponerla, en relación a la 
materia de su competencia, a los titulares de los órga-
nos constitucionales autónomos, tales como la Co-
misión Estatal de Derechos Humanos, el Instituto 
Duranguense de Acceso a la Información Pública y 
de Protección de Datos Personales; el Instituto Elec-
toral y de Participación Ciudadana; el Instituto de 
Evaluación de Políticas Públicas y la Comisión An-
ticorrupción; y en la Acción federal, de los órganos 
constitucionales autónomos reconocidos en la Cons-
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titución, sólo se legitima a la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos. Por lo que el número de sujetos 
legitimados para interponer la acción de inconstitu-
cionalidad local es más amplio que los establecidos 
en la Constitución Federal.

Otra distinción importante la tenemos en el pla-
zo para interponer dichas acciones. Mientras que a 
nivel federal es dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la fecha de publicación de la norma, a 
nivel local el plazo es de sesenta días.

En la acción de inconstitucionalidad federal, se 
prevé que las leyes electorales federales y locales, de-
berán promulgarse y publicarse por lo menos noven-
ta días antes de que inicie el proceso electoral en que 
vayan a aplicarse, y durante el mismo, se dispone que 
no podrá haber modificaciones legales fundamenta-
les; y a nivel local no existe una disposición semejan-
te en materia electoral.

Las resoluciones dictadas por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en acción de inconstitucio-
nalidad federal, podrán declarar la invalidez de las 
normas impugnadas, si fueren aprobadas por una 
mayoría de cuando menos ocho votos de los once 
ministros que integran el Pleno de ese Alto Tribunal; 
a nivel local, para declarar la invalidez de las normas 
impugnadas, las resoluciones tienen que ser aproba-
das por unanimidad de los Magistrados de la Sala de 
Control Constitucional.

Por regla general, la declaración de invalidez que 
se resuelva mediante acción de inconstitucionalidad 
federal, no tendrá efectos retroactivos, salvo en ma-
teria penal, en la que regirán los principios generales 
y disposiciones aplicables de esa materia; a nivel lo-
cal, se aprecia que las sentencias de invalidez, regirán 
para el futuro, dado que no se dice nada sobre los 
posibles efectos retroactivos de esas sentencias.

Veremos en lo sucesivo la manera en que la legis-
lación secundaria se encarga de regular el procedi-
miento de este medio de control constitucional.

2.3 Acciones por omisión legislativa

La eficacia del orden constitucional no sólo debe 
comprender el control de los actos positivos, es decir, 
en donde el legislador ha emitido una norma, y se 
constata si esa norma es o no conforme con la consti-
tución, sino también de actos negativos, en donde el 
legislador ha omitido regular determinados aspectos 
ordenados por la norma suprema.

De tal suerte que una primera aproximación a la 
definición de ‘Omisión Legislativa’, sugiera la idea de 
un no cumplimiento sobre imposiciones legislativas, 
esto es, el no cumplimiento de normas específicas 
que ordenan al legislador emitir otras normas que 
concreticen lo dispuesto en la Constitución. 

Fernández Rodríguez (Fernández, 1998: 81) se-
ñala que la omisión legislativa, surge por la falta de 
desarrollo por parte del legislativo, de aquellas normas 
constitucionales de obligatorio y concreto desarrollo, 
de tal suerte que se impide su eficaz aplicación.

Como se desprende de lo anterior, la omisión no 
consiste sólo en un no hacer, sino en un no hacer de 
algo constitucionalmente determinado, de ahí que 
para que la omisión resulte inconstitucional, tiene 
que ser resultado de la falta de acción por parte del 
legislador ante un mandato constitucional concreto 
que le indique actuar.

Sin embargo, para que la omisión resulte incons-
titucional, no sólo se requiere que el legislador in-
cumpla con su deber de legislar, sino también existe 
inconstitucionalidad en las omisiones, cuando con 
esa inactividad, se mantengan o se creen situaciones 
jurídicas contrarias a la Constitución.

Es por ello, que a través de las acciones por omi-
sión legislativa, se busca activar al legislador, para evi-
tar que con la omisión de sus atribuciones, se vulnere 
lo dispuesto en la Constitución.

El artículo 119, párrafo 1, fracción III, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango (CPED), regula el medio de control consti-
tucional denominado “acciones por omisión legisla-
tiva”, y procede cuando se considere que el Congreso 
del Estado o algún ayuntamiento, no ha aprobado 
alguna norma de carácter general que expresamente 
esté mandatado a emitir, y que dicha omisión afecte 
el debido cumplimiento de la Constitución Local.

Entre los sujetos legitimados para interponer este 
medio de control constitucional, se encuentran:

a)	 El Gobernador del Estado;
b)	 El treinta y tres por ciento de los miembros del 

Congreso del Estado;
c)	 El treinta y tres por ciento de los integrantes de 

los ayuntamientos;
d)	 El cero punto cinco por ciento de los ciudadanos 

inscritos en el Padrón electoral, y
e)	 Los titulares de los órganos constitucionales autó-

nomos, en sus respectivas materias.
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No se prevé un plazo perentorio para ejercer di-
cha acción, toda vez que mientras subsista la omisión 
legislativa, se encuentra latente la posibilidad de in-
terponer este mecanismo de control constitucional, 
con el objeto de activar al legislador.

Las resoluciones que emita la Sala de Control 
Constitucional que decrete la existencia de la omi-
sión legislativa, surtirá sus efectos a partir de su pu-
blicación. Cabe hacer mención que la Constitución 
local no prevé por cuántos votos de los magistrados 
que integran la Sala, tiene que ser aprobada la sen-
tencia, para efectos de vincular al Congreso del Es-
tado o al Ayuntamiento de que se trate, a enmendar 
la omisión correspondiente; por lo que bien se puede 
disponer en la ley reglamentaria respectiva, que sea 
por mayoría de votos o bien por unanimidad. 

Esta última opción, parecería lo más adecuada, 
atendiendo a lo previsto por el artículo 120 de la 
Carta Estatal, que dota de efectos generales a las sen-
tencias dictadas por la Sala de Control Constitucio-
nal, que declare por unanimidad de votos la incons-
titucionalidad de una norma general. Sin embargo, 
considero que produciría efectos más deseables si la 
decisión se tomara por mayoría de votos.

Por otra parte, en la resolución de la Sala de Con-
trol Constitucional que declare la existencia de la 
omisión, se determinará el plazo en el cual el Con-
greso del Estado o el Ayuntamiento enmienden la 
omisión correspondiente, el que no podrá exceder de 
ciento ochenta días. El incumplimiento de la senten-
cia correspondiente, será motivo de responsabilidad 
(art. 119, p 2, CPED).

En un comparativo con la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, se obtiene que 
dicha carta no regula este medio de control consti-
tucional, lo cual no significa que las omisiones del le-
gislador estén exentas de control, ya que a través de la 
acción de inconstitucionalidad, se pueden reclamar 
ciertas omisiones del legislador, más precisamente, 
las denominadas “omisiones relativas”, que aparecen 
cuando el legislador emite una norma, pero omite 
regular ciertos aspectos ordenados por la norma su-
prema.

Empero, a través de la acción de inconstitucio-
nalidad federal, no pueden reclamarse las llamadas 
“omisiones absolutas”, que son aquellas en las que 
el legislador omite totalmente emitir una norma 
que le ordena expresamente la Constitución. Tal y 
como sucedió con la ley de amparo, donde por mu-

cho tiempo se mantuvo la omisión del legislador de 
cumplir con su obligación de emitir un nuevo orde-
namiento que diera vida a la reforma constitucional 
en materia de amparo. 

Por tanto, sería deseable que en la Constitución 
Federal se regulara algún tipo de mecanismo tenden-
te a controlar las omisiones absolutas del legislador, 
como el previsto en la constitución local.

2.4 ¿Control difuso de la constitucionalidad local?

Se colocó el encabezado de este apartado en for-
ma de pregunta, porque precisamente tendríamos 
que responder si la Constitución de Durango au-
toriza a ejercer el denominado control difuso de la 
Constitución, o si por el contrario, sólo autoriza un 
control concentrado, a cargo de la Sala de Control 
Constitucional del Tribunal Superior de Justicia.

En mi opinión, y a reserva de la jurisprudencia 
que vaya asentando al respecto la Sala de Control 
Constitucional, considero que en el Estado de Du-
rango, pueden coexistir perfectamente bien estos dos 
modelos de justicia constitucional, a saber: el con-
centrado, a cargo de la Sala de Control Constitucio-
nal, ejercido a través de las controversias constitucio-
nales, acciones de inconstitucionalidad, y acciones 
por omisiones legislativas; y el difuso, a cargo de to-
dos los funcionarios que realicen funciones material-
mente jurisdiccionales, y no sólo los juzgadores que 
pertenezcan al Poder Judicial.

Lo anterior se considera así, en primer lugar, por-
que a raíz de la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos de junio de 2011, y de la resolu-
ción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en cumplimiento al fallo dictado por la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, en el famoso 
caso Radilla; en México existe un nuevo paradigma 
del control de la constitucionalidad, que se reconoce 
por la incorporación del derecho internacional de los 
derechos humanos como parámetro de control de las 
normas de derecho interno, y por el establecimiento 
del control difuso de la constitucionalidad, por me-
dio del cual, todos los jueces del Estado Mexicano, 
se encuentran facultados para inaplicar una norma 
que sea contraria a la Constitución y a los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos.

Luego entonces, actualmente en México, existen 
dos grandes vertientes en cuanto al modelo de con-
trol constitucional, que son acordes a los fines perse-
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guidos por la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos.

El primero de ellos, el modelo concentrado, por 
virtud del cual, se plantea de modo directo la consti-
tucionalidad de una norma general, a través de pro-
cedimientos como lo son las acciones de inconstitu-
cionalidad (en materia electoral sólo a través de las 
acciones de inconstitucionalidad), las controversias 
constitucionales y los amparos contra leyes, ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación los dos pri-
meros, y ante los Jueces de Distrito –amparos contra 
leyes-.

Por otra parte, México cuenta con el control 
constitucional difuso, a cargo de los demás jueces 
(no sólo los que pertenezcan al poder judicial federal, 
sino los que realicen funciones materialmente juris-
diccionales) del país, ejercido de forma incidental, 
al conocer de las controversias que son sometidas a 
su consideración, en el que llegan a determinar la 
inaplicación de una norma cuando ésta sea contraria 
a la Constitución o a los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos.

Lo expuesto, encuentra sustento en la Tesis 
LXX/2011 (9ª) , emitida por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: “SISTEMA DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL OR-
DEN JURÍDICO MEXICANO”. 

En ese contexto,  los artículos 1o, y 22, párrafo 3, 
de la Constitución Local,  vinculan a todas las auto-
ridades, dentro del ámbito de su competencia, a res-
petar, garantizar y promover los derechos humanos 
consagrados tanto en la Carta Estatal, como en la fe-
deral y en los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos; bajo los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad. Consecuentemente, todas las autoridades están 
obligadas a prevenir, investigar, sancionar y reparar 
su violación.

Incluso, se determina que los derechos humanos, 
son de directa e inmediata aplicación por y ante toda 
autoridad, de cualquier orden de gobierno, ya sea ad-
ministrativa o judicial, por lo que no podrá alegarse 
falta de normatividad para justificar su vulneración o 
desconocimiento, ni para negar su reconocimiento.

Por lo tanto, para que opere de forma adecua-
da el control difuso de la Constitucionalidad y de la 
convencionalidad (previstos en la Constitución fede-
ral), constituye una premisa básica, la existencia del 
control difuso de la constitucionalidad local; pues el 

control de la constitucionalidad y convencionalidad 
implican, desde luego, el control de la constitucio-
nalidad local. 

Así, de acuerdo con los artículos 1 y 2 de la cons-
titución estatal, si un juez aplica una norma contraria 
a los derechos humanos previstos en la Carta Federal, 
y en los diversos instrumentos internacionales de los 
que México forme parte, estaría actuando en contra 
de la Constitución Local.

En base a lo anterior, se establece que la justicia 
constitucional local, también debe de construirse so-
bre las bases del sistema difuso, en donde todos los 
jueces, tengan la facultad de inaplicar las normas que 
vayan en contra de la Constitución Política del Esta-
do de Durango. 

Luego entonces, a modo de conclusión, puede 
establecerse que la justicia constitucional en el Esta-
do, en esencia, reconoce los dos grandes modelos: el 
concentrado, a cargo de la Sala de Control Constitu-
cional Local del Tribunal Superior de Justicia, a tra-
vés de medios como las controversias constituciona-
les, acciones de inconstitucionalidad y acciones por 
omisión legislativa; y el difuso, a cargo de los demás 
jueces del Estado, de forma incidental al conocer de 
los procesos ordinarios de los que son competentes. 

Es a través de estas dos vertientes, como se asegu-
ra la regularidad constitucional en nuestra entidad. 

Y por lo que hace a las demás autoridades estata-
les, se encuentran obligadas a respetar los derechos 
humanos, lo que implica, que deben de aplicar las 
normas, favoreciendo en todo tiempo, la interpreta-
ción que más favorezca a las personas, sin que tengan 
la posibilidad de inaplicar una norma o declarar su 
incompatibilidad con la Constitución Estatal.

CONCLUSIONES

Primera.- Por “defensa de la constitución”, se 
puede entender “el conjunto de instrumentos pro-
cesales destinados a salvaguardar el contenido, los 
alcances y la evolución de la Ley Fundamental”. Di-
cho concepto se puede escindir en dos categorías:”1) 
la protección de la Constitución y b) las garantías 
constitucionales.

Segunda.- La expresión “protección de la Cons-
titución”, se integra por todos aquellos instrumentos 
políticos, económicos y sociales y de técnica jurídica, 
que han sido canalizados por medio de normas de 
carácter fundamental e incorporados a los documen-
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tos constitucionales con el propósito de limitar el po-
der […] para lograr la marcha armónica equilibrada 
y normal de los poderes públicos y, en general, de 
todo órgano de autoridad.

Tercera.- En la segunda vertiente -garantías 
constitucionales- , tiene por objeto el estudio de las 
garantías constitucionales, entendidas no como los 
derechos fundamentales de las personas, sino como 
los medios de naturaleza procesal, cuya finalidad es el 
respeto del orden constitucional cuando éste ha sido 
violado por los órganos de poder, aún cuando están 
los instrumentos protectores señalados líneas arriba, 
y que no han sido suficientes para lograr el cumpli-
miento de las disposiciones fundamentales.

Cuarta.- La Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Durango, incorpora en su tex-
to, tanto mecanismos de protección constitucional, 
como de justicia constitucional, cuyo objetivo es ha-
cer viable la defensa de la Constitución Local, y por 
consiguiente, garantizar el principio de supremacía 
constitucional, dentro del ámbito estatal.

Quinta.- La justicia constitucional en el Estado, 
en esencia, reconoce los dos grandes modelos: el con-
centrado, a cargo de la Sala de Control Constitucio-
nal Local del Tribunal Superior de Justicia, a través 
de medios como las controversias constitucionales, 

acciones de inconstitucionalidad y acciones por omi-
sión legislativa; y el difuso, a cargo de los demás jue-
ces del Estado, de forma incidental al conocer de los 
procesos ordinarios de los que son competentes. 
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TESIS I/2013

ASISTENTES ELECTORALES. EL CON-
SEJO MUNICIPAL ELECTORAL CARECE 
DE COMPETENCIA PARA OTORGARLES 
LA FACULTAD DE SELECCIONAR A CIU-
DADANOS, PARA FUNGIR COMO FUN-
CIONARIOS DE MESAS DIRECTIVAS DE 
CASILLA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
DURANGO).-De una interpretación gramatical, 
sistemática y funcional del artículo 225 de la Ley 
Electoral para el Estado de Durango se advierte que 
el legislador contempló un procedimiento especí-
fico mediante el cual se designa a los ciudadanos 
que fungirán como funcionarios de mesas direc-
tivas de casilla, dicho procedimiento se desarrolla 
en varias etapas e intervienen diversas autoridades 
electorales. Sin embargo como se puede indicar de 
su análisis, el procedimiento fijado por la Ley facul-
ta al Consejo Estatal para realizar el procedimiento 
de insaculación, y a la Dirección de Capacitación 
Electoral auxiliada por los asistentes electorales, la 
selección en una primera etapa de los ciudadanos 
que resulten aptos. Sin embargo en el aludido pre-
cepto normativo no se encuentran atribuciones de-
legadas a los Consejos Municipales para que estos 
a su vez otorguen la facultad a los Asistentes Elec-
torales para que seleccionen a quienes integraran 
las mesas directivas de casilla el día de la jornada 
comicial.

Juicio Electoral. TE-JE-019/2013. - Actor: Par-
tido Acción Nacional.- Autoridad Responsable: 
Consejo Municipal Electoral de Gómez Palacio del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Durango.- 28 de mayo de 2013.- 
Unanimidad de votos.-Magistrado Ponente: Ro-
berto Herrera Hernández.- Secretario: Mirza Ma-
yela Ramírez Ramírez.

TESIS II/2013

PRINCIPIO DE CERTEZA. SU IMPORTAN-
CIA EN EL DESARROLLO DE UN PROCESO 
COMICIAL. De una interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 41, fracción V; 116, frac-
ción IV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y el 138 de la Constitución Polí-
tica del Estado Libre y Soberano de Durango, se des-
prende la importancia de los principios que rigen la 
función electoral, entre los que se encuentra el prin-
cipio de certeza, dicho principio debe regir el actuar 
de las autoridades electorales, ya que su observancia 
irrestricta permite que todos los participantes en el 
proceso comicial, conozcan con claridad y seguridad, 
las reglas a las que están sujetas en su actuación las 
autoridades electorales, es por ello que dichas autori-
dad no debe modificar las reglas y los procedimien-
tos ya establecidos en las normas electorales vigentes 
para el estado de Durango.

Juicio Electoral. TE-JE-019/2013. - Actor: Par-
tido Acción Nacional.- Autoridad Responsable: 
Consejo Municipal Electoral de Gómez Palacio del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Durango.- 28 de mayo de 2013.- 
Unanimidad de votos.-Magistrado Ponente: Ro-
berto Herrera Hernández.- Secretario: Mirza Ma-
yela Ramírez Ramírez.

TESIS III/2013

PÁGINA DE INTERNET. NO GENERA 
PRUEBA PLENA EN TRATÁNDOSE DE CUES-
TIONAR REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD. 
De conformidad con el artículo 16, párrafo 2, de la 
ley de Medios de Impugnación en Materia Electo-
ral y de Participación Ciudadana para el Estado de 
Durango, el que afirma está obligado a probar, en 
esas condiciones cuando el impugnante cuestione 
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la inelegibilidad de algún candidato concerniente a 
la falta temporal de la separación del cargo y sólo 
aporte para sostener su dicho un portal de internet, 
incumple con la carga de la prueba expresamente es-
tablecida en el invocado artículo de la ley procesal 
electoral, por tanto, si uno de los requisitos consti-
tucionales y legales de elegibilidad de un candidato, 
de carácter negativo, es cuestionado por un partido 
político le corresponde a éste aportar los medios de 
prueba fehacientes para demostrar su afirmación. Lo 
anterior dado que, si bien la información contenida 
en páginas de internet constituye un adelanto cientí-
fico y puede resultar útil como medio probatorio; sin 
embargo ese medio de prueba por sí solo carece de 
pleno valor probatorio, al ser susceptible de modifi-
cación o alteración por personas con conocimientos 
en informática, lo que conduce a considerar que el 
valor probatorio de cualquier medio aportado por 
los descubrimientos de la ciencia como es el inter-
net, queda al prudente arbitrio del juzgador, lo que 
conduce a considerar que la página de internet como 
prueba constituye en el mejor de los casos un indi-
cio, cuyo valor será determinado por el órgano juris-
diccional al valorar con la demás pruebas que obren 
en autos.

Juicio Electoral TE-JE- 063/2013.- Actor: Par-
tido Verde Ecologista de México. Agosto de 2013. 
Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Herrera 
Hernández. Secretario: Miguel B. Huizar Martínez.

TESIS IV/2013

CONVENIO DE COALICIÓN. LA INTER-
PRETACIÓN SOBRE LA PERTENENCIA DE 
LAS CANDIDATURAS A DIPUTADOS DE 
LOS PARTIDOS COALIGADOS Y EL GRUPO 
PARLAMENTARIO EN EL QUE QUEDARÁN 
COMPRENDIDOS IMPLICA QUE AQUÉLLAS 
TAMBIÉN PERTENECEN PARA EFECTOS DE 
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL AL 
PARTIDO POLÍTICO QUE LAS POSTULÓ. 
De la interpretación gramatical de la fracción IV, 
del artículo 41 de la Ley Electoral para el Estado de 
Durango, que establece que el convenio de coalición 
deberá indicar con toda precisión, independiente-
mente del señalamiento de los cargos que postulará 
la coalición, el partido político al que pertenezca la 
posición o candidatura a registrar, y en tratándose 

de candidatos a diputados, el grupo parlamentario o 
partido político en el que quedarán comprendidos; 
resulta claro que si un partido político que contiende 
en coalición en un distrito electoral uninominal, y en 
el convenio correspondiente señala que la posición 
o candidatura le pertenece, en el caso de obtener el 
triunfo en la elección, ese candidato también per-
tenece para efectos de representación proporcional 
al partido político que lo postuló. Lo anterior, sin 
perjuicio de que el partido político participe en la 
elección coaligado con otro u otros institutos polí-
ticos, o que el candidato registrado sea militante de 
otro partido político. Como resultado de lo anterior, 
se proporciona un elemento objetivo sobre el que, 
la autoridad administrativa electoral debe tomar en 
cuenta para aplicar la fórmula de asignación de di-
putados por el principio de representación propor-
cional prevista en los artículos 297 y 298 de la Ley 
Electoral para el Estado de Durango.

Juicios Electorales y Juicios para la Protec-
ción de los Derechos Político-Electorales. TE-
JE-64/2013 y acumulados TE-JE-065/2013, 
TE-JDC-024/2013, TE-JDC-025/2013 Y TE-
JDC-026/2013. - Actores: Partido Acción Nacio-
nal, Partido De La Revolución Democrática, Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y otros.- Autoridad Responsable: 
Consejo Estatal Del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 9 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.

TESIS V/2013

CONTROL CONSTITUCIONAL DIFUSO. 
LA CONFRONTACIÓN DE LA NORMA CON 
EL ORDEN CONSTITUCIONAL DEBE RE-
FLEJARSE EN UN ACTO DE APLICACIÓN. 
Para que el Tribunal Electoral del Poder Judicial del 
Estado de Durango ejerza el control difuso de cons-
titucionalidad, debe plantearse no sólo la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, sino acreditar que un acto adolece de cons-
titucionalidad precisamente por haberse emitido en 
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aplicación de un precepto que contradiga la Carta 
Magna, y que los efectos perniciosos de dicho acto 
exceden el marco de regularidad constitucional, de 
lo contrario, no podrá ejercerse tal control respecto 
de una norma concreta, pues aún cuando ésta pu-
diera confrontar un principio constitucional, ello no 
se ve reflejado en el acto de aplicación. Suponer lo 
contrario, implicaría ejercer un control de consti-
tucionalidad de normas de tipo concentrado, y no 
difuso, pues una norma determinada se sometería al 
test de constitucionalidad al margen del acto concre-
to de aplicación y a los efectos que éste tenga sobre 
quien pide su inaplicación, lo cual, está reservado a 
los Órganos del Poder Judicial de la Federación com-
petentes para conocer de las Acciones de Inconstitu-
cionalidad, de las Controversias Constitucionales, y 
de los Juicios de Amparo Directo o Indirecto, según 
corresponda. En ese tenor, si del análisis que se haga 
del acto de autoridad a la luz de los principios consti-
tucionales se concluye que aquél no los controvierte, 
la Sala Colegiada del Tribunal Electoral local estaría 
impedida para ejercer un control constitucional de 
las normas a partir de las cuales se emitió, pues no se 
podría analizar la regularidad de una disposición al 
margen de los efectos nocivos que produzca respecto 
del caso concreto.

Juicio Electoral y Juicios para la Protección de 
los Derechos Político-Electorales. TE-JE-042/2013 
y acumulados. - Actores: Partido de la Revolución 
Democrática, Partido Acción Nacional y otros.- 
Autoridad Responsable: Consejo Municipal Elec-
toral De Durango Del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 8 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.

TESIS VI/2013

COALICIÓN. TIENE DERECHO A RE-
GISTRAR UN REPRESENTANTE ANTE EL 
ÓRGANO ADMINISTRATIVO ELECTORAL 
INDEPENDIENTEMENTE DE LOS REPRE-
SENTANTES DE LOS PARTIDOS COALIGA-
DOS. Derivado de una interpretación sistemática y 
funcional del artículo 111 de la Ley Electoral para 

el Estado de Durango, por lo que toca al nombra-
miento de representantes de una coalición ante los 
órganos administrativos electorales en el proceso 
electoral, se concluye que dicha disposición, es-
tablece en el párrafo 1, fracción III, la manera en 
cómo se integra el Consejo Estatal del Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana del Estado 
de Durango, incluyendo en dicha integración, a un 
representante por cada uno de los partidos políti-
cos. Posteriormente, como segunda premisa, en el 
párrafo 2, fracción IX, dispone la facultad que tie-
nen los partidos políticos en lo individual, así como 
de las coaliciones, para sustituir a los representantes 
que hubiesen designado ante dicho órgano superior 
de dirección. Del referido artículo, se colige que si 
el Consejo Estatal en su integración, contempla la 
participación de los partidos políticos y las coali-
ciones que se formen en cumplimiento a la ley de 
la materia, para acordar lo conducente durante las 
diversas etapas que integran el proceso electoral, re-
sulta entonces lógico, que la misma facultad se otor-
gue a los partidos políticos en lo individual, y en su 
caso, a las coaliciones, para que nombren sus repre-
sentantes propietarios y suplentes, ante los Conse-
jos Municipales Electorales, los cuales también son 
órganos pertenecientes al Instituto Electoral y de 
Participación Ciudadana del Estado de Durango, 
encargados de la preparación, desarrollo y vigilancia 
del proceso electoral, dentro de sus respectivos ám-
bitos de competencia. En consecuencia, es patente 
que la intención del legislador local al redactar dicha 
disposición jurídica, en un sentido garantista, se di-
rigió a conservar la igualdad de condiciones y equi-
dad respecto de la representación de las coaliciones, 
frente a la de los partidos políticos que contienden 
en un proceso electoral determinado. Esto, en con-
sideración de que los partidos políticos y coaliciones 
tienen un mismo tratamiento como protagonistas 
de la contienda electoral, el cual se justifica en la 
medida en que, una vez conformados y registrados, 
ambos constituyen el conducto que la ley establece 
para el acceso de los ciudadanos al poder público, 
por lo que deben gozar de las mismas garantías de 
representación ante las órganos electorales, pues 
este derecho responde a la necesidad de que los in-
tereses que tienen en común los partidos coaligados 
se encuentren protegidos ante los órganos adminis-
trativos electorales en la entidad federativa.
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Juicio Electoral. TE-JE-020/2013. - Actor: Par-
tido Acción Nacional.- Autoridad Responsable: 
Consejo Municipal Electoral De Peñón Blanco del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Durango.- 28 de mayo de 2013.- 
Unanimidad de votos.-Magistrado Ponente: Raúl 
Montoya Zamora.- Secretario: Gabriela Guada-
lupe Valles Santillán.

TESIS VII/2013

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. EL REPRE-
SENTANTE DEL PARTIDO POLÍTICO ANTE 
EL CONSEJO ESTATAL PUEDE INDISTIN-
TAMENTE PRESENTARLOS ANTE EL CON-
SEJO MUNICIPAL CUANDO SE CONTRO-
VIERTE EL CESE DE LA REPRESENTACIÓN 
ANTE DICHO ÓRGANO. Derivado de una in-
terpretación sistemática y funcional del marco legal 
y jurisprudencial aplicable, se obtiene que, indepen-
dientemente de que cada órgano electoral, ya sea el 
estatal, o bien, de los municipales, tiene su propio 
ámbito de competencia conferido legalmente, por 
lo que respecta a que los representantes ante éstos, 
sólo pueden intervenir en asuntos que provengan 
del cuerpo donde está acreditada su representación, 
esto no impide que en la especie, el representante 
del partido acreditado ante el Consejo Estatal del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Durango, pueda actuar indistintamente, 
para promover recursos en contra de actos emitidos 
por los consejos municipales; lo anterior, máxime si 
la litis del asunto tiene que ver directamente con el 
cese de la representación del partido político ante 
dicha autoridad, según lo dispuesto por el artículo 
148 de la Ley Electoral para el Estado de Durango; 
independientemente de que el Consejo Estatal del 
multicitado Instituto, también tiene la calidad de 
responsable, toda vez que, de conformidad con di-
cho artículo, formalmente la autoridad responsable 
lo es el órgano mencionado, al ser su obligación no-
tificar al partido político de la resolución, respecto 
de la decisión que los Consejos Municipales lleven 
a cabo. Ello, porque en base al principio fundamen-
tal de impartición de justicia consagrado en el artí-
culo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, no se puede impedir a quien se 
ostenta como representante del instituto político 
ante el Consejo Estatal del Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana del Estado de Durango, la 
posibilidad de interponer el juicio electoral, ante la 
mencionada autoridad municipal electoral, pues de 
lo contrario, se dejaría al partido político en estado 
de indefensión.

Juicio Electoral. TE-JE-026/2013. - Actor: Par-
tido de la Revolución Democrática.- Autoridad 
Responsable: Consejo Estatal del Instituto Electo-
ral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Durango.- 10 de junio de 2013.- Unanimidad de 
votos.-Magistrado Ponente: Roberto Herrera Her-
nández.- Secretarias: Mirza Mayela Ramírez Ra-
mírez y Raquel De La Luz Sifuentes Valtierra.

Juicio Electoral. TE-JE-027/2013. - Actor: 
Partido de la Revolución Democrática.- Autori-
dad Responsable: Consejo Municipal Electoral De 
Poanas del Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Durango.- 10 de junio 
de 2013.- Unanimidad de votos.-Magistrado Po-
nente: Raúl Montoya Zamora.- Secretarias: Bár-
bara Carolina Solís Rodríguez, Martha Guada-
lupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe Valles 
Santillán.

TESIS VIII/2013

PERSONERÍA DE LOS RECURRENTES. 
SE TIENE POR ACREDITADA CUANDO EL 
REPRESENTANTE DEL PARTIDO POLÍTI-
CO ÚNICAMENTE OSTENTA TAL CALIDAD 
ANTE EL CONSEJO ESTATAL Y NO RESPEC-
TO DEL CONSEJO MUNICIPAL ELECTORAL 
RESPONSABLE. Toda vez que de conformidad a 
lo establecido en el artículo 14, párrafo 1, fracción 
I, inciso a) de la Ley de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral y de Participación Ciudadana para 
el Estado de Durango la presentación de los medios 
de impugnación corresponde a los partidos políticos 
a través de sus representantes legítimos, entendién-
dose por éstos los registrados formalmente ante el ór-
gano electoral responsable, cuando éste haya dictado 
el acto o resolución impugnado, bajo la regla de que, 
en este supuesto, únicamente pueden actuar ante el 
órgano en el cual se encuentran acreditados; sin em-
bargo, en aras de no vulnerar el principio de acceso 
efectivo a la justicia, consagrado en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
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nos, se estima que aún y cuando resulte evidente que 
los representantes del partido recurrente únicamen-
te ostentan tal calidad frente al Consejo Estatal del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Durango, y no respecto del Consejo Mu-
nicipal Electoral responsable, no obstante, en casos 
extraordinarios, como cuando el partido en cuestión 
carece de representante ante el Consejo Municipal 
Electoral, la personería, en los términos apuntados, 
se tiene por debidamente acreditada. Ello, en virtud 
de que al ponderar una disposición jurídica de ín-
dole secundario, frente a un principio constitucional 
de carácter fundamental, se obtiene que este último 
tiene un mayor peso, ya que beneficia en un radio 
más amplio la esfera jurídica del justiciable, lo que 
implica una aplicación del principio de interpreta-
ción conforme a las disposiciones constitucionales que 
privilegian el acceso a la justicia en materia electoral, 
respecto de la actuación de la autoridad en el proceso 
electoral. Asimismo, con dicha interpretación se ga-
rantiza el derecho de audiencia y legalidad consagra-
dos en los artículos 14 y 16 constitucionales; pues de 
actuar de manera contraria, se dejaría al partido en 
estado de indefensión.

Juicios Electorales. TE-JE-033/2013 y su acu-
mulado TE-JE-034/2013. - Actor: Partido del Tra-
bajo.- Autoridad Responsable: Consejo Municipal 
Electoral De Nombre de Dios del Instituto Electo-
ral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Durango.- 7 de agosto de 2013.- Unanimidad de 
votos.-Magistrado Ponente: Raúl Montoya Zamo-
ra.- Secretarias: Bárbara Carolina Solís Rodrí-
guez y Gabriela Guadalupe Valles Santillán.

TESIS IX/2013

RECUENTO TOTAL DE PAQUETES ELEC-
TORALES. DIFERENCIACIÓN CON EL RE-
CUENTO PARCIAL. La fracción V, párrafo 1 del 
artículo 282 de la ley sustantiva electoral, establece 
los supuestos en los cuales el Consejo Municipal 
deberá realizar nuevamente el escrutinio y cómpu-
to levantando el acta correspondiente, de las casillas 
que así lo ameriten; sin embargo, tales hipótesis son 
susceptibles de configurarse de manera parcial e in-
dividual, es decir, respecto de cada paquete electoral, 
trayendo como consecuencia un nuevo conteo de los 
votos contenidos en el paquete en el que se hayan 

dado las siguientes circunstancias: a) Existan errores 
o inconsistencias evidentes en los distintos elementos 
de las actas, salvo que puedan corregirse o aclarar-
se con otros elementos a satisfacción plena de quien 
lo haya solicitado; b) El número de votos nulos sea 
mayor a la diferencia entre los candidatos ubicados 
en el primer y segundo lugares de la votación; y c) 
Todos los votos hayan sido depositados a favor de 
un mismo partido. Resulta importante dejar claro, 
que el precepto aludido no es aplicable para proce-
der a un nuevo escrutinio y cómputo de la totalidad 
de las casillas, ya que dicho supuesto se contiene en 
un apartado diverso del mismo artículo 282 aludido, 
específicamente en el párrafo 2, y que opera cuando 
existe indicio de que la diferencia entre el candidato 
presunto ganador de la elección y el que haya obte-
nido el segundo lugar en votación es igual o menor 
al punto cinco por ciento, y que al inicio de la sesión 
haya existido petición expresa del representante del 
segundo lugar en votación; o bien, si al término del 
cómputo se establece la diferencia antes referida, y 
existe la petición expresa que se detalla anteriormen-
te, pues sólo en ese caso procede el recuento total de 
las casillas.

Juicios Electorales. TE-JE-033/2013 y su acu-
mulado TE-JE-034/2013. - Actor: Partido del Tra-
bajo.- Autoridad Responsable: Consejo Municipal 
Electoral De Nombre de Dios del Instituto Electo-
ral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Durango.- 7 de agosto de 2013.- Unanimidad de 
votos.-Magistrado Ponente: Raúl Montoya Zamo-
ra.- Secretarias: Bárbara Carolina Solís Rodrí-
guez y Gabriela Guadalupe Valles Santillán.

TESIS X/2013

REGISTRO DE CANDIDATURAS EXTER-
NAS. POSIBILIDAD DE LOS PARTIDOS PO-
LÍTICOS PARA POSTULAR NO MILITAN-
TES. El registro de candidatos externos, es decir, 
aquellos que no tienen la calidad militante ante el 
instituto político, es un ámbito disponible que está 
garantizado por los principios de auto-organización 
y autodeterminación partidista, en cuanto que sea 
permisible por su normativa interna, o bien, sus es-
tatutos ni permitan ni prohíban las candidaturas ex-
ternas, en concordancia con lo establecido en la Ley 
Electoral para el Estado de Durango. Lo anterior, 
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dado que no se viola disposición estatutaria algu-
na, por el hecho de que los candidatos registrados 
por un instituto político no pertenezcan al partido 
en cuestión; puesto que, en principio, ello no pro-
duce alguna situación de inconstitucionalidad. Se 
considera lo antes expuesto, ya que en conformidad 
con el principio de auto-organización y autodeter-
minación partidista, los institutos políticos pueden 
determinar las reglas aplicables a los procedimien-
tos internos para la postulación de los candidatos. 
Esto es, la fijación de las reglas de participación, es 
un ámbito disponible para los partidos políticos. 
Adicionalmente, se considera que el establecimien-
to de las denominadas “candidaturas externas”, ar-
moniza con los principios del Estado Democráti-
co, al permitir que los partidos políticos cumplan 
con la finalidad establecida en el artículo 41, base 
I, de la Carta federal, de promover la participación 
del pueblo en la vida democrática, contribuir a la 
integración de la representación nacional, y como 
organizaciones de ciudadanos, hacer posible el ac-
ceso de éstos al ejercicio del poder público. De la 
misma forma, las candidaturas externas potencian 
el derecho fundamental de ser electo, ya que los ciu-
dadanos no tienen que pertenecer forzosamente al 
partido político de que se trate, para ser postulado a 
un cargo de elección popular. Con lo cual, también 
se privilegia el derecho de afiliación partidista, dado 
que los ciudadanos están en condiciones de elegir 
libremente si se afilian o no al instituto político que 
los está postulando.

Juicios Electorales y Juicios para la Protec-
ción de los Derechos Político-Electorales. TE-
JE-64/2013 y acumulados TE-JE-065/2013, 
TE-JDC-024/2013, TE-JDC-025/2013 Y TE-
JDC-026/2013. - Actores: Partido Acción Nacio-
nal, Partido De La Revolución Democrática, Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y otros.- Autoridad Responsable: 
Consejo Estatal Del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 9 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.

TESIS XI/2013

ASIGNACIÓN DIRECTA DE REGIDO-
RES. ES CONGRUENTE CON EL PRINCI-
PIO DE MAYORÍA RELATIVA PARA LA IN-
TEGRACIÓN DEL AYUNTAMIENTO. La regla 
contenida en el artículo 283, párrafo 2, fracción I 
de la Ley Electoral para el Estado de Durango, que 
establece que en los Municipios de Durango, Gó-
mez Palacio y Lerdo, se asignará el sesenta por cien-
to de los regidores al partido que haya obtenido el 
triunfo de mayoría; a partir de una interpretación 
conforme con la Constitución, debe entenderse en 
el sentido de que lo que reglamenta es el principio 
de mayoría relativa, y no el de representación pro-
porcional. En efecto, del artículo 115 de la Cons-
titución Federal se obtienen dos reglas básicas para 
la integración de un Ayuntamiento: a. La elección, 
por mayoría relativa, de un presidente municipal, 
síndicos y regidores. b. La incorporación de regido-
res de representación proporcional, adicionales a los 
de mayoría relativa. En congruencia con esas bases, 
la única interpretación conforme con la Constitu-
ción, sería la de considerar que esa asignación di-
recta, en realidad, corresponde al principio de ma-
yoría relativa y no de representación proporcional, 
pese a que formalmente se le denomine como tal. 
De lo contrario, se estaría creando una antinomia 
directa con la Constitución, porque se dejaría de 
lado la exigencia constitucional que determina que, 
para la conformación de un Ayuntamiento, deberá 
haber regidores electos por el principio de mayoría 
relativa, adicionales a los de representación propor-
cional.

Juicio Electoral y Juicios para la Protección de 
los Derechos Político-Electorales. TE-JE-042/2013 
y acumulados. - Actores: Partido de la Revolución 
Democrática, Partido Acción Nacional y otros.- 
Autoridad Responsable: Consejo Municipal Elec-
toral De Durango Del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 8 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.
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TESIS XII/2013

IMPUGNACIÓN DE MÁS DE UNA ELEC-
CIÓN EN UN SOLO ESCRITO. NO ES NE-
CESARIAMENTE IMPROCEDENTE SI SE 
ATIENDE AL PRINCIPIO DE TUTELA JUDI-
CIAL EFECTIVA. Si bien el artículo 11, párrafo 1, 
fracción IV de la Ley de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral y de Participación Ciudadana para 
el Estado de Durango, dispone que un medio de im-
pugnación es improcedente si en un mismo escrito 
se pretende impugnar más de una elección, ello no 
es suficiente para negar a la parte actora el acceso a 
la justicia electoral, así como la posibilidad de que 
este Tribunal Electoral se pronuncie sobre el fondo 
del asunto, ya que debe privilegiarse el derecho a la 
tutela judicial efectiva previsto en los artículos 17 de 
la Carta Magna y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, por encima de una dis-
posición de tipo instrumental, que tiende a limitar el 
ejercicio de ese derecho fundamental. Este criterio se 
robustece, porque el hecho de que se impugne más 
de una elección en un solo escrito, no se traduce en 
un impedimento sustancial que limite a este órgano 
jurisdiccional para pronunciarse sobre la litis plan-
teada, máxime si existe continencia en la causa, lo 
cual impide que se escinda el medio de impugnación 
para efecto de resolver las impugnaciones correspon-
dientes a cada elección por cuerda separada.

Juicios Electorales y Juicios para la Protec-
ción de los Derechos Político-Electorales. TE-
JDC-021/2013 y acumulados TE-JDC-022/2013, 
y TE-JE-060/2013. - Actores: Claudia Ernestina 
Hernández Espino, Silvia Patricia Jiménez Del-
gado y Partido Acción Nacional.- Autoridades 
Responsables: Consejos Municipales Electorales 
de Durango, Cuencamé y Guadalupe Victoria del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana 
del Estado de Durango.- 9 de agosto de 2013.- 
Unanimidad de votos.-Magistrado Ponente: Raúl 
Montoya Zamora.- Secretarias: Bárbara Carolina 
Solís Rodríguez, Martha Guadalupe Amaro He-
rrera y Gabriela Guadalupe Valles Santillán.

Juicio Electoral. TE-JE-061/2013. - Actor: Par-
tido Acción Nacional.- Autoridad Responsable: 
Consejo Municipal Electoral de Gómez Palacio, 
del Instituto Electoral y de Participación Ciu-

dadana del Estado de Durango.- 9 de agosto de 
2013.- Unanimidad de votos.- Magistrado Ponen-
te: Roberto Herrera Hernández.- Secretario: Mi-
guel Benjamín Huizar Martínez.

TESIS XIII/2013

DISTRIBUCIÓN DE LA VOTACIÓN ENTRE 
PARTIDOS COALIGADOS EN LA ASIGNA-
CIÓN DE DIPUTADOS POR EL PRINCIPIO 
DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL. 
TRATÁNDOSE DE UNA COALICIÓN PARCIAL 
NO LE SON APLICABLES LAS DISPOSICIO-
NES RELATIVAS A UNA COALICIÓN DE TIPO 
TOTAL. El artículo 49, párrafo 3, de la Ley Electoral 
para el Estado de Durango establece que en tratán-
dose de una coalición parcial que no registre cuando 
menos doce candidaturas a diputados por el principio 
de mayoría relativa, la votación que ésta obtenga se 
distribuirá entre los partidos coaligados conforme a 
los términos pactados en el convenio correspondien-
te, para si es el caso, participen en la asignación de 
curules por representación proporcional. Ahora bien, 
de una interpretación sistemática y funcional de dicha 
disposición, respecto de lo estipulado en los artícu-
los 41, base primera, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 25, fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango; 28, párrafo1, fracciones I y VII, 39, párra-
fos 2, 3, 4 y 5, 41, 43, párrafo 1, 46, 47, 48, y 74 de 
la Ley Electoral en cita, se infiere válidamente que con 
ello, no se pierde certeza, ni se vulnera la autenticidad 
del sufragio, en cuanto al destino de los votos emiti-
dos a favor de la coalición en la elección por el princi-
pio de mayoría relativa, máxime si los partidos coali-
gados alcanzaron la votación del dos punto cinco por 
ciento necesaria para acceder a una diputación por la 
vía plurinominal. Además, conforme a nuestro siste-
ma electoral, los ciudadanos al votar por los candida-
tos bajo este principio, también emiten su voto por el 
de representación proporcional, pues a excepción de 
cuando votan en las casillas conocidas como especia-
les, no existe otra manera de votar por candidatos de 
representación proporcional; por otro lado, al prever 
la ley electoral local el mecanismo para que la vota-
ción que por el principio de mayoría relativa reciba la 
coalición parcial, tenga un impacto en la elección de 
representación proporcional, en consecuencia, a esta 
última no le resultan aplicables las reglas establecidas 
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para una coalición total, en cuanto a la obligación de 
registrar como mínimo doce candidatos a diputados 
en los respectivos distritos uninominales, para tener 
derecho a registrar y participar en la asignación de di-
putados de representación proporcional; y en ese sen-
tido, tampoco le es exigible registrar como coalición, 
candidatos a diputados por dicho principio, pues una 
apreciación contraria al razonamiento expuesto, signi-
ficaría partir de la premisa equivocada, consistente en 
que a una coalición parcial le son aplicables las dispo-
siciones relativas a una coalición de tipo total.

Juicio Electoral y Juicio para la Protección de los 
Derechos Político-Electorales. TE-JDC-023/2013 
y acumulado TE-JE-062/2013. - Actores: Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y Partido Acción Nacional.- Au-
toridad Responsable: Consejo Estatal del Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana del Esta-
do de Durango.- 9 de agosto de 2013.- Unanimi-
dad de votos.-Magistrado Ponente: Raúl Monto-
ya Zamora.- Secretarias: Bárbara Carolina Solís 
Rodríguez, Martha Guadalupe Amaro Herrera y 
Gabriela Guadalupe Valles Santillán.

Juicios Electorales y Juicios para la Protec-
ción de los Derechos Político-Electorales. TE-
JE-64/2013 y acumulados TE-JE-065/2013, 
TE-JDC-024/2013, TE-JDC-025/2013 y TE-
JDC-026/2013. - Actores: Partido Acción Nacio-
nal, Partido de la Revolución Democrática, Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y otros.- Autoridad Responsable: 
Consejo Estatal del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 9 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.

Nota: El artículo 25, fracción I, de la Constitu-
ción Política del Estado Libre y soberano de Duran-
go al que se hace referencia, corresponde, de confor-
midad al Decreto No. 540, publicado el Periódico 
Oficial del Gobierno del Estado de Durango el día 
jueves 29 de agosto de 2013, mismo que reforma y 
adiciona dicho ordenamiento jurídico estatal, al ac-
tual artículo 63, párrafos tercero y cuarto.

TESIS XIV/2013

AGRAVIOS INOPERANTES. SON AQUE-
LLOS EN QUE SE PLANTEA LA SOLICITUD 
DE INAPLICACIÓN DE UNA NORMA ELEC-
TORAL CUANDO LA CONSTITUCIONALI-
DAD DE ÉSTA YA HA SIDO DECLARADA 
VÁLIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUS-
TICIA DE LA NACIÓN. En concordancia al cri-
terio ya sustentado por la Sala Regional de la Prime-
ra Circunscripción del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, con sede en la Ciudad de 
Guadalajara, Jalisco, al resolver el expediente SG-
JDC-1000/2010 y acumulados; y derivado de lo dis-
puesto en los artículos 11, párrafo 1, fracción VI de 
la Ley de Medios de Impugnación en Materia Elec-
toral y de Participación Ciudadana para el Estado de 
Durango, y 10, párrafo 1, inciso f ) de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, en donde se establece que, un medio de 
defensa será improcedente cuando se solicite en for-
ma exclusiva la no aplicación de una norma general 
en materia electoral, cuya validez haya sido declarada 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. De 
dichos artículos, podemos inferir válidamente que 
este Tribunal Electoral, no puede conocer de una 
petición de inaplicación de una norma, cuando el 
Tribunal Supremo de este país ya la declaró válida 
en una sentencia dictada en el mecanismo de control 
constitucional previsto por la fracción II, del artí-
culo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; por lo que, los agravios que se 
formulen en ese sentido por la parte actora, en aque-
llos medios de impugnación en donde no se solicite 
exclusivamente la no aplicación de una norma elec-
toral, son inoperantes.

Juicio Electoral y Juicio para la Protección de los 
Derechos Político-Electorales. TE-JDC-023/2013 
y acumulado TE-JE-062/2013. - Actores: Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y Partido Acción Nacional.- Au-
toridad Responsable: Consejo Estatal del Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana del Esta-
do de Durango.- 9 de agosto de 2013.- Unanimi-
dad de votos.-Magistrado Ponente: Raúl Monto-
ya Zamora.- Secretarias: Bárbara Carolina Solís 
Rodríguez, Martha Guadalupe Amaro Herrera y 
Gabriela Guadalupe Valles Santillán.
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Juicios Electorales y Juicios para la Protec-
ción de los Derechos Político-Electorales. TE-
JE-64/2013 y acumulados TE-JE-065/2013, 
TE-JDC-024/2013, TE-JDC-025/2013 y TE-
JDC-026/2013. - Actores: Partido Acción Nacio-
nal, Partido de la Revolución Democrática, Clau-
dia Ernestina Hernández Espino, Silvia Patricia 
Jiménez Delgado y otros.- Autoridad Responsable: 
Consejo Estatal del Instituto Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana del Estado de Durango.- 9 
de agosto de 2013.- Unanimidad de votos.-Magis-
trado Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secreta-
rias: Bárbara Carolina Solís Rodríguez, Martha 
Guadalupe Amaro Herrera y Gabriela Guadalupe 
Valles Santillán.

TESIS XV/2013

PROCESO ELECTIVO DE AUTORIDA-
DES AUXILIARES DEL AYUNTAMIENTO. 
EL PADRÓN ELECTORAL UTILIZADO EN 
LA CONTIENDA CONSTITUYE UNO DE 
LOS ELEMENTOS QUE DETERMINAN SU 
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD. 
De conformidad con los principios constitucionales 
rectores de todo proceso comicial, así como respecto 
de la efectividad, imparcialidad y autenticidad que 
los caracterizan, según lo establecido en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango, la Ley Electoral para el Estado de Du-
rango, y la demás normativa secundaria aplicable en 
cuanto a la designación de las autoridades auxilia-
res de los ayuntamientos, como lo es, por ejemplo, 
el proceso electivo de una junta municipal; la o las 
mesas directivas de casilla que se instalen el día de 
la contienda, deben contar con un padrón electo-
ral o listado nominal, previamente autorizado por 
el ayuntamiento, que brinde a la elección de refe-
rencia, la certeza que caracteriza los procesos comi-
ciales en donde los ciudadanos hacen efectivos sus 
derechos fundamentales de índole político-electo-
ral. En virtud de lo anterior, la autoridad municipal 
encargada de coordinar el desarrollo de la elección, 
también adquiere la obligación de conservar en su 
poder, además del padrón que se utilice, otros ele-
mentos que permiten demostrar la legalidad y cons-
titucionalidad del proceso de elección de las autori-
dades auxiliares de los ayuntamientos, como lo son 

las constancias, acuerdos, actas, escritos de protesta, 
y el reguardo de los sufragios respectivos.

Juicio para la Protección de los Derechos Po-
lítico-Electorales. TE-JDC-029/2013. - Actora: 
Yolanda Janet Rueda Ambriz.- Autoridad Respon-
sable: Comisión Coordinadora de la Elección para 
Integrantes de las Juntas Municipales del Munici-
pio de Guadalupe Victoria, Durango.- 15 de oc-
tubre de 2013.- Unanimidad de votos.-Magistra-
do Ponente: Raúl Montoya Zamora.- Secretarias: 
Bárbara Carolina Solís Rodríguez y Gabriela 
Guadalupe Valles Santillán.

TESIS XVI/2013

PRUEBAS TÉCNICAS. PARA SU EFICACIA 
EL OFERENTE DEBE DEMOSTRAR LAS CIR-
CUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y LUGAR. 
La regla contenida en el artículo 15, párrafo 1, de la 
Ley de Medios de Impugnación en Materia Electoral 
y de Participación Ciudadana para el Estado de Du-
rango, determina que para la resolución de los medios 
de impugnación, sólo pueden ser ofrecidas las pruebas 
documentales públicas; documentales privadas; técni-
cas; presuncionales legales y humanas; y la instrumen-
tal de actuaciones. Tratándose de pruebas técnicas en 
las que se reproducen imágenes, como sucede con las 
grabaciones de video, lo máximo que se puede acre-
ditar es que el evento mostrado ocurrió, por lo que 
el actor debe demostrar las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar, para que este tribunal pueda vincular los 
hechos que se narran en los mismos con los términos 
sostenidos por el actor; por lo tanto, si no se hace una 
minuciosa precisión en la descripción de los hechos 
por parte del promovente, no es posible inferir válida-
mente que hubiere acontecido la irregularidad alega-
da, ni mucho menos que dichas declaraciones tuvieran 
un impacto en las preferencias del electorado.

Juicio Electoral. TE-JE-041/2013. Actor: Par-
tido del Trabajo. Autoridad Responsable: Consejo 
Municipal de San Luis del Cordero del Instituto 
Electoral y de Participación Ciudadana del Es-
tado de Durango. 07 de agosto de 2013. Unani-
midad de tres votos. Magistrada ponente: María 
Hortensia Alvarado Cisneros. Secretarios: Fran-
cisco Javier Flores Sánchez, Margarita Ramírez 
Sánchez y Yadira Maribel Vargas Aguilar.
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TESIS XVII/2013

REPRESENTANTES DE PARTIDOS POLÍ-
TICOS. LA AUSENCIA DE LOS PROPIETA-
RIOS HACE POSIBLE LA LEGITIMACIÓN DE 
LOS SUPLENTES PARA PRESENTAR MEDIOS 
DE IMPUGNACIÓN. De conformidad a lo esta-
blecido en el artículo 14, párrafo 1, fracción I, inciso 
a) de la Ley de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral y de Participación Ciudadana para el Es-
tado de Durango, la presentación de los medios de 
impugnación corresponde a los partidos políticos a 
través de sus representantes legítimos, entendiéndo-
se por éstos los registrados ante el órgano electoral 
responsable; por tanto, los partidos políticos cuen-
tan con facultades para designar, remover y acreditar 
libremente en cualquier tiempo a sus representantes 
propietarios y suplentes, por lo que ante la ausencia 
del propietario, es jurídicamente posible la actua-
ción del suplente, máxime si se cuenta con el debido 
nombramiento, contando entonces el partido políti-
co con la acreditación respectiva.

Juicio Electoral. TE-JE-040/2013. Actor: 
Alianza para Seguir Creciendo. Autoridad Res-
ponsable: Consejo Municipal de Pueblo Nuevo del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudada-
na del Estado de Durango. 07 de agosto de 2013. 
Unanimidad de tres votos. Magistrada ponente: 
María Hortensia Alvarado Cisneros. Secretarios: 
Francisco Javier Flores Sánchez, Margarita Ra-
mírez Sánchez y Yadira Maribel Vargas Aguilar.

TESIS XVIII/2013

ACTAS DE ESCRUTINIO Y CÓMPUTO. 
AUSENCIA DE FIRMA DE REPRESENTAN-
TES PARTIDISTAS. De conformidad con el artí-
culo 266, de la Ley Electoral para el Estado de Du-
rango, una vez concluido el escrutinio y cómputo de 
la votación, se levantarán las actas correspondientes 
de cada elección, las que deberán firmar, sin excep-
ción, todos los funcionarios y representantes de los 
partidos políticos que actuaron en la casilla, pudien-
do éstos últimos firmar bajo protesta, señalando los 
motivos de la misma, o en su caso, si se negaran a 
firmar, el hecho deberá consignarse en el acta respec-
tiva. Ahora bien, la omisión en el acta, de las firmas 
de los representantes partidistas, es insuficiente para 

inferir que los funcionarios de la mesa directiva no 
les permitieron estar en la casilla o en alguna de las 
etapas de la jornada electoral, pues la irregularidad 
puede obedecer a un sinnúmero de causas por las 
cuales la firma no se plasmó, máxime cuando en la 
hoja de incidentes no se asienta la expulsión de los 
representantes de los institutos políticos.

Juicio Electoral. TE-JE-040/2013. Actor: 
Alianza para Seguir Creciendo. Autoridad Res-
ponsable: Consejo Municipal de Pueblo Nuevo del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudada-
na del Estado de Durango. 07 de agosto de 2013. 
Unanimidad de tres votos. Magistrada ponente: 
María Hortensia Alvarado Cisneros. Secretarios: 
Francisco Javier Flores Sánchez, Margarita Ra-
mírez Sánchez y Yadira Maribel Vargas Aguilar.

TESIS XIX/2013

AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
NO TIENEN FACULTADES PARA DAR FE DE 
HECHOS DURANTE LA JORNADA ELEC-
TORAL, EN LOS CASOS EN QUE LOS SOLI-
CITANTES SEAN CIUDADANOS O REPRE-
SENTANTES DE PARTIDOS POLÍTICOS. Los 
agentes del Ministerio Público del fuero común del 
Estado de Durango, carecen de facultades para dar 
fe de hechos o actos acontecidos durante la jornada 
electoral, cuando esto les sea solicitado por los ciu-
dadanos o representantes de los partidos políticos, 
toda vez que de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 273 de la Ley Electoral local, al Minis-
terio Público sólo corresponde proporcionar, a re-
querimiento de los órganos electorales competentes, 
información que obre en su poder, relacionada con 
la jornada electoral; las certificaciones de los hechos 
que les consten, o de los documentos que existan en 
los archivos a su cargo, relacionados con el proceso 
electoral; el apoyo necesario para practicar las dili-
gencias que les sean demandadas para fines electora-
les; y la información de los hechos que puedan influir 
o alterar el resultado de las elecciones. Sin embargo, 
no está dentro de sus atribuciones legales, el certi-
ficar hechos a petición de los representantes de los 
partidos políticos o ciudadanos; por tanto, las certifi-
caciones que expidan no tienen ningún valor jurídi-
co para acreditar los hechos. En cambio, el numeral 
274 del ordenamiento antes invocado, faculta a los 
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notarios públicos para atender las peticiones que al 
respecto les formulen los funcionarios de casilla, los 
ciudadanos y los representantes de los partidos polí-
ticos, dando fe de hechos o certificando documentos 
concernientes a la elección. 

Juicio Electoral. TE-JE-040/2013. Actor: 
Alianza para Seguir Creciendo. Autoridad Res-

ponsable: Consejo Municipal de Pueblo Nuevo del 
Instituto Electoral y de Participación Ciudada-
na del Estado de Durango. 07 de agosto de 2013. 
Unanimidad de tres votos. Magistrada ponente: 
María Hortensia Alvarado Cisneros. Secretarios: 
Francisco Javier Flores Sánchez, Margarita Ra-
mírez Sánchez y Yadira Maribel Vargas Aguilar.
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